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Problemática  Jurídico Social de la Expropiación en el Derecho Agrario Ecuatoriano 
 
La expropiación, constituye una de las medidas administrativas, más robustas que hace el 
Estado sobre bienes patrimoniales privados, aspecto importante que al momento de su 
aplicación, estimula a que abogados, y demás conocedores del derecho, precisemos de un 
conocimiento real y conciso del alcance de la “función social” inmersa en la expropiación, a 
efecto de obtener un verdadera aplicación jurídica por parte del Estado. 
Investigación que comprenderá todos los campos legales que sustenten la verdadera “función 
social” de la expropiación; así como, la aplicación de las leyes que conlleven relación directa o 
indirecta con el estudio, al momento no se han realizado muchas investigaciones de mi tema 
elegido, pero con la capacidad que poseo; y, con los conocimientos y experiencia aportadas por 
profesores, abogados y sobre todo con la bibliografía que cuento servirán efectivamente para 
una verdadera investigación, la misma que alcanzara las expectativas y necesidades que puedan 
posibilitar su aplicación dentro del contexto nacional, con el propósito de evitar que se genere 
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Legal Social Problems of Agricultural Law Expropriation in Ecuador 
 
 
Expropriation is one of the most robust administrative measures taken by the Government on 
private patrimonial goods. It is a relevant aspect that when applied it calls for lawyers and those 
informed in law need a real and concise knowledge on the social reach involved in the 
expropriation, in order to obtain a true legal application by the Government. 
This is a research involving all legal fields sustaining the true “social function” of expropriation, 
as well as the application of law that is directly or indirectly related to the study. Nowadays not 
many researches have been made on the selected subject, but with my capacity, knowledge and 
experience granted by teachers, lawyers and above all bibliography, shall be effectively used for 
a true research, which shall attain expectations and needs that can render its application possible 
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I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and I have prepared the attached 
translation from the original in the Spanish language to the best of my knowledge and belief. 









La investigación efectuada abarca campos sociales y jurídicos desde el nacimiento del IERAC, 
creación del INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO AGRARIO, y la actual 
SUBSECRETARIA DE TIERRAS Y REFORMA AGRARIA, el desarrollo y crecimiento de 
las zonas urbanas que se expandieron en los límites territoriales, por lo que aéreas rurales han 
quedado abandonadas por lo que ha surgido un detrimento de la productividad agrícola de 
dichas tierras, el ex - INDA a efecto de legalizar tierras y fomentar el derecho de dominio 
privado ha hecho adjudicaciones con la función social que determina la ley, y su plan de 
explotación, los mismos que han quedado abandonadas convirtiendo a esas tierras en inactivas y 
cuyos datos no guardaban relación con la realidad, por lo que genero un problema por cuanto se 
realizaron legalizaciones de tierras rústicas sin muchas solemnidades a través del ex - INDA hoy 
(SUBSECRETARIA DE TIERRAS Y REFORMA AGRARIA); y, control de este organismo, 
es así que basándonos en la doctrina nacional e internacional, pero sobre todo en la Ley de 
Desarrollo Agrario, Ley de Minería, Ley de Hidrocarburos, Ley de Aguas, Código Civil, 
Constitución de la República del Ecuador, y resoluciones de varios organismos estatales, 
queremos establecer la forma de mejorar la funcionalidad y servicio de las tierras agrícolas que 
pasen a formar parte del sistema agroeconómico sustentable que impulsa la actual Constitución 
tratando de tal forma adherirse al régimen del buen vivir y que las tierras y la obtención del 
título de dominio acreditado a través de la resolución del ex – INDA hoy STRA, sirvan de pilar 
económico a para el desarrollo del país, lógicamente trataremos de determinar de la mejor 
forma, tanto en el ámbito social, económico, y, jurídico lo que se denomina como FUNCIÓN 
SOCIAL como preámbulo para la expropiación, implementando un verdadero esquema legal, 
técnico y sistematizado para que la expropiación cumpla con sus fines y garantice los derechos 
públicos y privados sin transgresión alguna llevando una coherente legislación. 
 
La carta magna actual promueve el régimen del buen vivir, solo establece los parámetros y 
lineamientos generales para la explotación de tierras improductivas, por ende resulta necesario e 
imperativo que se normalicen las demás leyes, a efecto de encontrar un sistema viable y 
equitativo para la economía del Estado, así como no genere litigios legales que perjudiquen al 
país ni transgredan derechos legítimamente adquiridos, pues esto podría acarrear conflictos 
colectivos.   
 
La investigación que se pretende realizar abarca dos épocas comprendidas desde el año de 1997 
al 2000, y otro periodo del año 2005 al 2008, a través de esto queremos hacer un análisis del 
beneficio de las expropiaciones, y sobre todo comprobar si las tierras expropiadas cumplen con 
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la FUNCIÓN SOCIAL, es decir si las personas que más necesitan son beneficiadas de este 
proceso de trasformación jurídico y social. Así como investigar si existe por parte de los 
organismos públicos programas de incentivo y asistencia jurídica, y técnica, para que las tierras 
que pasaban improductivas vuelvan a producir y generen recursos para la sociedad ecuatoriana. 
 
La expropiación se condiciona a un sistema de garantías, pues la necesidad pública es evidente 
al abarcar el régimen del buen vivir conforme a la Constitución de la República del Ecuador, 
por lo que la ley regula los parámetros y procedimiento referentes a la función social, y la 
indemnización que además de ser justa en su cuantía, ha de ser hecha efectiva precisamente de 
manera previa, como condición misma del desapoderamiento. 
 
En el Derecho público francés se pueden citar las restricciones de todos los propietarios 
aledaños a las zonas marítimas, playas y tierras adyacentes. En el Ecuador, se encuentran 
restricciones determinadas dentro de “la franja de seguridad, alrededor de terminales, estaciones de 
bombeo y reductoras de presión”, prohibiendo que “se ejecute cualesquier tipo de acciones, obras, 
edificaciones, cultivos y demás actividades que afecten o pudiesen afectar la construcción y operación 
del oleoducto de crudos pesados”, lo que tiene características y efectos diferentes que las 
expropiaciones y servidumbres que se contemplan en esta misma obra de la construcción y 
operación del oleoducto de crudos pesados.  
 
No obstante, por tratarse de restricciones, limitaciones y delimitaciones de los derechos de los 
propietarios afectados, hubiera sido deseable que se determinen más específicamente en la 
legislación correspondiente, es decir la Ley de Hidrocarburos. Por supuesto que las 
municipalidades también tienen plenas potestades para determinar este tipo de restricciones, 
limitaciones y delimitaciones que, por su naturaleza, no son indemnizables. 
 
También se establece la garantía del derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y 
responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con la 
adopción de políticas públicas entre otras medidas, conforme lo determina el Art. 66 numeral 26 
de la Carta Magna del 2008. 
 
La principal normativa legal vigente sobre la expropiación en el Ecuador, se encuentra en la 
Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario así el Art. 25 prescribe sobre la Función Social: 
“La tierra cumple su función social cuando está en producción y explotación, se conservan 
adecuadamente los recursos naturales renovables y se brinda protección al ecosistema, se garantiza la 
alimentación para todos los ecuatorianos y se generan excedentes para la exportación.  
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La función social deberá traducirse en una elevación y redistribución de ingresos que permitan a toda la 
población compartir los beneficios de la riqueza y desarrollo”... entonces resulta trascendental el 
estudio de la “función social”, pues es de esta figura que se derivan los efectos jurídicos y 
sociales que acarrea la expropiación de tierras rusticas dentro de la legislación agraria. Pues la 
expropiación desmesurada fomentará el minifundismo, y al no existir políticas de apoyo y 
desarrollo agrario resulta difícil que estas tierras improductivas pasen a formar parte del sistema 
de desarrollo integral del país, aportando con los beneficios económicos y por ende sociales.        
Pero podemos afirmar provisionalmente, que habrá utilidad pública cuando un bien o servicio, 
material o cultural, común a una importante mayoría de la población, es considerado por el 
poder público, de primordial importancia protegerlo o proporcionarlo. 
 
Entonces será viable la expropiación porque habrá utilidad pública con motivo de servicios 
públicos, caminos y puentes, parques, embellecimiento y saneamiento de poblaciones, 
conservación de lugares históricos, artísticos y de belleza panorámica, guerra exterior o interior, 
abastecimientos de artículos de consumo necesario, conservación de elementos naturales 
explotables, distribución de la riqueza, impedir plagas, incendios o inundaciones y por ultimo 
empresas de beneficio general. 
 
El Código de Procedimiento Civil, y en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública. Las más amplias y sistemáticas expropiaciones en el Ecuador se llevaron a cabo en 
aplicación de la derogada Ley de Reforma Agraria. La vigente Codificación de la Ley de 
Desarrollo Agrario todavía contempla las expropiaciones de tierras agrarias pero bajo un 
régimen más acorde a los criterios universales del pago previo de la justa indemnización. En el 
área urbana rige el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización (COOTAD), con amplias potestades expropiatorias. 
 
Para determinados recursos naturales y para servicios públicos diversos se contempla la figura 
de la expropiación en: la Ley de Caminos, la Ley de Patrimonio Cultural, la Ley de 
Hidrocarburos y la Ley de Régimen del Sector Eléctrico. 
 
No existe una habilitación genérica de las instituciones públicas para expropiar, potestad que 
necesariamente debe constar asignada en forma expresa a la institución respectiva en una ley, 
sin que el órgano público pueda proceder a una expropiación sin esa atribución expresa, que no 




Se ha considerado primordialmente “La función social de las Expropiaciones” se establecen debido 
a que el objeto social por el cual se hicieron las adjudicaciones  no se cumplen como determina 
la ley, puesto que muchos adjudicatarios luego de obtener el justo título, no cumplen con el plan 
de manejo o explotación sustentable del área aprobado por el ex - INDA hoy 
SUBSECRETARIA DE TIERRAS Y REFORMA AGRARIA, más por el contrario transfieren 
el bien a terceras personas, buscando el lucro económico personal, apareciendo de esta manera 
traficantes de tierra que se aprovechan de las personas más necesitadas y desposeídas, que 
estando en posesión ancestral de algún inmueble se ven en la obligación y necesidad de ceder la 
posesión a esta clase de personas, que luego de obtener la Adjudicación sin cumplir las 








1 ANTECEDENTES DE LOS BIENES Y DERECHOS REALES EN 
LA NORMATIVA JURÍDICA DEL ECUADOR 
1.1 De los bienes 
 
Eminentes autores han aportado con sus conocimientos para profundizar en el estudio de los 
bienes, han logrado perfilar  la ciencia con invalorables aportes hasta la presente fecha y 
constituye una parte de nuestra legislación civil que encontramos al realizar el estudio, sobre el 
objeto y la cosa. 
 
El OBJETO un concepto de carácter más amplio en donde se agrupa a los bienes muebles, así 
como también a los inmuebles entre ellos la compra venta, arrendamiento, uso, usufructo, 
donación, legado y más negocios jurídicos. Pues así manifiestan LUDWING ENNECCERUS 
THEODOR KIPP Y MARTIN WOLF: “Se denominan “objeto” a los corporales (cosa) y a los 
incorporales” (Enneccrus-Kipp, 1947, pág. 549), por lo que al referirnos con la expresión objeto a 
los bienes muebles e inmuebles, no se lo realiza con propiedad técnica, ya que dicha expresión 
se la utiliza con frecuencia al hablar de las obligaciones y en lo que tiene relación a los negocios 
obligatorios, a pesar de lo manifestado por cierto no guarda ninguna relación directa con el 
objeto en sí; pero de alguna manera podemos enunciar que afecta a la dogmática jurídica, cuando 
incluso se habla del objeto de una verdadera consideración o de cualquier otro acto. 
 
Por lo que existe como es lógico gran contraposición a lo anotado, ya que es evidente pensar que 
cada jurisconsulto da a conocer su pensamiento, su vivencia jurídica, siendo así que esta 
contraposición se convierte en perfectamente definida, para los que sostienen que objeto es 
únicamente lo susceptible, lo que es posible de una disposición donde las personas puedan 
disponer, estar en posesión de algo que es concreto, con una realidad que sea útil para el hombre, 
tratando de establecer un concepto fundamental del bien jurídico, proyectando además la 
distinción de los derechos patrimoniales y de familia, lo que da lugar a un verdadero y profundo 
estudio. Continuando con el propósito de llegar al punto de interés en el presente trabajo, 
revisaré lo referente a cosa, siendo esta figura enmarcada dentro de los objetos, piezas 
impersonales, corporales, que son poseedores de una sustantividad propia, que forma parte de la 
naturaleza y que se encuentran bajo el dominio del hombre y que por esta circunstancia se le da 
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un valor por el tráfico. Por lo que en consecuencia, diremos que cosa es todo lo reconocido como 
objetos de derecho independiente. 
 
En derecho a la palabra cosa se le da un concepto y tratamiento diferente, esta diferencia a lo que 
se tiene como concepto en el lenguaje prosaico, ya que dentro de la cotidianidad y del diario 
vivir, a esta palabra se la suele utilizar para designar todo cuanto existe en la naturaleza, sea que 
se trate de objetos materiales o inmateriales, tengan o no valor económico, susceptibles o no de 
apropiación. Pero en derecho toma un significado mucho más restringido; es decir, que para que 
un objeto sea considerado como cosa, como requisito debe ser material y que este tenga un 
precio económico, que este para la disponibilidad del hombre; por lo que concretamente diremos 
que cosa es todo objeto susceptible de perceptibilidad esto por cualquiera de los sentidos, con 
existencia de carácter individual, también cosa es todo lo que está en la naturaleza sin tener la 
condición de persona humana. 
 
BARROS Errazuriz, nos dice: “cosa es todo lo que existe físicamente o moralmente, excepto el 
hombre” (Barros Errazuriz, 1942, pág. 247) de tal forma que concuerdo con la presente 
definición, por lo anteriormente anotado y por qué se deja a un lado al ser humano del contenido 
de cosa, esto porque es un ente lleno de sapiencia y porque domina a la  naturaleza, no debe ni 
hoy ni nunca ser considerado dentro del estamento de cosa, por tanto no bebe ni pude ser 
considerado ni como cosa ni como objeto, a pesar de que algunos ilustres tratadistas consideran 
al cadáver de un ser humano que se convierte en cosa, aceptar esta barbarie seria estar e ir en 
contra de las buenas costumbres y esto debe ser repudiado por el derecho, tomándolo como cosa 
u objeto, para cualquier tipo de contratos. 
 
La palabra bienes se emplea en derecho para determinar a las cosas, por cuanto estas son 
susceptibles de dominio entre particulares y estos con el Estado; esto es, que las cosas nos 
indican el género y el bien lo referente a la especie, de allí que el derecho determina la siguiente 
división de los bienes: corporales e incorporales, en lo referente al primero son los que tienen un 
ser real y son percibidos por los sentidos; mientras que al segundo se enmarcan en meros 
derechos, siendo esta división la más general e incluso nuestro Código Civil en el artículo 583, 
señala como ejemplo “ una casa, un libro en el caso de los corporales y en los incorporales “los 
créditos y las servidumbres activas”, con lo cual se produce una gran confusión entre lo real y lo 
corporal, ya que se puede pensar que lo corporal es real; existen cosas corporales que no tiene y 
no forman un cuerpo, como ejemplo podemos manifestar a los valores jurídicos y morales que 
tiene su carácter de reales y no son corporales. 
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En lo que tiene que ver con la posesión de los bienes corporales, esta tiene una naturaleza 
distinta de aquella que concierne a los incorporales, de lo que claramente se distingue una 
diferencia entre estas clases de cosas, es por ello que el artículo 594 de nuestro Código Civil 
cuando se refiere a las cosas incorporales establece: “que son derechos reales o personales”, dentro 
de la presente división que efectúa el cuerpo de ley invocado, con el fin de poder determinar 
cada una indicaremos la divergencia que existe entre los derechos reales y personales; esta que 
radica principalmente en su aspecto sustantivo, por lo que el objeto del derecho real tutelado por 
nuestra legislación es necesariamente una cosa mientras que el objeto del derecho personal es en 
esencia la conducta humana; es decir, un acto por parte de una persona determinada, aunque en 
algunos casos ese acto suele recaer también sobre una cosa, esto no quiere decir que el simple 
objeto de un derecho personal sea la cosa; pues el objeto, es el acto o la omisión del hombre, 
mientras que el derecho real que nos preocupa tiene como objeto principal el dominio o derecho 
de propiedad prevalente de la cosa, es que frente a esta determinación los sujetos, los hombres 
tienen cierto respeto al derecho ajeno por lo que si pretenden violar o en efecto violan el derecho 
real, el que se cree titular de tal derecho puede reclamar en contra de quien se encuentra 
perturbando o se lo haya arrebatado y al que lo despojare de su derecho, este puede exigir la 
restitución de su derecho, que ha sido violado mediante el engaño, violencia o abuso de 
confianza. 
  
De los elementos anotados, se desprenden cuáles son los bienes inmuebles y cuales los derechos 
reales y que en forma detallada estudiaremos a continuación pues se encuentran íntimamente 
ligadas a la posesión y legalización de la propiedad. 
 
1.2 De los bienes inmuebles 
 
Nuestro Código Civil en el Art. 586 define a los “bienes inmuebles, fincas o bienes raíces son las 
cosas que no pueden transportarse de un lugar a otro, como las tierras y minas, y las que adhieren 
permanentemente a ellas, como los edificios y los árboles”. 
 
Cabe indicar que son todas las cosas que se encuentran inmovilizadas, arraigadas y 
determinadas en un lugar del espacio físico, que por ende no pueden ser separadas o trasladadas 
a otro lugar sin que por esa razón se cambie la naturaleza. 
 
 En consecuencia es el espacio físico el que determina los diferentes tipos de objetos; es decir, lo 
que puede trasladarse de un lugar a otro dentro del espacio se denomina muebles y lo que no 
puede moverse de un lugar a otro se lo conoce como inmuebles, al respecto el Dr. LEONARDO 
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RIVAS CADENA, nos dice: “Inmuebles son las cosas arraigadas a un lugar del espacio físico y que 
no pueden ser separados y trasladados a otro sitio sin que cambie su naturaleza” (Rivas Cadena L. , 
1974, pág. 56), esta inmovilidad absoluta a la que se refiere el autor, únicamente la podemos dar 
a la tierra, entendida como superficie espacial, ya que es ella la que tiene dicha inmovilidad por 
naturaleza. 
 
El Dr. José García Falconí manifiesta: “Inmuebles por naturaleza, son aquellos cosas que no pueden 
transportarse de un lugar a otro.” (García, 2001, pág. 37), de lo dicho si tomamos en cuenta lo que 
cubre la tierra; esto es, lo referente al espacio físico y de lo que debajo del mismo existe, es lo 
que conocemos como subsuelo, entonces es lógico pensar que por su situación de inmovilidad 
son bienes inmuebles por su naturaleza, que son producto de la emanación de la tierra, nuestra 
carta magna y demás leyes han garantizado el derecho de propiedad privada, tanto de las 
personas nacionales como de extranjeros sobre el suelo. 
 
Pero en lo referente al subsuelo, al espacio aéreo son de dominio exclusivo y único del Estado, 
siendo una limitante para que ninguna persona particular pueda ejercer su derecho de propiedad 
en forma útil; el espacio físico cuando sea utilizado exclusivamente y sean aprovechados para 
sembrar plantas o para edificar, de esta manera se pueda beneficiar, por tanto se convierte en la 
única forma para que los particulares ejerzan algún tipo de dominio en forma privada; es allí 
cuando el Estado debe ceder en beneficio de aquellos que están en posesión de una parte del 
mencionado espacio físico y sometiéndose el mismo a ciertas reglamentaciones por parte del 
propio Estado, siendo estas el Municipio y más entidades. 
 
Ya que de conformidad con lo que estipula el artículo 604 del Código Civil, en el que se realiza 
una clasificación de los bienes nacionales que son inmuebles como las calles, plazas, puentes y 
caminos, etc.; que son de uso exclusivamente público, por los que se les llama bienes nacionales 
o bienes públicos y los que no corresponden a dicho uso por parte de los habitantes, como las 
plataformas o sócalos submarinos, minas y yacimientos, son de propiedad del Estado; así como 
también el artículo 610 ibídem prescribe: “Es igualmente de dominio nacional el espacio aéreo 
correspondiente al territorio del Estado, incluido en éste el mar territorial definido en el artículo 
anterior. 
 
El Ejecutivo reglamentará la zona de libre tránsito aéreo sobre el mar territorial.” 
 
Entonces si sabemos de antemano que el subsuelo, el espacio aéreo, los bienes nacionales de uso 
público y los bienes cuyo uso solo corresponde al Estado son inmuebles. Pues si los bienes 
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inmuebles, a los que me refiero son de uso público de todos los habitantes del Estado 
Ecuatoriano, entonces, todos tenemos un porcentaje de uso en los mismos, pero lo que no 
tenemos es el justo título de propiedad de estos inmuebles, peor aún el derecho real de uso, 
usufructo, habitación, servidumbre, arriendo o anticresis, por ello si no existe tal ánimo 
individual de posesión o tenencia tampoco existirá por ende el dolo mediante violencia, engaño 
o abuso de confianza. 
 
1.2.1 Por su naturaleza 
Al referirme a los bienes inmuebles en general que se encuentran protegidos o tutelados por 
nuestra legislación civil y penal, indicaba que era la tierra el ejemplo más patético de lo que se 
consideraba como bien inmueble, existiendo un consenso al respecto, ya que la mayor parte de 
prestigiosos tratadistas así lo manifiestan, por lo que se vuelve indudable el concepto de que la 
tierra como tal es inmueble por naturaleza; así nos ilustra el Dr. Leonardo Rivas Cadena cuando 
dice: “Inmueble por naturaleza son las tierras y las cosas que se hallan originariamente inmersas e 
inmovilizadas en el suelo de una manera estructural, sin intervención o hecho del hombre, y todas sus 
partes, sean sólidas, liquidas o gaseosas” (Rivas Cadena L. , 1975, pág. 44), conforme con lo que 
nos ilustra dicho jurista, comprende la tierra misma en su larga y ancha superficie, con sus 
sólidos, fluidos como son los ríos, por cuanto, a pesar de que este puede ser desplazado, siempre 
su casual no cambiará y será el mismo, de tal forma que su naturaleza no se pierde, y si también 
se refiere a las cosas que se hallan originariamente inmersas al suelo sean estas de carácter 
sólido, liquido o gaseoso, como las minas de metales, los yacimientos petrolíferos también son 
inmuebles por naturaleza. 
 
No es tema del presente estudio, pero es importante destacar este aspecto, por cuanto al 
desprenderse del suelo, deja de ser inmueble y por lo tanto ya no se encontraría dentro de los 
inmuebles. 
 
Con el fin de llegar con absoluta claridad el estudio del bien inmueble y que por lo mismo está 
protegido por el delito de invasión, me permito observar que dicho inmueble por su naturaleza, 
no será susceptible de desplazamiento siendo conformado tanto por los territorio continentales 
como insulares; ya que la tierra como espacio físico y el subsuelo que poseen las mismas 
características; es decir, que se convierten en no susceptibles de posesión o tenencia, sin que 
cambie la calidad de tal, por la fijeza del inmueble se puede determinar la competencia de los 
Jueces y Tribunales Penales, para que pueden investigar sancionar al delito de usurpación. 
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Los bienes inmuebles por su naturaleza de acuerdo a su ubicación y demarcación pueden ser 
urbanos, rurales o rústicos, en lo que concierne a los primeros se encuentran determinados por 
los municipios de cada cantón, a través de ordenanzas, quedando los mismos como patrimonio 
de dicha institución; específicamente bajo el control del Departamento de Suelo y Vivienda en lo 
que concierne al distrito Metropolitano de Quito, que más adelante será estudiado con mayor 
profundidad, en lo que tiene relación con los inmuebles rurales, conocidos también como predios 
rústicos, quedan bajo el control y como patrimonio del ex-Instituto Nacional de Desarrollo 
Agrario (ex-INDA) en la actualidad Subsecretaria de Tierra y Reforma Agraria. 
 
Considero importante hablar de dichos predios, las tierras baldías son de propiedad del ex-
Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (ex-INDA)  hoy Subsecretaria de Tierra y Reforma 
Agraria, en estas operan la posesión y como consecuencia da origen a un derecho, el tiempo que 
debe estar en posesión es 05 años y luego solicitar al ex-Instituto Nacional de Desarrollo Agrario 
(ex-INDA)  en la actualidad STRA la adjudicación de estos inmuebles. En propiedades privadas 
o que ostenten el justo título, de allí que se puede adquirir tales derechos; mediante la 
Prescripción Adquisitiva Extraordinaria de Dominio, por estar en posesión por el lapso de 15 
años ininterrumpidos con el ánimo de señor y dueño y la Prescripción Adquisitiva  Ordinaria  
deben estar en posesión 03 años para los bienes muebles y 05 años para los bienes inmuebles y 
se debe solicitar a los jueces civiles de la jurisdicción en donde se encuentre ubicado el bien 
inmueble.  
 
Bienes inmuebles por naturaleza, como ya se ha dicho son todas aquellas cosas -bienes en 
sentido objetivo- que no son susceptibles de ser trasportadas o trasladas de un lugar a otro, no 
por si misma ni por intervención de una fuerza extraña sin que a consecuencia de su traslado 
pierdan su esencia naturaleza forma o de manera considerable su valor como la tierra, el agua 
que corren por cauces naturales, las minas y en general las riqueza del subsuelo. El inmueble 
por naturaleza es la tierra y todo lo que a ella se junta o adhiere se inmoviliza. 
 
1.2.2 Por adherencia 
En lo que tiene que ver con a los inmuebles por adherencia o incorporación, estos están 
estipulados en los artículos 586 y 587, de nuestro Código Civil prescriben: Art. 586.-  “Inmuebles, 
fincas o bienes raíces son las cosas que no pueden transportarse de un lugar a otro, como las tierras y 
minas, y las que adhieren permanentemente a ellas, como los edificios y los árboles. 
 
Las casas y heredades se llaman predios o fundos.”  
11 
Art. 587.-  “Las plantas son inmuebles, mientras adhieren al suelo por sus raíces, a menos que estén en 
macetas o cajones, que puedan transportarse de un lugar a otro”. 
 
De lo anotado anteriormente de nuestro Código Civil, me han llevado a razonar, en el sentido de 
que debe entenderse por inmuebles por adherencia, a aquellos bienes que están 
permanentemente fijos en el suelo, sea que lo dicho se mantenga por cuanto son de carácter 
natural o que se encuentre en ellos la mano del hombre, como manifiesta el Dr. José García 
Falconí al decir: La calidad de inmueble por adherencia depende de la permanente incorporación al 
suelo y no de la yuxtaposición más o menos estable” (García Falconi, 2004, pág. 41), dando a 
entender que existen dos clases de inmuebles por adherencia, que son: 
 
 a) Los Edificios.- Estos son considerados inmuebles por adherencia y que son todos aquellos 
construidos, ejecutados por el hombre, con materiales que son extraídos del propio suelo, siendo 
la condición importante y primordial que se encuentran permanentemente unidos al suelo, 
aunque esta unión no sea de carácter permanente.  
 
Dentro de la presente categoría resulta importante indicar porque es de mucho interés para el 
tema en estudio, ya que el hecho de que toda construcción no es inmueble por adherencia, nos da 
a entender en forma evidente que no se encuentra protegido por la invasión aún por la 
usurpación, de tal forma que las construcciones transitorias, las instalaciones sobre pisos 
móviles, más las que poseen ruedas, las que se las construyen con el objeto de llevárselas, en 
este casos las carpas de los circos, los quioscos, por lo que queda en última instancia dentro de 
esta categoría los edificios, casas aunque hayan sido construidas con cosas muebles, y solo por el 
simple hecho de que están inmovilizadas por su adhesión física al suelo, a pesar de que con el 
adelanto científico se puede trasladar de un sitio a otro sin que se produzca algún daño. 
 
En el mismo criterio se encuentra Planiol: “para que una construcción sea inmueble no es necesario 
que haya sido erigida con fines de permanencia. De allí que los edificios y pabellones para una 
exposición sean inmuebles aunque estén destinados a ser demolidos……” (Rippet & Planiol, pág. 
145), lo que es causa para que se pierda la condición de inmueble, por lo que si se traslada un 
edificio de un lugar a otro como se ha venido haciendo en algunas partes del mundo, sigue 
siendo inmueble por adherencia. 
  
b) Los Árboles.- Dentro de esta subdivisión, de los inmuebles por adherencia, tenemos a las 
plantas mientras sus raíces se encuentran hundidas en las profundidades de la tierra, 
entendiéndose como tales a los árboles altos y frondosos y también a las plantas más pequeñas, 
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al respecto el Dr. Enrique Cuello García nos dice: “Hay plantas que perecen después de la primera 
simiente, pero para que dejen de ser inmuebles se requiere que se las arranque del suelo extrayendo sus 
raíces. Otras dar frutos y tienen existencia perenne” (Cuello García, 1983, pág. 49), por lo cual se 
debe hacer hincapié en el sentido de que si las plantas son arrancadas totalmente de la tierra 
dejan de ser inmuebles, a pesar de que si los árboles son cortados y se los utiliza para realizar 
alguna edificación, vuelven a su categoría anterior y seguirán siendo protegidos por la ley, pero 
como edificación. 
 
1.2.3 Por destino 
Con relación a esta categoría, se determinan inmuebles a todas las cosas muebles, que son 
puestas por el propietario en la superficie de su terreno como por ejemplo las losas de un 
pavimento, los tubos de las cañerías, los utensilios de labranza o minería, y los animales 
destinados al cultivo o beneficio de una finca, con tal que hayan sido puestos en ella por el 
dueño de la finca, con el requisito de que debe estar en posesión del mismo o cuando se la 
destina para el uso, cultivo, y beneficios para el tenedor o poseedor del terreno, a pesar de que se 
puede separar sin detrimento, el artículo 588 del Código Civil, así lo determina al igual que 
algunas doctrinas en forma taxativa, ya que esta se explica por razones prácticas o por el motivo 
económico, que este orientada a una unidad productiva. 
 
En este tipo de inmuebles están protegidos por el delito de invasión, es justamente cuando debo 
manifestar que los artículos que constan después del artículo 575 que se refieren a la invasión y 
580 en lo referente a la usurpación del Código Penal, castiga al infractor cuando por sacar 
provecho, a título de dirigentes invadan tierras, así mismo usando la violencia, abuso de 
confianza despojan al otro de la posesión o tenencia de un inmueble, por lo que si el indicado 
cuerpo legal no determina el inmueble que está protegido, se entiende que es todo el inmueble, 
mientras que el Código Civil determina que son inmuebles aunque por su naturaleza no lo sean, 
entonces cuando se refiere a las cosas que están permanentemente destinadas al uso, cultivo, y 
propio beneficio de un inmueble, entonces se los debe considerar como tales, por lo que debo 
indicar que estos también están protegidos, a pesar de que para muchos puede ser un absurdo 
jurídico, ya que a un instrumento de labranza, gallineros, no se podrían vender 
independientemente mediante escritura pública y por ello no se perfeccionaría la tradición 
mediante la inscripción en el Registro de la Propiedad, estos solo es una mera suposición, pero 
mientras permanezcan en el inmueble, están siempre protegidos por la ley. 
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1.2.4 Por ficción 
Esta clasificación de inmuebles, ha creados gran controversia entre la mayor parte de juristas, 
por lo que me limitaré a indicar que si por esta figura de ficción jurídica, nuestro Código Civil 
ecuatoriano al bien mueble lo convierte en inmueble, esto por el solo hecho de ser considerado 
como tales están inmersos dentro de los inmuebles enmarcados por la protección de la ley, en sus 
diversas formas de concepción protege a todos los inmuebles que estén bajo posesión o tenencia 
y que como requisito dicho poseedor o tenedor deberá ser despojado a través del engaño, con el 
propósito de sacar provecho o con el uso de la violencia. 
 
1.3 De los Derechos Reales 
Según el Diccionario de Derecho Usual, Tomo I de Guillermo Cabanellas, derecho real es la 
“Potestad personal sobre una o más cosas, objetos de derechos. Entonces diremos que existe esta facultad 
cuando una cosa se encuentra sometida de forma total o parcialmente en poder de una persona, en virtud 
de una relación inmediata que se opondrá a cualquier otro sujeto. Por lo que derecho real constituye en 
una relación jurídica entre una persona y una cosa: Aquella como sujeto, y esta cual objeto”, entonces 
los artículos innumerados agregados después del artículo 575 y lo referente al artículo 580 del 
Código Penal ecuatoriano no solo contemplan el despojo de una posesión o la tenencia de un 
bien inmueble, sino que también acusa al que con el objeto de sacar provecho invade tierras, o 
con violencia, engaña o mediante el abuso de confianza, despojare a otro de un derecho real de 
uso, usufructo, habitación, servidumbre o anticresis que estén constituidos en un inmueble. Por 
este motivo cabe indicar que sobre los derechos reales indicados se ejerce una cuasi-posesión, así 
nos relata el jurisconsulto (Lafaille, 1943, pág. 171): “Al referirnos ligeramente al concepto de cuasi-
posesión diremos que abarca los derechos reales sobre la cosa ajena susceptible de ejercicio continuo, de 
modo que se excluyen la prenda y la hipoteca” 
 
El Derecho Real es un derecho absoluto, de contenido patrimonial, cuyas normas 
substancialmente de orden público, establecen entre una persona (sujeto activo) y una cosa 
(objeto) una relación inmediata, que previa publicidad, obliga a la sociedad (sujeto pasivo) a 
abstenerse de realizar cualquier acto contrario al uso y goce del derecho real. 
 
Como la presente investigación trata también sobre los derechos reales constituidos sobre un 
bien inmueble, que se encuentran determinados en nuestra legislación, es en ese contexto 
jurídico donde vamos a encontrar las definiciones que nos trasladaran a una investigación, es 
así que el Código Civil en el artículo 595 cuando prescribe que: “Derecho real es el que tenemos 
sobre una cosa sin respecto a determinada persona. 
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Son derechos reales el de dominio, el de herencia, los de usufructo, uso o habitación, los de 
servidumbres activas, el de prenda y el de hipoteca. De estos derechos nacen las acciones reales”.  
 
Es en verdad que nuestro Código Civil nos trae una definición de lo que es un derecho real, no es 
menos cierto que dicha definición se agrupa a los derechos reales de garantía, que son la prenda, 
la hipoteca y el de herencia, y que estos quedan en definitiva excluidos del amparo de la ley, a 
pesar de que están intrínsecamente allegados a los bienes inmuebles, quedando en definitiva 
desterrados del grupo de derechos reales, solo protege a los derechos reales constituidos sobre la 
cosa ajena y que se los denomina de uso, goce y disfrute. 
 
También se puede manifestar que el derecho real es el que tenemos sobre una cosa determinada 
en especie, es la relación entre una persona y una cosa 
 
Características de los derechos reales: 
 
 Es un derecho absoluto: es decir no reconoce límites. Hoy día se reconocen más límites 
a favor de la sociedad. 
 
 Es de contenido patrimonial: solo importa aquello que sea susceptible de valoración 
económica. Los derechos reales conjuntamente con los derechos de créditos e 
intelectuales constituyen los derechos patrimoniales en nuestra legislación. 
 
 Es un vínculo entre una persona y una cosa, y sólo a nivel subsidiario es un vínculo 
entre dos personas. 
 
 Es una relación inmediata, pues el uso y goce de las cosas es de manera directa sin 
necesidad de ningún acto de terceros. 
 
 Son erga omnes: se ejerce contra todos. 
 
 Se rigen por el principio de legalidad, pues solo existen aquellos derechos reales 





Si sabemos que los derechos reales objeto del presente estudio y que están protegidos por el 
delito de invasión y por el delito de usurpación, son en realidad los derechos de gozar y disfrutar 
de un inmueble ajeno, en la forma que lo pudiera hacer el mismo propietario, con la única 
diferencia de que el beneficiario tiene la obligación de conservarlo y de reconocer la propiedad 
en un tercero. En definitiva se estaría tratando de una cuasi-posesión, siendo la terminología que 
estaría involucrando a los derechos reales protegidos por el delito de invasión y al de usurpación 
según lo aludido en el artículo 580 numeral uno, del Código Penal ecuatoriano vigente. 
 
Entonces de lo indicado se colige que el goce y disfrute de una derecho real que se encuentra 
constituido sobre un inmueble, esto frente a cualquier persona que este obstaculizando al titular 
del mismo, de esta manera quien sea titular de dichos derechos también se constituye en un 
parcial agraviado, por lo que el resto de las personas están  obligados a respetarlo y por ende a 
no intentar despojarlo, porque al efectuar dicho estorbo, estaría empleando los medios 
específicamente de la usurpación, siendo sancionado por dicha infracción. A lo manifestado Juan 
Larrea Holguín nos comenta: 
 
”Si un sujeto cualquiera pretende violar o viola el derecho real, entonces el titular de tal derecho podrá 
reclamar al que perturba, arrebata o interfiere en su derecho, sea quien sea, entonces solamente puede 
exigir una conducta determinada de abstención o restitución, pero su derecho real no “consiste” en eso 
sino que solamente así se defiende” (Larrea H, 1980, pág. 40) . 
  
De esta manera resulta de suma importancia, realizar un análisis profundo de los derechos reales 
de: Uso, Usufructo, Habitación, Servidumbre; y, Anticresis, que están intrínsecamente ligados al 
delito de invasión y más aún al delito de usurpación y poder de esta forma obtener un verdadero 
entendimiento del texto penal, mismos que a continuación detallo: 
 
1.3.1 Derecho de Uso 
En lo referente al primer derecho real en estudio, nuestro Código Civil en el artículo 825.- “El 
derecho de uso es un derecho real que consiste, generalmente, en la facultad de gozar de una parte 
limitada de las utilidades y productos de una cosa. 
 
Si se refiere a una casa y a la utilidad de morar en ella, se llama derecho de habitación”. De lo 
transcrito de dicha disposición legal, el uso es el derecho real que tiene el usuario para gozar de una 
cosa ajena, es aquí donde encontramos dos derechos coexistentes: Que son el del usuario y el del 
propietario, es por ello que el derecho del primero es limitado, de igual forma que el goce de las 
utilidades de la cosa, es por tal motivo que al derecho de uso se lo considera como “pequeño usufructo”.  
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De la igual forma, existe una concepción de que tal derecho de uso, por su origen y por el 
sentido de los artículos 829, 830 y 831 de nuestro Código Civil, es de alcance casi limitante, de 
tal modo que esta determinación de uso, se da según las necesidades personales, siendo lo que 
domina en las leyes modernas; es decir, que el límite de la necesidad sirve para conferir 
aspectos determinados al uso y para diferenciarlo del usufructo, apenas se rebasa aquel, 
entrándose por tanto en el verdadero usufructo, siendo una modificación. 
 
En lo referente a nuestra investigación y fuera de cualquier concepción que se le dé al derecho 
real de uso, se debe destacar las circunstancias  con las que se autorizó el goce de poder usar 
parte de un inmueble; estos que se constituya conforme a la regulación de nuestra legislación 
civil, entrando de esta manera al campo penal, es por ello que el derecho de uso se encuentra 
verdaderamente amparado tanto por la ley como por la sociedad; y, por ende el que es 
despojado tiene incidencias civiles así como  mediante engaño, abuso de confianza o violencia, 
se enmarcaría en el derecho de querellarse civil y penalmente, de conformidad con el artículo 
referente a la invasión y artículo 580 numeral primero del Código Penal. 
 
1.3.2 Derecho de Usufructo 
El artículo 778 de nuestro Código Civil lo define así: “El derecho de usufructo es un derecho real 
que consiste en la facultad de gozar de una cosa, con cargo de conservar su forma y sustancia, y de 
restituirla a su dueño, si la cosa no es fungible; o con cargo de devolver igual cantidad y calidad del 
mismo género, o de pagar su valor, si la cosa es fungible.” En lo que al estudio de nuestra 
investigación interesa, se trata del derecho de gozar de un inmueble ajeno como si lo hiciere el 
mismo propietario, con la única diferencia de que el usufructuario tiene la obligación de 
conservar el inmueble que está gozando y por ende reconoce la propiedad en un tercero. 
 
El derecho de usufructo es la posibilidad de gozar de la cosa obteniendo de ella los frutos 
civiles o naturales, que la misma pueda producir. 
 
En definitiva los que se debe destacar del derecho real de usufructo, constituido sobre un 
inmueble, es los beneficios que han sido obtenidos en forma directa por el usufructuario de la 
cosa, lo que nos da a conocer que los derechos reales tiene protección civil y penal, así como lo 
enmarca a dicho beneficiario en potencial sujeto pasivo de dichas infracciones, con esto ni 
siquiera por la injerencia del dueño, siendo en tanto el beneficiario en esencia del uso y goce de 




En lo relacionado a su terminación, lo estipula el Art. 784, de nuestra legislación civil tantas 
veces invocada, cuando dice que el usufructo es por tiempo determinado o limitado y en el 
caso de que no se haga constar será para toda la vida. 
 
Las características del derecho de usufructo: es un derecho real, de uso y goce, en cosa ajena, 
duración limitada por lo que está sujeto a plazo. 
 
En lo que tiene que ver con los bienes y derechos en estudio, debo además hacer hincapié en el 
sentido de que el usufructo constituido en un inmueble no es transmisible por causa de muerte, 
por lo que los herederos del usufructuario jamás podrán ser considerados sujetos activos de la 
invasión, peor aún del delito de usurpación, entonces diremos que dicha figura lleva consigo dos 
acciones, la una protege su ejercicio, es decir se da contra quien perturbe el derecho y la otra 
tiende a amparar el derecho mismo contra un tercero, siendo estas características las que se 
enmarcan dentro, del derecho penal, para que el usufructuario en calidad de sujeto pasivo se 
demande civil y penalmente con las circunstancias de lo estipulado en el Art. 575 referente a la 
invasión y luego al delito de usurpación Art. 580 Núm. 1, siendo este el momento para que sea 
sancionado el infractor. 
 
1.3.3 Derecho de Habitación 
El simple hecho de utilizar una casa, constituye lo que es en si el derecho real de habitación, 
constituido sobre un inmueble, siendo como el elemento principal el hecho de que el 
beneficiario viva en él, según lo establece el Art. 825 de nuestro Código Civil, hace referencia 
al uso “Si se refiere a una casa y a la utilidad de morar en ella, se llama derecho de habitación”. En lo 
referente a la presente investigación, creo que no solo se está limitando el derecho de habitación en la 
zona urbana, sino también en la zona rural y periférica a esta, puesto que el derecho real en análisis se 
da sobre una casa o un edificio. 
 
El artículo  834 del Código Civil, que dice: “Si a la muerte del causante, éste dejare un solo 
inmueble habitable como integrante del haber hereditario y que hubiera constituido el hogar conyugal 
cuya estimación no sobrepase el indicado como límite máximo para constituir patrimonio familiar y 
concurran otras personas como herederos o legatarios el cónyuge sobreviviente tendrá derecho real de 
habitación en forma vitalicia y gratuita, siempre que no posea a título propio otros bienes que le 
permitan satisfacer sus necesidades de habitación. 
 
El valor del inmueble será el avalúo comercial que, a la fecha de la muerte del causante, conste en el 
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catastro municipal, si se tratare de un inmueble situado dentro del perímetro urbano; y el que conste en 
la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros (DINAC), si se tratare de inmuebles situados en la zona 
rural”; de esta manera quien este en goce del derecho habitación, tendrá la calidad de agraviado 
en los delitos anteriormente anotados, cuando sea despojado, con abuso de confianza, violencia 
o amenazas, es por ello que este derecho real de habitación se encuentra protegido por las 
figuras jurídicas materia de este análisis. 
 
1.3.4 Derecho de Servidumbre 
El artículo Art. 859 del Código civil al respecto dice: “Servidumbre predial, o simplemente 
servidumbre, es un gravamen impuesto sobre un predio en utilidad de otro predio de distinto dueño”; 
con este preámbulo el artículo 860 ibídem, manifiesta que existen dos clase de servidumbres: 
el predio sirviente y dominante, se llama predio sirviente el que sufre el gravamen, y predio 
dominante el que reporta la utilidad. 
 
Con respecto al predio dominante la servidumbre se llama activa, y con respecto al predio 
sirviente, pasiva. 
 
De lo dicho entonces creo que el arrendatario que es un simple tenedor, que se aprovecha de la 
servidumbre, no por tener dicho derecho sino por el uso y goce que el titular le da al inmueble 
por ende le da dicha facultad, por lo que si se impide el paso al arrendatario, que desee 
despojarlo de la servidumbre, se da la figura de invasión-usurpación, en su perjuicio, aunque el 
titular de la servidumbre sea otra persona, respondiendo entonces a la utilidad del inmueble, se 
constituyen en derechos accesorios; es decir, sea cual sea el poseedor de la heredad favorecida, 
él es el titular de la servidumbre, cuyo peso gravita sobre el inmueble. 
 
La servidumbre en el derecho romano se la consideraba como un derecho real sobre cosa ajena 
que consiste en poder impedir ciertos actos al propietario de la misma o en la facultad de usarla 
de un modo determinado. Existen dos tipos de servidumbres: 
 




b) Servidumbres personales. Se constituyen a favor de una persona. En este caso la cosa 
gravada sirve a la persona. 
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Son derechos reales sobre cosa ajena que limitan las facultades del propietario de un fundo en 
beneficio del propietario de otro fundo al que proporciona una utilidad concreta. Son derechos 
reales porque recaen sobre inmuebles y se mantiene con independencia de que cambien los 




2 NATURALEZA JURÍDICA DE LA EXPROPIACIÓN, 
ANTECEDENTES Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
2.1 Antecedentes Históricos de la Expropiación 
La expropiación como figura jurídica tenía sus raíces en el antiguo derecho romano, del cual 
derivan nuestras instituciones jurídicas, (Morand-Deviller, 2001, pág. 369) dice que en el 
“Derecho Romano se manifestaba la necesidad de obligar a los particulares a la cesión forzada de sus 
bienes; que procedía cuando se revelaba imposible el arreglo amigable y lo exigía el bien público 
común”; aunque se remonta a Grecia en la historia de esta figura jurídica.  
 
“……De lo que no cabe duda, es que surge con sus caracteres propios en las Siete Partidas de Alfonso 
el Sabio; posteriormente se desarrolla en Europa con el nacimiento del Constitucionalismo, en donde se 
garantiza el derecho a la propiedad”. (López, 2011, pág. 272)  
 
Según Shultz la expropiación era bien conocida en el Derecho Romano Republicano y Clásico, pero 
aparentemente no estaba regulada con detalle, quedando a discreción de los magistrados, quienes 
procuraban restringirla lo más posible. También kunnel afirma que en Roma, la expropiación era 
admitida con muchas restricciones aunque no es posible pensar, por otra parte, en la posibilidad de que 
se construyeran calles o acueductos sin recurrir a la expropiación”. (Larrea H, 1980, págs. 481 - 842)    
 
Cita una ordenanza real francesa de 1338, sobre la expropiación y la indemnización 
correspondiente. En el Antiguo Régimen francés se distingue entre el “dominio eminente” y el 
“dominio útil”. El dominio útil corresponde a los particulares, en cambio el dominio eminente 
se aplica a todos los bienes del Reino, concepto jurídico basado en la idea de una comunidad 
original de bienes que ejerce el soberano (Morand-Deviller., pág. 373). 
 
El enfoque anglosajón conserva el marco de la doctrina generalizada del dominium eminens 
vigente en Europa antes de la revolución francesa. La Constitución estadounidense reconoce las 
garantías de la compensación y de la finalidad pública, pero en Inglaterra, “el Parlamento puede 
cuando así lo desea, expropiar sin compensación y en violación de los derechos legales vigentes, de una 
manera que no se permite en otros países que disfrutan de una Constitución escrita y de una declaratoria 
de derechos” (Wade- Forsyth, 2000, pág. 787). 
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 El término jurídico dominio eminente es usado en los Estados Unidos, a mediados del siglo 
XIX en un tratado legal escrito por el jurista holandés Hugo Grotius en 1625. El término compra 
obligatoria, también originario de mediados del siglo XIX, se utilizó principalmente en 
Inglaterra y Gales, y otras jurisdicciones que siguen los principios de la Ley Inglesa.  
 
Originalmente, el poder del dominio eminente se asumía que surgía de la ley natural como un 
poder inherente de la soberanía. Es así que los gobiernos más comúnmente usan el poder del 
dominio eminente para la adquisición de bienes inmuebles, que son necesarios para completar 
un proyecto público como por ejemplo una carretera, y en el caso que el propietario del bien 
inmueble se resiste a negociar el precio de su venta. En muchas jurisdicciones el poder del 
dominio eminente está relacionado con el derecho a una compensación justa con respecto a la 
apropiación. 
 
Algunos acuñaron el término expropiación para referirse a la "apropiación" bajo la ley del 
dominio eminente, y puede ser usada especialmente con respecto a casos donde no se realiza 
compensación al confiscar la propiedad. Entre los ejemplos se incluyen la expropiación cubana 
de 1960 de propiedades de ciudadanos estadounidenses, siguiendo la ruptura de la relaciones 
públicas y diplomáticas entre la administración de Eisenhower y el Gobierno Cubano de Fidel 
Castro. Los ciudadanos estadounidenses y corporaciones mantenían vastas cantidades de 
propiedad inmobiliaria cubana. Las autoridades cubanas ofrecieron una compensación justa para 
las propiedades de ciudadanos americanos, como habían hecho exitosamente para las 
propiedades Españolas, Británicas y Francesas cuando nacionalizaron la propiedad privada en 
Cuba, por el bien común. 
 
Todas las legislaciones cuentan con un cuerpo normativo o normas específicas para los 
diferentes casos que contemplan la potestad del Estado de expropiar bienes de los particulares, 
previo el pago de la justa compensación. 
 
El artículo 62 de la primera Constitución ecuatoriana disponía que “nadie puede ser privado de su 
propiedad… sin su consentimiento y sin recibir justas compensaciones a juicio de buen varón” 
(Campuzano, 1840, pág. 30). 
 
La Constitución del 1998 en el “Art. 32.- Para hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la 
conservación del medio ambiente, las municipalidades podrán expropiar, reservar y controlar áreas para 
el desarrollo futuro, de conformidad con la ley”….”Art. 33.- “Para fines de orden social determinados 
en la ley, las instituciones del Estado, mediante el procedimiento y en los plazos que señalen las normas 
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procesales, podrán expropiar, previa justa valoración, pago e indemnización, los bienes que pertenezcan 
al sector privado. Se prohíbe toda confiscación”. 
 
El texto constitucional que se citar, se refiere exclusivamente a la potestad del Estado de 
“expropiar”, donde antes dijo “nacionalizar o expropiar”, que tiene los efectos que se discutirán 





El Código Civil de Bello regula la extinción del contrato de arriendo “en el caso de expropiación 
por causa de utilidad pública” (Art. 1960 –actual 1901 del Código Civil ecuatoriano). 
 
 (Código Civil Ecuatoriano., 2011) añade reglas determinadas para el caso de expropiación del 
“patrimonio familiar”. “Si se expropiare, judicialmente, por causa de necesidad y utilidad pública, el 
inmueble sobre el que se ha constituido el patrimonio familiar, el precio integro de la expropiación y de 
las correspondientes indemnizaciones se depositara en una institución del sistema financiero, para que 
con la compra de otro inmueble, siga constituido en patrimonio familiar. Entre tanto los beneficiarios 
percibirán los dividendos por intereses en vez de los frutos a que antes tenían derecho”.    
 
La principal normativa legal vigente sobre la expropiación en el Ecuador se encuentra en el 
Código de Procedimiento Civil y en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública.  
 
Las más amplias y sistemáticas expropiaciones en el Ecuador se llevaron a cabo en aplicación 
                                                     
1
Página ELECTRÓNICA, www.lanacionalizacionenamericalatina.com.- “El ejercicio del dominio 
eminente no está meramente limitado a la propiedad inmobiliaria. Los gobiernos pueden también 
condenar el valor en un contrato como un acuerdo de franquicia (razón por la cual muchos acuerdos de 
franquicia estipulan que en trámites de condenación, la franquicia de por sí no tienen ningún valor). La 
prensa extranjera calificó hoy de "expropiación" y "novedosa forma de obtener dinero para mantenerse 
a flote" en medio de la crisis financiera global, la decisión del Gobierno de enviar un proyecto al 
Congreso para estatizar los fondos privados de jubilaciones y pensiones.- Para "los analistas, el plan 
refuerza la imagen de la Argentina como una renegada en los círculos financieros y representa un 
repudio al sistema privado de pensiones que había estado de moda en los países emergentes", reportó el 
WSJ.- Según el diario norteamericano, referente del establishment financiero global, "las necesidades de 
financiamiento de la Argentina están creciendo rápidamente a medida que la crisis global hunde los 
precios de las exportaciones de commodities como la soja". 
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de la derogada Ley de Reforma Agraria y Colonización (1964). Ley de Desarrollo Agrario, 
todavía contempla las expropiaciones de tierras agrarias, pero bajo un régimen más acorde a los 
criterios universales del pago previo de la justa indemnización. En el área urbana rige la Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, con amplias potestades 
expropiatorias. 
 
Para determinados recursos naturales y para servicios públicos diversos se contempla la figura 
de la expropiación en: la Ley de Caminos, la Ley de Patrimonio Cultural, la Ley de 
Hidrocarburos y la Ley de Régimen del Sector Eléctrico. No existe una habilitación genérica de 
las instituciones públicas para expropiar, potestad que necesariamente debe constar asignada en 
forma expresa a la institución respectiva en una ley, sin que el órgano público pueda proceder a 




2.2 Definición del término Expropiación 
 
DROMI define la expropiación como: “…el instituto de derecho público mediante el cual el Estado, 
para el cumplimiento de un fin de utilidad pública, priva coactivamente de la propiedad de un bien a su 
titular, siguiendo determinado procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero, 
integralmente justa y única.” (Dromi, 2004, pág. 951) 
 
GARCÍA y FERNÁNDEZ califican la expropiación como “sacrificio de las situaciones patrimoniales 
de los administrados” (García de Enterría- Fernández G, pág. 210). 
 
COMADIRA, la define así: “La expropiación comprende todo ataque legitimo al derecho de 
propiedad” (Comadira, 2007.) 
 
GARRIDO FALLA dice que: “La expropiación, es un instrumento de Derecho Público que consiste 
en la transferencia coactiva de la propiedad de un particular a la Administración Pública, o a otro 
particular, por razón del interés público y previo pago de una indemnización”. 
 
En el Diccionario de la lengua española 2005 Espasa-Calpe, encontramos la definición: "La 
Expropiación consiste en la transferencia coactiva de la propiedad privada desde su titular al Estado, 
concretamente, a un ente de la Administración Pública dotado de patrimonio propio. Puede expropiarse 
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un bien para que éste sea explotado por el Estado o por un tercero". 
 
Para COUTURE la expropiación "consiste en la acción y efecto de privar a sus propietarios, por 
causa de necesidad o utilidad pública, de bienes habitualmente inmuebles, mediante justa y previa 
compensación". 
 
La expropiación es el “Desposeimiento o privación de la propiedad, por causa de utilidad pública o 
interés social, a cambio de una indemnización previa. Es importante el estudio de la expropiación ya que 
constituye una de las potestades que utiliza el Estado para el cumplimiento de sus fines. La expropiación 
se diferencia de otras figuras jurídicas como la confiscación, en que está contemplada en la Constitución 
de la República del Ecuador y en otras leyes, lo que permite su efectiva aplicación, previo el 
cumplimiento de formalidades legales”. (Icaza Ortíz, 2010) 
 
La expropiación se condiciona a “un sistema de garantías constitucionales” con la, “necesidad 
pública evidente…; constatación por la Ley de ese caso límite; indemnización que además de ser justa en 
su cuantía, ha de ser hecha efectiva precisamente de manera previa, como condición misma del 
desapoderamiento” (García de Enterría- Fernández G, págs. 210 - 211) 
 
Se ha discutido si la expropiación, que es institución de derecho público, no tendría también 
algún elemento de derecho privado. En el Ecuador se podría sustentar tal criterio en el hecho 
que la discusión sobre el monto de la indemnización o del precio a pagar tiene determinado un 
trámite en el Código de Procedimiento Civil, en un “juicio de expropiación” ante el Juez de lo 




En cambio, cuando las partes llegan a un acuerdo se produce “el caso del denominado avenimiento 
o cesión amistosa”, donde el “precio…por tener base convencional, resulta sometido al régimen 
aplicable a los contratos” (Cassagne, 2004, pág. 477). 
 
Así mismo, no toda delimitación y limitación de derechos debe afectar necesariamente a toda la 
población de un país, puesto que también se aplica a todos los ciudadanos que se encuentran en 
determinada situación o incluso en determinada área geográfica. El más fácil de los ejemplos es 
la prohibición de construir por encima de cierta altura dentro del llamado “cono de 
aproximación” de las aeronaves al aeropuerto. 
                                                     
2
 Arts. 781 al 806, del Código de Procedimiento Civil. "Art. 782.- La tramitación del juicio de 
expropiación sólo tiene por objeto determinar la cantidad que debe pagarse por concepto de precio de la 
cosa expropiada, siempre que conste que se trata de expropiación por causa de utilidad pública.” 
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En el Derecho público francés se pueden citar las restricciones de todos los propietarios 
aledaños a las zonas marítimas, playas y tierras adyacentes. En el Ecuador se encuentran 
restricciones determinadas dentro de “la franja de seguridad, alrededor de terminales y estaciones de 
bombeo y reductoras de presión”, prohibiendo que “se ejecute cualesquier tipo de acciones, obras, 
edificaciones, cultivos y demás actividades que afecten o pudiesen afectar la construcción y operación 
del oleoducto de crudos pesados”, lo que tiene características y efectos diferentes que las 
expropiaciones y servidumbres que se contemplan en esta misma obra de la construcción y 
operación del oleoducto de crudos pesados.  
 
No obstante, por tratarse de restricciones, limitaciones y delimitaciones de los derechos de los 
propietarios afectados, hubiera sido deseable que se determinen más específicamente en la 
legislación correspondiente, es decir la Ley de Hidrocarburos. Por supuesto los Gobiernos 
Regionales, Provinciales, Metropolitanos y Municipales, también tienen plenas potestades para 
determinar este tipo de restricciones, limitaciones y delimitaciones que, por su naturaleza, no 
son indemnizables. 
 
La expropiación consiste en la transferencia coactiva de la propiedad privada desde su titular al 
Estado, concretamente a un ente de la Administración Pública dotado de patrimonio propio. 
Puede expropiarse un bien para que éste sea explotado por el Estado o por un tercero. Volviendo 
a lo que manifiesta DROMI, cuando define a la expropiación como …el instituto de derecho 
público mediante el cual el Estado, para el cumplimiento de un fin de utilidad pública, priva 
coactivamente de la propiedad de un bien a su titular, siguiendo determinado procedimiento y pagando 
una indemnización previa, en dinero, integralmente justa y única.” (Dromi, 2004, pág. 951) 
 
La expropiación se condiciona a un sistema de garantías, pues la necesidad pública es evidente al 
abarcar el régimen del buen vivir conforme a la Constitución de la República del Ecuador, por lo que la 
ley preceptúa los parámetros y procedimiento referentes a la función social, y la indemnización que 
además de ser justa en su cuantía, ha de ser hecha efectiva precisamente de manera previa, como 
condición misma del desapoderamiento” (García de Enterría- Fernández G, págs. 210 - 211) 
 
Por otra parte, la declaratoria misma de la expropiación es un acto administrativo resultante del 
cumplimiento de una serie de actos y procedimientos de la institución expropiante y, en su caso, 
de otros órganos públicos, lo que indudablemente pertenece al Derecho Público. El acto 
administrativo de la expropiación es impugnable, como la mayoría de los actos administrativos, 




La institución expropiatoria se distingue de las limitaciones y delimitaciones de los derechos, 
que son de índole general que afectan los derechos del conglomerado de los ciudadanos o de un 
grupo determinable de los mismos, régimen restrictivo que “comporta una delimitación abstracta 
del contorno del derecho que grava por igual a todos los titulares concretos” (Cassagne, 2004, pág. 464), 
mientras que la expropiación es un “fenómeno singular y concreto”, al decir de GARCÍA DE ENTERRÍA  
 
Pero hay que aceptar como este autor, que “…la distinción singular-general… esa distinción falla 
como criterio técnico absoluto de aplicación…refiriéndose a lo que los autores alemanes llaman 
“expropiaciones de grupo (García de Enterría- Fernández G, pág. 464) 
 
2.3 La Expropiación en nuestro Derecho Agrario 
La tierra ha tenido y tiene una connotación poderosa para los individuos y grupos de una 
sociedad. La lucha por la tierra y por el derecho de usarla, las vicisitudes de las relaciones del 
hombre con la tierra, son hechos característicos que se repiten a lo largo de la historia de la 
humanidad. 
 
Por su naturaleza misma la redistribución de la tierra incluye cambios en los modelos de 
propiedad y del uso de la misma; modelos que a su vez, afectan la productividad agrícola de una 
u otra manera. 
 
El derecho agrario se ocupa de normar las relaciones jurídicas derivadas de los múltiples 
aspectos de lo agrario o sea a la propiedad privada rústica, la agricultura, ganadería, silvicultura, 
aprovechamiento de aguas, crédito rural, seguros agrícolas y planificación agraria. 
 
Es importante que conozcamos lo que es el Derecho Agrario, por lo que podemos decir que lo 
forman normas jurídicas que se encuentran en vigencia y que regulan la propiedad rústica, 
incluyendo la agricultura, ganadería, silvicultura y actividades conexas como son las referente a 
los aprovechamientos hidráulicos, créditos, sociedades agrícolas, educación rural y agrícola, 
colonización, vías de comunicación, porque la tierra en la actualidad para mejorar sus frutos y 
producción, requiere tanto de la dirección, como de la ejecución de capital como son los 
créditos, seguros, defensas agrícolas, etc.  
 
Giorgio de Semo, define el Derecho Agrario en los siguientes términos: “como la rama jurídica de 
carácter prevalentemente privado, que contiene las normas reguladoras de las relaciones jurídicas que 
conciernen a la agricultura” (Chávez P. de Velásquez, 1964, pág. 20). 
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 Arcangeli define al Derecho Agrario como sigue: “se entiende por Derecho Agrario, la totalidad de 
las normas ya sean de Derecho Privado o Derecho Público, que regulan los sujetos, los bienes, los actos 
y las relaciones jurídicas pertenecientes a la agricultura”. 
 
Pergolesi dice que: “el Derecho Agrario es el ordenamiento total de normas jurídicas, que disciplinan 
las relaciones intersubjetivas derivadas de la aplicación de actividades públicas o privadas de carácter 
agrario”. 
 
Por otra parte Carrara expresa: “el Derecho Agrario es la totalidad de las normas que disciplinan las 
relaciones que se constituyen en el ejercicio de la actividad agraria”. 
 
El derecho agrario, es el conjunto de normas, reglamentos, leyes y disposiciones que regulan la 
propiedad y organización territorial rustica y la explotación agrícola. 
 
Los conflictos en una sociedad como la ecuatoriana por el acceso a los recursos productivos, 
tierra y agua, han generado graves movilizaciones sociales para reclamar el reconocimiento y 
regularización en la tenencia de la tierra como mecanismo que asegure la permanencia y 
reproducción productiva de las comunidades indígenas y negras en sus posesiones rurales. Este 
reconocimiento de "titularidad del dominio" o propiedad ha debido respaldarse en el marco legal 
civil y agrario vigente. 
 
La regularización de la tenencia de la tierra en el Ecuador es un tema de actualidad, pues el 
legalizar la tenencia de la tierra es requisito fundamental para conseguir seguridad jurídica en la 
propiedad de un bien inmueble, garantía de contar con un título que le permita acceder a los 
servicios complementarios: asistencia técnica, crédito, transferencia de tecnología, garantice el 
derecho de los herederos de recibir un predio sin problemas, etc. 
 
Dentro de este esquema, la regularización de la tenencia de tierras y aguas dentro de un marco 
legal vigente asume un papel relevante. La solución de los problemas de tierras y aguas en el 
Ecuador abarca temas como: titulación, legalización, resolución de conflictos internos, externos, 
acceso al crédito, a capacitación, la asesoría técnica, etc., aspectos que son vitales si queremos 
que los habitantes del agro ecuatoriano, accedan en condiciones equitativas y con el menor 
impacto negativo, a los procesos de modernización y liberalización de la economía. 
 
Una situación nueva como la de esta etapa de transición y transformación de estructuras en 
América Latina requiere la utilización de esos principios básicos del Derecho para obtener un 
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Derecho especifico, nacido para presidir, promover y acompañar el nacimiento de la 
transformación, ese es el papel del Derecho Agrario, por eso en el texto se afirma en más de una 
ocasión que “sin Derecho agrario no puede haber política Agraria”, que es la fuente y origen de la 
Reforma Agraria. 
 
2.3.1 Definiciones esenciales 
A.- “La expropiación es la institución jurídica mediante el cual el Estado adquiere forzosamente la 
propiedad de los bienes privados o de un ente del sector público, previa una justa valoración y pago 
cumpliendo las formalidades legales y en razón exclusiva del interés público”. (López, 2011, pág. 275)    
 
B.- La expropiación consiste en la transferencia coactiva de la propiedad privada desde su titular 
al Estado, concretamente, a un ente de la Administración Pública dotado de patrimonio propio. 
Puede expropiarse un bien para que éste sea explotado por el Estado o por un tercero. 
 
C.- La expropiación es una transferencia coactiva, lo que la convierte en una institución peculiar 
del Derecho Público, muy diferente, por ello, de la compraventa del Código Civil. 
 
D.- “Clásicamente se ha entendido bajo el nombre de expropiación forzosa un instituto de derecho 
público que consiste en la trasferencia coactiva de la propiedad de un particular a un Administración 
pública, o a otro particular, por razón de interés público y previo pago de su valor económico”. 
(Garrido Falla, 2006, pág. 274) 
  
E.- “Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, a nadie puede privarse de ella, sino cuando la 
necesidad pública, legalmente comprobada, lo exige evidentemente, y bajo la condición de una justa y 
previa indemnización”. Esta norma de la “Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano” 
de la Revolución Francesa, resulta una consecuencia de lo expresado en el artículo 2 de la 
misma Declaración, que enumera los derechos: “la libertad, la propiedad, la seguridad y la 
resistencia a la opresión”.  
 
Este artículo 17 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, consagra un 
principio ya desarrollado en la normativa jurídica histórica. 
 
La expropiación es el acto administrativo mediante el cual la autoridad competente en materia 
de tierras, separa del patrimonio privado las tierras para transferirlas al Estado, previo el pago 
del precio justo de la tierra. 
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2.3.2 Naturaleza Jurídica 
“El Ecuador es un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, como tal, reconoce y garantiza la 
propiedad de los particulares (propiedad-privada); sin embargo, la Administración perseguirá siempre 
el cumplimiento de los fines públicos o estatales, por lo que en ciertas ocasiones se chocará con intereses 
privados; y, es justamente cuando surge ese conflicto de intereses, donde lógicamente debe predominar 
el interés público, que en definitiva constituye el fundamento que justifica la expropiación, y que 
determina la naturaleza de la indemnización que el ente estatal debe pagar al expropiado. Dicho de otra 
manera, es la Constitución del Estado la que confiere el poder jurídico a la Administración para que 
ejerza la facultad expropiatoria”. (López, 2011, págs. 276 - 277) 
 
La Carta Magna de la República del Ecuador en su Art. 323 establece: “Con el objeto de ejecutar 
planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones 
del Estado, por razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la expropiación 
de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda 
forma de confiscación.” 
 
La Ley de Desarrollo Agrario en el capítulo VII establece las causales de expropiación de los 
predios rústicos, el Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario en su capítulo VIII, 
prescribe el procedimiento administrativo previo a la expropiación, que en este caso nos ocupa 
para el estudio, también hay otras leyes que establecen normas legales sobre la expropiación, es 
así que la anterior Ley de Régimen Municipal establecía en sus artículos el procedimiento para 
realizar expropiaciones, hay que recalcar que esta ley fue derogada por el CÓDIGO 
ORGÁNICO DE ORGANIZACIÓN TERRITORIAL, AUTONOMÍA Y 
DESCENTRALIZACIÓN. (COOTAD), publicado en el Suplemento RR.OO. No. 303 de fecha 
19 de Octubre del 2010. 
 
El Art. 446 de la COOTAD. “Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, propiciar 
programas de urbanización y de vivienda de interés social, manejo sustentable del ambiente y de 
bienestar colectivo, los gobiernos regionales, provinciales, metropolitanos y municipales, por razones de 
utilidad pública o interés social, podrán declarar la expropiación de bines, previa justa valoración, 
indemnización y el pago de conformidad con la ley. Se prohíbe todo tipo de confiscación. 
 
 En el caso que la expropiación tenga por objeto programas de urbanización y vivienda de interés social, 
el precio de venta de los terrenos comprenderá únicamente el valor de las expropiaciones y de las obras 
básicas de mejoramiento realizadas. El gobierno autónomo descentralizado establecerá las condiciones y 
forma de pago.” 
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Las expropiaciones también se encuentran determinadas en la Ley de caminos en su capítulo IV 
contempla las expropiaciones, Ley de Hidrocarburos, Ley de Aguas, y resoluciones de varios 
organismos estatales que han reglamentado las causales y procedimientos para la expropiación, 
pues han visto el interés general y la utilidad pública para el conglomerado, sacrificando así el 
interés particular.     
 
La legislación Mexicana cuenta con un Código Agrario y cuando se refiere a la expropiación 
señala en el Artículo 286: “Las Autoridades competentes, según el fin que deba llenarse con la 
expropiación, o la persona que tenga un interés licito en promoverla, deberán presentar solicitud escrita 
ante el Jefe del Departamento Agrario indicado en ella: I Los bienes concretos que se proponen como 
objeto de la expropiación. II. El destino que pretende dárseles. III. La causa de la utilidad pública que se 
invoca. IV. La indemnización que se proponga; y, V. Los planes y documentos probatorios y 
complementarios que se estimen indispensables para dejar establecidos los puntos anteriores”.    
 
Al ser nuestro país un Estado Constitucional, que reconoce los principios universales del 
derecho, la justicia y que ofrece garantías constitucionales, entre ellos está la PROPIEDAD 
PRIVADA, con todos sus elementos y características, resulta primordial que las limitaciones al 
dominio se encuentren claramente determinadas; y, que se cumplan sin transgredir los derechos 
establecidos a los particulares; no cabe duda que la necesidad para el cumplimiento de los fines 
estatales hará que en varias ocasionen entre en contraposición los intereses públicos con los 
intereses privados; al ser así como indicaba el autor antes citado lógicamente debe predominar 
el interés público (necesidad de desarrollo económico-social-productivo), que en definitiva 
constituye el fundamento que justifica la expropiación, pero esto debe determinar una 
indemnización al propietario expropiado que en lo posible el Estado se ajustara a pagar un justo 
precio acorde a una realidad técnica, jurídica y comercial.   
 
2.3.3 Características 
1.- Es un instituto de derecho público. Las normas que regulan son esencialmente de derecho 
público, y solo se recurre al derecho privado en forma supletoria, especialmente en lo que 
corresponde a la aplicación de los principios generales del derecho. 
 
2.- Persigue el cumplimiento de fines públicos y constituye “la causa pretendi” de la 
expropiación; pues, ella solo tiene sentido, para que la Administración cumpla los fines 
públicos, caso contrario será arbitraria. Solo la prevalencia del interés público justifica este 
instituto, por eso, el fin público, no es un simple requisito de procedibilidad, sino un elemento 
esencial de la expropiación. 
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3.- Constituye una trasferencia forzosa. La adquisición de bienes mediante la expropiación se 
logra coactivamente, vale decir, mediante una transferencia forzosa. El sujeto pasivo de la 
expropiación (expropiado), no puede oponerse a la expropiación, y su derecho se limita 
simplemente a exigir el pago de un justo precio; a eso obedece que inclusive la tramitación del 
juicio de expropiación solo tenga por objeto determinar la cantidad que debe pagarse por 
concepto del precio de la cosa expropiada.  
 
4.- Procede contra cualquier clase de bienes. Según nuestra legislación, tanto de bienes muebles 
o inmuebles, corporales o incorporales, son susceptibles de expropiación; excepto aquellos que 
tienen el carácter de personalísimos, como la vida, el honor, la libertad, etc. 
     
5.- Es formal. La ley establece los procedimientos a los que se debe sujetarse la expropiación, 
pues, siendo el interés público su objeto, tal proceso no puede quedar al arbitrio de la 
Administración y menos del sujeto pasivo. Este procedimiento resulta indispensable para 
determinar la factibilidad o pertinencia de la expropiación, y fundamentalmente para establecer 
el justo precio que debe pagarse al expropiado. 
 
6.- El expropiado tiene derecho a recibir una indemnización. La Constitución de la República, 
prohíbe toda forma de confiscación; consecuentemente, el expropiado tiene derecho a recibir una 
indemnización justa por el bien cuyo dominio se le priva forzosamente. Es importante aclarar que aquí 
no hablamos de precio, ya que éste, solo es concebible cuando existe el consenso de las partes 
contratantes, como sucede en la compraventa, en estricto derecho, es una indemnización, que obedece a 
los principios de responsabilidad por actos legítimos del Estado”. (López, 2011, págs. 277 - 278)    
 
2.3.4 Importancia 
La Constitución permite la expropiación “para fines de orden social”, con lo cual ha ampliado 
notablemente el concepto clásico de la finalidad de esta institución jurídica, que 
tradicionalmente se admita solamente causas de “necesidad o utilidad social”, “fines de orden 
social”, pueden significar objetivos menos urgentes o necesarios, de simple conveniencia o de 
mejoramiento de un aspecto social. (Larrea Holguín, 2005, pág. 483)   
 
La expropiación es una trasferencia coactiva, de carácter excepcional, lo que la convierte en una 




Cualquier bien puede ser explotado sea este mueble o inmueble siempre y cuando este 
pertenezca a un particular, ya que el estado no puede auto expropiarse bienes. Para que un bien 
sea susceptible de expropiación se requiere que sea precisamente el adecuado para satisfacer la 
causa de utilidad pública que pretende ser atendida con él.  
 
La expropiación es el desposeimiento o privación de la propiedad, por causa de utilidad pública 
o interés social, a cambio de una indemnización previa. Es importante el estudio de la 
expropiación ya que constituye una de las potestades que utiliza el Estado para el cumplimiento 
de sus fines.  
 
La expropiación se diferencia de otras figuras jurídicas como la confiscación, en que está 
contemplada en la Constitución de la República del Ecuador y en otras leyes, lo que permite su 
efectiva aplicación, previo el cumplimiento de formalidades legales. 
 
El Art. 283 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: 
 
 “El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una 
relación dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene 
por objetivo garantizar la producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que 
posibiliten el buen vivir.  
 
El sistema económico se integrará por las formas de organización económica pública, privada, mixta, 
popular y solidaria, y las demás que la Constitución determine. La economía popular y solidaria se 
regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios.” 
 
Por lo que concluyendo diremos que la importancia de la expropiación se fundamenta en el 
progreso social y económico que sustenta cada país, en este sentido los planes de desarrollo que 
se ejecutan cada año se ajustaran con las necesidades e interés de la población por ende el 
interés social. 
 
2.4 La Expropiación como garantía constitucional 
La Expropiación Forzosa, como expresan García de Enterría y Fernández, constituye una de las 
medidas interventoras administrativas más enérgicas por su contenido el sacrificio de las 
situaciones patrimoniales de los administrados y también, quizá por ello, como una de las que se 
expresa en un sistema institucional más objetivo y, asimismo, más delicado. “En la expropiación, 
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como destacan los autores citados, se presenta una doble faz: /por una parte, supone un poder de la 
Administración de abatir y hacer cesar la propiedad y las situaciones patrimoniales de los 
administrados; /por otro lado, su regulación se articula en muy buena medida como un sistema de 
garantías ofrecido a estos administrados que sufren sobre su patrimonio la violenta inmisión 
administrativa”. (Benalcázar Guerrón, 2007) 
 
La expropiación recae sobre los bienes que pertenecen al sector privado, y no sólo los inmuebles 
o corporales. Esto resulta del contexto normativo de la Constitución y de los principios de la 
hermenéutica.  
 
Los bienes pueden ser corporales o incorporales, y la Constitución reconoce el derecho de 
propiedad “en cualquiera de sus formas”, al tiempo que trata sobre diversas manifestaciones de 
propiedad sobre los mismos, como es el caso de la propiedad intelectual. 
 
El Art.66 No.26 de la Constitución de la República del Ecuador garantiza “El derecho a la 
propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a 
la propiedad se hará efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas”. 
 
La estabilidad de los derechos humanos y su efectiva vigencia, exige que cualquier sacrificio o 
limitación de los mismos conste en un instrumento normativo que brinde la debida protección 
de permanencia, de jerarquía y de adecuada legitimación en sustentos democráticos. Este 
instrumento no puede ser otro que la ley, pues otros instrumentos normativos, como el 
reglamento y la ordenanza, no tienen el mismo rigor de procedimiento formativo, obedecen a 
criterios administrativos, y son relativamente fáciles de reformar. A todos estos justificativos de 
la exigencia de una ley que exprese la causa expropiandi, se suma otro, tal vez el más 
fundamental: es la Administración la que ejerce la potestad expropiatoria, y mal podría 
sostenerse que sean las normas que ella misma dicta las que definan el fin social al que debe 
subordinarse el derecho fundamental de propiedad, con el riesgo de arbitrariedad que ello 
implica. 
 
2.5 La nacionalización frente a la expropiación 
La apreciación acerca de si es o no necesaria la ocupación de un bien en concreto es una 
garantía fundamental para el particular. La declaración de utilidad pública explícita o implícita 
garantiza la concurrencia del interés general, que vienen a justificar la expropiación, pero no 
entra ni de lejos en apreciación alguna acerca de la necesidad de que para llevarlo a cabo se 
ocupe un bien determinado con preferencia a otro. La Administración puede tomar como 
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referencia el proyecto y los replanteos afectados, pero no siempre constarán con la precisión 
obligada los derechos e intereses afectados. En todo caso, es preciso dar una intervención al 
interesado, cuando menos para conseguir una indemnización suficiente desde el punto de vista 
jurídico del bien o derecho afectado. 
 
Dichos temas se encuentran vinculados entre sí, por ser de carácter nacional, hay que advertir 
que la Nacionalización es un acto jurídico que nació desde nuestra independencia como Nación, 
yo creo que mucho antes también, la expropiación al igual surge a raíz de nuestra 
Independencia, que más adelante se detallará. 
 
Una diferencia que surge entre la Nacionalización y Expropiación, aunque tiene fines similares, 
solamente que segunda de éstas, tiende a reunir dos requisitos indispensables, que son el interés 
público y una indemnización, características que no se presentan en la Nacionalización, ésta 
tiene orígenes desde la inquisición y la separación de los bienes de la Iglesia con el Estado. 
 
Para empezar nuestra exposición, con respecto al tema de Nacionalización, debemos primero 
dar una definición concreta de dicho concepto: 
 
"Nacionalización.- Es una transferencia de colectividad de la propiedad de ciertos medios de 
producción, pertenecientes a particulares, realizada en bien del interés público, para preservar la 
independencia del Estado". 
 
La nacionalización se da por declaratoria constitucional en el cual se reserva las actividades 
determinadas como servicio público, para ser desempeñadas exclusivamente por el Estado, sin 
perjuicio de su posible delegación a los particulares, pero siempre en condiciones fijadas por el 
mismo Estado y sometido a la regulación correspondiente. 
 
Al nacionalizar un sector, se suelen argumentar causas como la deficiente inversión, la falta de 
productividad, la fraudulenta privatización previa o la pérdida de recursos considerados como 
“patrimonio nacional” por lo que no siempre va a existir un pago como compensación por la 
nacionalización. 
 
El fenómeno de las nacionalizaciones representa uno de los rasgos característicos de la 
economía del siglo XX. Representa un punto controvertido en el debate ideológico entre los 
partidarios de una economía socializada, en la que la propiedad pública se considera medio para 
conseguir cambios radicales en la estructura de la industria, a la vez que instrumento básico para 
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lograr otros objetivos socialistas, y los partidarios de un capitalismo liberal, que ven con temor 
la intervención del Estado en la economía, que limitaría la iniciativa privada, la libertad y, en 
último término, la justicia misma. 
 
La Nacionalización puede venir aconsejada por razones de seguridad nacional o interés social, 
como puede ser el asegurar el suministro de determinados bienes o servicios básicos.  
 
Las nacionalizaciones de este tipo en países cuyos gobiernos no pretenden la socialización 
progresiva de la estructura productiva suelen venir determinadas por la falta de rentabilidad de 
determinadas actividades.  
 
“La intervención directa del Estado en la economía empezó a practicarse en los países capitalistas 
después de la crisis de 1929 (crisis sufrida por Estados Unidos). En contraposición, los programas de los 
partidos de izquierda incluían un amplio programa de nacionalizaciones, en la actualidad reducido a los 
casos que imperan razones de eficiencia económica.” (Causas y fundamento)3 
                                                     
3
 Causas y fundamento. Las causas de la nacionalización son muy variadas: ideológicas, económicas, 
políticas, sociales, técnicas. La fundamentación ideológica de la n. la han intentado principalmente las 
teorías socialistas. Saint-Simón criticó la propiedad individual concebida como un derecho absoluto, 
exclusivo y eterno. Posteriormente, Sismonde de Sismondi, Proudhom, Cobet, Lasalle y Fourier 
formularon esquemas alternativos frente a la propiedad individual. En síntesis, el socialismo francés 
posterior a la revolución de 1848 afirmó la historicidad de las diversas formas de propiedad. Marx (v.) 
expuso en El Capital la contingencia histórica y la incompatibilidad de la propiedad individual, con las 
leyes económicas, bajo el sistema capitalista, y la necesidad, según él, de la propiedad colectiva. Por lo 
que atañe al pensamiento económico, en las primeras décadas del siglo, las escuelas liberales centraron 
las discusiones sobre la posibilidad teórica y la viabilidad práctica de la propiedad colectiva en un 
modelo socialista.- La Doctrina Social Católica a la par que ha condenado, como opuestos a la fe y la 
moral cristiana, tanto el liberalismo (v.) económico puro como el marxismo , ha sostenido la 
compatibilidad de ambas formas de propiedad (pública y privada), la legitimidad de la intervención 
estatal siempre que respete las normas de la justicia (Rerum novarum) y la justificación de la propiedad 
pública de los servicios esenciales con fines de utilidad pública, o ante abusos del poder privado 
(Quadragésimo annó). Paulo VI en un párrafo de la Populorum progressio, después de hablar de la 
industrialización y en relación con ella, reafirma la necesidad de que el orden económico esté 
subordinado al desarrollo de la persona: “por desgracia -escribe-, sobre estas nuevas condiciones de la 
sociedad, ha sido constituido un sistema que considera el provecho como motor esencial del progreso 
económico, la concurrencia como la ley suprema de la economía, la propiedad privada de los medios de 
producción como el derecho absoluto sin límites ni obligaciones sociales correspondientes”. A partir de 
la II Guerra mundial las causas que han impulsado la nacionalización han sido de tipo político. Entre los 
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En 1908, entonces Alfaro expide la ley de Beneficencia, o llamada “Ley de Nacionalización de los 
Bienes de las Manos Muertas”, que expropiaba y declaraba del Estado a las cuantiosas tierras que 
poseía la iglesia sobre todo en la Sierra, aquí se puede observar como desde los inicios Alfaro 
poco hizo por arreglar el tema de la repartición de latifundios en la costa, cosa que poco 
convenía a los Liberalistas plutocráticos, quienes tenían sus riquezas en esta zona (sobre todo 
con sembríos de cacao), ellos tuvieron gran influencia en sus políticas a partir de 1910. 
 
En el año 1910 Alfaro suscribe otro Contrato de Colonización de la región Amazónica, parecido 
al firmado por Robles con los mismos fines pero esta vez con una compañía Francesa L. 
Explotación De Conssiones Ecuatoriennes (L. Explotación de Concesiones Ecuatorianas). El 
territorio entregado sería la confluencia de los ríos Morona y Pastaza y los Ríos Santiago y 
Morona.  
 
En síntesis, la nacionalización significa la trasferencia total o parcial de la propiedad privada al 
sector público, o la creación de una nueva propiedad pública con administración y fines directa 
e inmediatamente públicos. La nacionalización implica, a diferencia de la estatificación, que su 
dirección sea autónoma, es decir, distinta e independiente, aunque coordinada, de la 
Administración del Estado. La socialización posee un contenido más sociológico que 
económico-jurídico, y se refiere a cualquier tipo de nacionalización o estatificación, incluyendo 
todas las formas públicas o colectivas de propiedad. La colectivización responde a esquemas 
marxistas y a una interpretación crítica del capitalismo de Estado. 
 
Para abarcar este tema es pertinente analizar un poco de Derecho Comparado en cuanto a la 
Nacionalización de bienes, la ley del 12 de julio de 1859; decretó, en su primer artículo: "Entran 
al dominio de la nación, todos los bienes que al clero secular y regular ha estado administrando con 
diversos títulos, sea cual fuere la clase de predios, derechos o acciones en que consistan, el nombre y 
aplicación que hayan obtenido". 
 
 
La ley de aclaraciones sobre las leyes de desamortización y nacionalización, de 5 de febrero de 
                                                                                                                                                           
factores más relevantes caben destacarse: la voluntad de reforma, el acceso al poder de los partidos 
socialistas, las reivindicaciones obreras, etc. Por otra parte, el afán de independencia, la xenofobia y el 
nacionalismo económico, han jugado un papel primordial en las nacionalizaciones realizadas en los 
países subdesarrollados. No obstante, como afirma David Coombes, es importante constatar que la 
propiedad pública en la mayor parte de los países de Europa, antes de 1945, se basó en razones 
pragmáticas, especialmente económicas. 
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1861, dice en su artículo 67: "Los establecimientos de beneficencia que eran administrados por 
corporaciones eclesiásticas o juntas independientes del gobierno, se secularizarán y pondrán bajo la 
inspección inmediata de la autoridad pública, a cuyo efecto se nombrará por el gobierno respectivo, y en 
los Estados, por los gobernadores, a los directores y administradores que se estimen necesarios".- En el 
artículo 64: "Se comprende bajo el nombre de establecimientos de beneficencia, a los hospicios, casas de 
dementes, orfanatorios, casas de maternidad y, en general todos aquellos que reconocen por base la 
caridad pública, así como los destinados a la instrucción primaria, secundaria y profesional". 
 
La Constitución de 5 de febrero de 1917, estatuye en el artículo 27, párrafo séptimo inciso 
segundo: "Los obispados, casas rurales, seminarios, asilos o colegios de asociaciones religiosas, 
conventos o cualquiera otro edificio que hubiere sido construido o destinado a la administración, 
propaganda, o enseñanza de un culto religioso, pasarán desde luego, de pleno derecho, al dominio de la 
nación, para destinarse exclusivamente a los servicios públicos de la Federación o de los Estados, en sus 
respectivas jurisdicciones". 
 
De acuerdo con los citados preceptos legales, un hospital construido por una comunidad 
religiosa, debe entrar al dominio de la Nación. Por lo que hace al procedimiento que debe 
seguirse, no es necesario concurrir previamente a la autoridad judicial, entablando juicio para 
reivindicar dicho bien, a beneficio de la nación, y las autoridades administrativas que designe la 
ley, están facultadas para proceder desde luego a la ocupación de los bienes. En efecto, la 
Nación en el desarrollo de sus actividades, se ve obligada a obrar ya como persona encargada de 
señalar las normas de conducta, cuya observancia tiene que ser obligatoria para los que se 
encuentran bajo su dominio; ya como gestora en grandes o pequeñas empresas sociales, 
mediante simple gestión administrativa, de naturaleza idéntica a la que caracteriza a los actos de 
los particulares. 
 
En este último caso, se concibe que ocurra ante los tribunales en demanda de lo que pertenece, 
porque no puede hacerse justicia por sí misma, como no lo puede cualquier particular; pero en el 
primer caso sería inconcebible dicha actuación porque, si como poder soberano tiene la facultad 
de imponer al gobernado, por propia autoridad, la voluntad del legislador sería contraria la 
esencia de ese acto de soberanía, sujetar sus decisiones a las de otro miembro del gobierno. Si 
ingreso a su dominio por mandato expreso del legislador, con motivo de las leyes de 
nacionalización y desamortización de 12 de julio de 1859 y de 5 de febrero de 1861, y 
especialmente de la Constitución general de 5 de febrero de 1917. Ahora bien, esta última ley 
expresa en su artículo 27, que los bienes nacionales pasaran desde luego, de pleno derecho, al 
dominio directo de la Nación, para dedicarse exclusivamente a los servicios públicos de la 
Federación o de los Estados, en sus respectivas jurisdicciones, y ante tal disposición, es 
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inconducente suponer que sea preciso, para que un bien nacionalizado entre al dominio de la 
nación, que el representante de ésta se vea en la necesidad de ocurrir ante los tribunales, a efecto 
de conseguir ese fin, por tratarse de un precepto constitucional, cuyo cumplimiento está 
encomendado a órganos administrativos especialmente creados para ello. 
 
Los antecedentes históricos comprueban este análisis: La ley de 13 de julio de 1859, 
reglamentaria de la 12 del mismo mes y año, encomienda la ocupación de los bienes que por la 
citada ley entran al dominio de la Nación, a oficinas administrativas encargadas de la venta, en 
subasta pública, de los bienes nacionalizados. En el Código de Procedimientos Civiles federal, 
de 6 de octubre de 1867, se encuentra el artículo 710, que dice: “La Hacienda pública, y en 
general, las autoridades federales, retendrán o recobraran la posesión interina, en la vía 
administrativa, y el que se considere perjudicado, podrá deducir en el juicio correspondiente, la 
acción de propiedad o de posesión definitiva; y el Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
26 de diciembre de 1908, reformó el Código anterior y sólo conservó la facultad para la 
hacienda pública, y para las autoridades federales, de obrar en la vía administrativa y retener la 
posesión que tuvieran, teniendo en cuenta que tratándose de recobrar la posesión, (vea los 
motivos anteriores), no puede arrebatarse a aquélla a un particular, sin recurrir a los tribunales, 
conforme a los artículos 16 y 217 de la Constitución de 1857, pero esas razones no son 
atendibles cuando esa posesión se refiere a bienes que deben entrar al dominio de la nación, en 
virtud de un mandato imperativo del legislador, y en donde no está de por medio ningún 
derecho controvertido. Por otra parte, la fracción II del párrafo séptimo del artículo 27 
constitucional, que se ocupa de la incapacidad de las asociaciones religiosas para adquirir bienes 
raíces, establece tres categorías de bienes: 
 
I.- Aquellos que por su construcción especial, no pueden tener más destino que el de servir de 
culto al público, como los templos. 
 
II.- Aquellos que aun cuando erigidos para servir a la administración, propaganda o enseñanza 
de un culto religioso, sus características no los inhabilitan para dedicarse a otros fines, como los 
obispados, y 
 
III.- Aquellos bienes que únicamente por la circunstancia de pertenecer a asociaciones 
religiosas, contribuyen o están destinadas a la administración, propagandas o enseñanza de 




En los caso en que tenga que hacerse declaración administrativa respecto a la Nacionalización 
de dichos bienes, o del en que no se necesite requisito, todos los casos se rigen por el mandato 
expreso del Constituyente, de que deben entrar al dominio de la Nación, mediante el 
mandamiento de la autoridad administrativa encargada de ejecutar las leyes puesto que la 
fracción II del párrafo séptimo del artículo 27, usa las frases: "pasarán desde luego", "de pleno 
derecho", "al dominio directo de la Nación", al referirse a bienes nacionalizados, por lo que tal acto 
no puede quedar a discusión y su realización tiene que ser inmediata; lo cual no podría 
obtenerse si fuese necesario que la consumación de tal hecho quedara sujeta a la contingencia de 
una decisión judicial; pero vista las demás circunstancias que concurren, debe juzgarse que 
aquellas palabras son una regla trazada a las autoridades administrativas, para apreciar los 
elementos con que deben tener por comprobada la Nacionalización de los bienes. 
 
Ahora bien, si se atiende a las leyes secundarias posteriores, se encuentra la reglamentaria del 
artículo 130 Constitucional, de 4 de enero de 1927, que en su artículo sexto, previene que los 
bienes raíces o capitales impuestos que tuvieren actualmente las asociaciones religiosas, 
denominadas iglesias, y señalaba ya más antes, que su ley reglamentaria recomendaba a las 
autoridades administrativas el llevar a cabo la Nacionalización. 
 
En teoría se podría decir que no es contraria al artículo 14 Constitucional, en relación con el 16, 
puesto que cualquier acto administrativo que pueda afectar las propiedades, persona o derechos 
de un individuo, no puede dictarse sin oírsele previamente en defensa y sin exacta sujeción a los 
mandamientos de las leyes aplicables al caso; pero eso no significa que sea necesaria la 
tramitación de un juicio, ya que esto sería contrario a las nociones más elementos del derecho 
constitucional, (véase al juicio constitucional de don Emilio Rabasa); pero aun cuando el 
procedimiento de que se trata, fuese contrario a las garantías consignadas en los citados 
artículos 14 y 16, habría que juzgar que, por voluntad del propio constituyente, regiría en la 
materia de que se ocupa la fracción II, del párrafo séptimo del artículo 27 Constitucional, ya que 
una prevención posterior deja sin efecto a la anterior, es verdad que en el párrafo final del 
artículo 27 se dice que el ejercicio de las acciones que corresponden a la nación, por virtud de 
las disposiciones del propio artículo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero ni esta 
prevención puede ser aplicada a las distintas materias de que habla dicho precepto 
constitucional, ni por su texto puede presumirse que haya sido dictada en materia de 
nacionalización de bienes; pues, en primer lugar, al conceder el Constituyente, en el mismo 
párrafo, la facultad, a la autoridad administrativa, de proceder desde luego a la ocupación de los 
bienes que deben ser materia de las acciones de qué habla el mencionado párrafo que se 
comenta, se ocupa de distintos bienes que a la nación pertenecen, de muy variada naturaleza, y 
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hace referencia a distintas materias, y solamente en el párrafo que trata de templos, obispados, 
etc., y en general de los bienes que pertenecen a las asociaciones religiosas, y que deben ser 
nacionalizados, previene, de una manera expresa, que pasarán desde luego, de pleno derecho, al 
dominio de la Nación; lo cual no puede significar sino que, tratándose de esos bienes, la Nación 
no necesita ejercitarse acción alguna ante los tribunales judiciales, y que tales acciones sólo 
pueden referirse a los demás bienes de que habla el artículo 87 Constitucional. 
 
No es aplicable a todas las materias de que habla aquél artículo, la prevención de que se trata, 
que en materia de expropiación la ocupación de la propiedad privada, corresponde a las 
autoridades administrativas, y lo único que queda sujeto a la resolución judicial, es la fijación 
del precio de la cosa expropiada en los casos previstos en el propio artículo. 
 
El caso en que el dominio del inmueble, corresponde a la Nación, y éste se encuentra poseído 
por en cargo de otra persona, es exactamente de la misma naturaleza de aquel en que dicho bien 
es poseído directamente por una asociación religiosa, y es aplicable a este análisis, puesto que la 
Constitución no hace distinción alguno sobre el particular. Por lo que hace a las autoridades que 
sean competentes para llevar a cabo la Nacionalización, las leyes de 12 y 13 de julio de 1859, en 
sus artículos 2º y 1º y 6º, respectivamente, designan a las jefaturas superiores de hacienda, 
auxiliadas por los administradores principales y colecturías de rentas, y esas leyes, solo en parte 
están derogadas, por las modificaciones que han introducido leyes posteriores; y la Ley 
Orgánica de Secretarías de Estado de 25 de diciembre de 1917, establece en su artículo 4º, que 
corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, lo relativo a bienes nacionales y 
nacionalizados; y como las oficinas federales de hacienda establecidas en el territorio de la 
república, no son sino dependencias auxiliares de dicha secretaría, a ellas corresponde también 
la ejecución. 
 
El Sustento legal de la Nacionalización la tenemos como primer término a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 27, mismo que dice, que durante el 
procedimiento de Nacionalización de un bien, por órdenes de los Tribunales correspondientes, 
tomarán posesión del mismo, en un término de un mes, seguidamente las autoridades 
administrativas procederán a ocupar, administrar, rematar o vender las tierras y aguas de que se 
tratan. 
 
Ahora bien, dicho juicio de Nacionalización, narra que al momento de adquirir este bien, no es 
para una Secretaría de Estado, sino para la Nación, al igual que no es para la Secretaría de 
Hacienda, ya que al hacerlo así el particular, determinaría una violación a sus garantías, ya que 
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no se podría dar dicha violación contra la misma Constitución, más sin embargo, dicha 
Secretaría de Hacienda, podrá hacer uso de dicho bien, durante el procedimiento, al menos que 
sea dictado por un juez de Distrito. 
 
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis visible en la página 1492,del Tomo XLV, Segunda Sala, del 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, que a la letra dice: "Nacionalización de 
Bienes, Ocupación de los "Bienes Sujetos A.- El párrafo II, fracción VI, del artículo 27 "Constitucional, 
reformado dice: "El ejercicio de las acciones que corresponden a la nación, por virtud de las 
disposiciones del presente artículo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 
procedimiento y por ende de los tribunales correspondientes, que se dictara en el plazo máximo de un 
mes, las autoridades administrativas procederán desde luego a la ocupación, administración, remate o 
venta de las tierras y aguas de que se trata, y de todas sus accesiones, sin que en ningún caso pueda 
revocarse lo hechos por las mismas autoridades, antes de que se dicte sentencia ejecutoriada". En tal 
virtud, la ocupación y administración de un inmueble sujeto a juicio de Nacionalización, se 
apoya en un mandato de la Constitución Política de los Estados Unidos de México, y es 
indiscutible que el acuerdo que disponga que dicho bien sea destinado al servicio de una 
Secretaría de Estado, es un acto realizado en ejercicio de los derechos que a la nación competen 
sobre el particular, y no puede implicar violación a las garantías, que dé lugar al juicio de 
amparo, porque éste no se otorga contra las disposiciones mismas de la Constitución.  
 
La defensa de los derechos del que alega tener la propiedad de ese bien, debe ejercitarlos en el 
juicio sobre nacionalización que se sigue en su contra. La ocupación es, en el derecho civil, la 
aprehensión de una cosa, que viene a constituir un título de propiedad con todos sus atributos, y 
tal naturaleza jurídica tiene la que otorga la Constitución a favor de la Nación, toda vez que le 
faculta, de manera irrevocable, para administrar, rematar o vender el bien sobre el que ejerza sus 
derechos y acciones, antes de que se dicte sentencia ejecutoria en el aludido juicio, por tanto, el 
acuerdo por el que se dé a un bien sujeto a juicio de Nacionalización, un destino, constituye 
claramente el ejercicio de los atributos jurídicos de la ocupación y administración, y por tanto, 
el decreto del Ejecutivo que disponga que un predio sujeto a nacionalización, sea destinado al 
servicio de determinada Secretaría de Estado, y que la de hacienda proceda a su entrega, no 
viola garantía individual alguna".
4
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 Igualmente la tesis visible en la página 93, del Informe de 1937, Segunda Sala, Quinta Época, que 
menciona. "NACIONALIZACIÓN.- Estando sujeto a juicio de "nacionalización un inmueble, y decretada 
su ocupación por el Juez "de Distrito, la Secretaría de Hacienda puede legalmente, con "arreglo al 
artículo 27 Constitucional, disponer de él, sin que sea "necesaria otro orden judicial que la de 
ocupación.". Para que exista una Nacionalización con respecto a las bienes dedicados a la enseñanza o 
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En la página 46, Informe 1938, Tercera Sala, Quinta Época, manifiesta: "NACIONALIZACIÓN 
ACCIÓN DE.- La acción de "Nacionalización de bienes dedicados a la enseñanza o propaganda de 
algún culto religioso está fundada en la fracción II del párrafo 7º, del artículo 27 Constitucional y en las 
presunciones que se deducen de los hechos que revela ese uso, los cuales excepcionalmente pueden 
constar por medio de documentos, y por la dificultad que existe tener una prueba directa de la verdadera 
situación jurídica de esos bienes, la Constitución dispone que la prueba de disposiciones es bastante 
para decretar fundada la denuncia, y esos hechos no pueden justificarse por medio de prueba directa, es 
claro que pueden ser demostrados durante la dilación probatoria, porque no son ellos sino la ley que 
sirve de fundamento a la acción ejercitada." 
 
El procedimiento fijado por la ley es administrativo exclusivamente, pues no es preciso ni 
admisible que para que un bien nacionalizado por disposición del constituyente entre al dominio 
de la Nación, que el representante de ésta, el Ejecutivo, se ve en el caso de acudir ante los 
Tribunales Judiciales, toda vez que solamente se trata de ejecutar un acto de soberanía no 
justiciable; por tanto, el procedimiento aludido, que establece por la Ley de Nacionalización, no 
implica el ejercicio de función judicial alguna, ni por tanto, su aplicación a bienes comprendidos 
dentro de los que la Ley Fundamental del país declara de propiedad nacional, tiene el carácter 
de una decisión de contienda entre particulares por actos o contratos que dan lugar a la 
intervención del Poder Judicial. 
 
Respecto a la retroactividad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha resuelto en diversas 
ejecutorias que la aplicación que hacen los Tribunales de las leyes de orden público o de interés 
general, como sucede en el caso de la Ley de Nacionalización, nunca es retroactiva, además si 
efectivamente se había iniciado un procedimiento judicial para la nacionalización del bien a que 
se refiere este juicio, al promulgarse la Ley de Nacionalización de Bienes no se priva al quejoso 
de los derechos que hubiera podido adquirir en tal juicio, ya que la ley ha establecido en su 
artículo 27 que para dictar la resolución definitiva, se tendrá en consideración todas las pruebas 
que se encuentren en el expediente, las que serán apreciadas de acuerdo con el Código Federal 
de Procedimientos Civiles. 
 
También hay que hacer mención, que respecto a dicho Código contiene su artículo 590, no 
como hacer un recurso en contra de la Nacionalización, sino su vía a seguir. Sirve de  
                                                                                                                                                           
propaganda de algún culto religioso, encuentra sustento en la fracción II, del párrafo 7º, del artículo 27 
Constitucional, dicho precepto, dice que para poder comprobar su uso puede ser por medio de 
documentos, o por el uso y aprovechamiento que se le haga. 
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antecedente para la tesis señalada en la página 86, Informe 1938, Segunda Sala, Quinta Época, 
que es del tenor siguiente: "NACIONALIZACIÓN.- La fracción IX, del artículo 590 "del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, no crea, "propiamente, un recurso contra las resoluciones de 
"nacionalización de bienes; solo da la vía a seguir cuando ese "recurso o medio de defensa se encuentre 
determinado en la ley "respectiva.". 
 
Cuando decimos “nacionalizar” (1) estamos diciendo cabalmente que una propiedad pasa a 
manos de personas (ciudadanos o entidades públicas o privadas) de la propia nación, no 
habiendo estado hasta entonces en manos de nacionales. Es así cuando, por dar un solo ejemplo, 
una ley de la nación establece que las tierras ubicadas en las zonas limítrofes con otras naciones 
sólo pueden pertenecer a ciudadanos o empresas del propio país sean éstas de derecho público o 
de derecho privado. 
 
Si la propiedad estaba ya titularizada por una persona nacional, entonces el traspaso al ente 
público no puede ser una nacionalización en el sentido estricto de este término. Se tratará 
entonces de una “estatización”. Por ejemplo, cuando el Estado declara “de utilidad pública” una 
empresa dedicada a una actividad sensible desde el punto de vista de la seguridad nacional y en 
consecuencia la expropia. (La expropiación legal requiere que el propietario particular, o sujeto 
expropiado, sea debida y justamente indemnizado).  
 
La EXPROPIACIÓN abarca un aspecto más amplio en cuanto a un derecho constitucional que 
regula un ámbito legal determinado para un fin social que se antepone a un derecho particular, 
es así que la "Expropiación, mejor conocido como Expropiación forzosa, es la transferencia coactiva de 
la propiedad de un particular a la administración pública, o a otro particular, por razón de interés 
público y previo pago de su valor económico". 
 
Es el acto por el cual el Estado, en beneficio de la colectividad, priva al particular de algún bien 
que le pertenece en propiedad, pagándole el precio correspondiente, frente a este derecho del 
poder público, ninguno se reconoce a los particulares, ya no sólo como propietarios, sino con 
mayor razón como acreedores que hacen derivar el suyo, de los que corresponde al dueño. Por 
la naturaleza del acto expropiatorio, el poder público no tiene que entenderse más que con el 
propietario del bien afectado, del tal manera que solamente en el caso en que la propiedad se 
encontrase desmembrada, tendría que darse la intervención de algún procedimiento, a aquéllos 
que se encontraren disfrutando de los diversos atributos que el derecho de propiedad confiere, 
por lo que es manifiesto que el acreedor hipotecario, como cualquiera otro que tuviese derechos 
reales de diversa naturaleza sobre el inmueble expropiado, carecen de acción que ejercitar en 
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contra del poder público, y consecuentemente de garantías que defender. 
 
Hay que tener en cuenta que la expropiación, consiste en el cambio de titular de un bien, por lo 
que ese acto solamente afecta a los propietarios. 
 
La expropiación forzosa es un procedimiento de derecho público mediante el cual la 
administración adquiere la propiedad de un bien cualquiera, a cambio de la indemnización 
correspondiente. 
 
Sus características son: Es un acto de autoridad y por consiguiente de ejecución irresistible. Es 
un acto de la administración o de un particular subrogado en sus derechos, se basa en motivo de 
interés público. Ha de mediar indemnización. Podemos manejar de ejemplo, una compraventa 
por parte del Departamento del Distrito Judicial, aunque sea por motivo de utilidad pública 
(ampliación de una calle), no tiene las características de la expropiación, al no actuar dicho 
departamento como autoridad, haciendo uso de su potestad, sino como persona de derecho 
privado, y al no mediar indemnización, sino un convenio con los vendedores sobre cosa y 
precio. No es exacto, por otra parte, que la expropiación y la compraventa de derecho privado 
para fines de utilidad pública produzcan efectos jurídicos idénticos; y aunque puede existir 
relación entre compraventa y la expropiación forzosa, en cuanto al motivo de uno y otro actos 
(la utilidad pública), esa relación no quiere decir, en sentido lógico, que la expropiación sea el 
antecedente de la compraventa, pues ésta no es consecuencia de aquélla. 
 
Empezaremos por dar mención a la individuación de los bienes que serán objeto de la 
expropiación sólo puede efectuarse mediante la integración del expediente administrativo 
exigido por el artículo 3º, de la Ley de la Materia, en donde consten los estudios técnicos, 
proyectos, planos y demás elementos que cada caso particular exija, lo cual adquiere especial 
relevancia frente al gobernado, porque precisamente esos estudios, planos y proyectos serán los 
que expliquen que se prive de su propiedad a una persona determinada. 
 
El beneficiario de una expropiación por causa de utilidad pública debe ser la colectividad, y un 
comité o corporación de tipo particular no puede reputarse como sustituta de aquélla, siendo 
cierto que en la especia no se ha justificado el elemento utilidad pública, que es requisito 
indispensable para la constitucionalidad del acto expropiatorio. 
 
La declaración de utilidad pública en la materia de expropiación supone necesariamente dos 
momentos distintos dentro del procedimiento que le precede: en uno, la administración verifica 
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la existencia concreta de una necesidad general o de un requisito social que exige la 
satisfacción, es decir, advierte que se está en presencia de alguna de las hipótesis previstas en el 
artículo primero de la Ley de Expropiación, en el otro, la autoridad identifica los bienes que por 
sus características o cualidades son indispensables para la satisfacción del interés social y que, 
por ende deben ser objeto de la expropiación para ser destinado al fin que se persigue. 
 
De la unificación de estos dos momentos, esto es de la adecuación del bien a los requerimientos 
sociales del caso concreto dependerá la constitucionalidad del acto expropiatorio, pues sólo 
puede decirse que existe la utilidad pública cuando se explique razonadamente la necesidad de 
privar a una persona de sus bienes para afectarlos a un destino diferente, sirve de apoyo a lo 
anterior la tesis visible en la página 30, Informe 1939, Segunda Sala, Quinta Época, que dice: 
"Expropiación.- La autoridad expropiante tiene la obligación de demostrar la existencia de la utilidad 
pública.": 
 
Indemnización, es el pago que se realiza, cuando es despojado uno de sus bienes, esta 
indemnización para que se realice, en caso de falta de valor fiscal, se hace de la siguiente forma: 
 
Cuando de las pruebas rendidas aparece que durante la tramitación del expediente ante la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se declaró en forma definitiva que por no haber 
existido valor fiscal en la época de expropiación, el monto de la indemnización se determinaría 
por medio de un avalúo. 
 
Esto se encuentra previsto en el artículo 10 de la Ley de Expropiación; que en el procedimiento 
seguido por la misma Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y ante la Secretaría de Bienes 
Nacionales e Inspección Administrativa, el perito designado por la Dirección de Bienes 
Nacionales, y manifiesta su expresa conformidad con ese avalúo, es de concluirse que para 
determinar el monto de la indemnización correspondiente, no debe tomarse como base el valor 
fiscal de los bienes en cuestión, pues tal valor fiscal de esos bienes ya no existe, ni existió al 
dictarse ese acuerdo expropiatorio. 
 
 
Notificaciones conforme al artículo 4º de la Ley de Expropiación, sólo es lícito notificar a los 
afectados, por medio de una segunda publicación en el Diario Oficial de la Federación cuando 
se ignore su domicilio y por ello no se les puede notificar en forma personal. 
 
Pero es de verse que los artículos 14 y 16 Constitucionales consagran la garantía de audiencia y 
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la de debido proceso legal, y que estos preceptos son de jerarquía superior. En consecuencia, 
para que le texto del artículo 4º, antes mencionado no resulta inconstitucional, debe interpretarse 
en forma que implique un absoluto respeto al derecho de los gobernados de ser debida y 
adecuadamente notificados del decreto expropiatorio, a fin de que estén en plena posibilidad 
legal de impugnar la expropiación como mejor proceda en derecho. 
 
Una de las principales conquistas que obtuvo el cardenismo fue la nacionalización del petróleo y 
de los ferrocarriles, que se encontraban en poder de los ingleses y norteamericanos. 
 
En 1935 se formó el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana (STPRM), 
que exigió aumentos salariales, descanso remunerado, atención médica y la firma de un contrato 
colectivo, las compañías se negaron a conceder las demandas y argumentaron incapacidad 
financiera. 
 
Pero después de una investigación realizada por la Junta de Conciliación y Arbitraje, se 
comprobó que las empresas trabajaban en óptimas condiciones, por lo que falló en favor de los 
trabajadores. Pero el patrono desacató la orden. 
 
Ante la intransigencia de las compañías, el 18 de Marzo de 1938 el Presidente decretó la 
nacionalización "por causa de utilidad pública y a favor de la nación" todos los bienes de las 17 
empresas pusieron el grito en el cielo, difamaron y desprestigiaron al gobierno, acusándolo de 
"ladrón", retiraron a todos sus técnicos y boicotearon el petróleo mexicano en los mercados 
internacionales. México tuvo que vender el crudo a Japón, Alemania e Italia. 
 
La decisión cardenista fue el resultado de un profundo análisis de la situación interna y externa. 
En lo nacional aprovechó la fuerza de los trabajadores que lo apoyaban. En lo internacional 
Estados Unidos e Inglaterra estaban más interesados en la segunda guerra mundial y la URSS 
respaldaba a todos los gobiernos revolucionarios. 
 
El Estado se apoderó de la principal fuente de riqueza de la industria nacional, a fin de reafirmar 
el poder y la Soberanía nacional sobre ciertas ramas. Estas acciones significaron la 
consolidación de un Estado nacionalista popular y soberano. 
 
La doctrina y el derecho comparado también se ocupa de otras figuras jurídicas, que afectan el 
derecho de propiedad, pero que responden a otros conceptos que las distinguen de la 
expropiación e incluso de la limitación y delimitación de derechos, como por ejemplo la “venta 
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forzosa”, que no se agota, como la expropiación, una vez aplicada, sino que continúa vigente 
indefinidamente mientras no se derogue la ley que la establezca. Otros conceptos existentes en 
todas las legislaciones, diferentes también de la expropiación, son la requisición, el comiso e 
incluso la confiscación. Aunque debe recordarse que está última se encuentra expresamente 
prohibida en la Constitución de la República del Ecuador.  
 
La derogada Ley de Reforma Agraria también contemplaba la figura de la “reversión, la extinción 
del derecho de dominio”, consistente en el despojo de la propiedad sin compensación alguna, 
alegando causales que asumían un retorno a la Nación del bien revertido. La Ley de Patrimonio 
Cultural contemplaba la confiscación de un bien particular perteneciente al patrimonio cultural 
de la Nación, aunque la última codificación modificó el término de confiscación por el de 
expropiación, pero conservó la disposición de pagar el 25% de su valor en tales casos. Otros 
casos son los de destrucción de comestibles en estado de descomposición o con plagas o algún 
tipo de contaminación. 
 
También se puede manifestar sobre la “socialización”, que se hace referencia a una operación 
por la cual la sociedad entera pasa a ser beneficiaria de una expropiación.  
 
Claro está, sin embargo que cuando el aparato gubernamental que maneja la organización 
administrativa del Estado se apodera de un bien privado, no siempre es para aplicarlo al 
beneficio directo de la sociedad a la que regentea o gobierna; a menudo es para favorecer su 
propio desenvolvimiento. (Dejemos de lado aquí las múltiples maniobras dolosas que se 
producen en todos los países respecto de la expropiación para el uso y goce del Estado que 
terminan en apropiación para uso y goce de los funcionarios y sus círculos de intereses). 
 
Se entenderá que sólo hay verdadera socialización de una propiedad cuando ésta pasa de servir 
los intereses de un acotado conjunto de beneficiarios, a servir a la sociedad entera (nacional, 
regional, provincial o municipal). Unos ejemplos clásicos podrían ser el de la expropiación de 
una línea de transportes públicos de pasajeros (ferrocarril, aeronavegación, etc.), o de una 
organización sanitaria (clínica médica, laboratorio de análisis, sala de primeros auxilios, u 
otros). En todos los casos, se entiende que el bien así adquirido por el Estado pasa de tener 
como finalidad el servicio de un conjunto acotado de personas, a extender sus efectos a todo un 




3 LA  FUNCIÓN SOCIAL 
3.1 Historia de la Función Social 
La legislación napoleónica que inspiró la institucionalidad del derecho del propietario, en la 
mayoría de las repúblicas latinoamericanas, se replicaron el principio absolutista cuyo contenido 
se concreta en el "jus utendi, jus fruendi y jus abutendi"; que es derecho de usar, gozar y disponer, 
que en el transcurso de la institucionalidad de cada país, acorde con su evolución social, han 
cedido paso a los principios específicos de la función social.  
 
“A principios del siglo XX, LEÓN DUGUIT partiendo de la consideración de que el derecho de 
propiedad como derecho subjetivo es una idea metafísica” (León, Las Transformaciones, pág. 174), 
“imposible de mantener en una época de realismo y positivismo” (León, pág. 175), llega a proponer 
la sustitución del derecho subjetivo por la idea de función social, en el sentido de que sólo se le 
reconoce al individuo para la realización de una determinada función.  
 
Este autor sostiene que la propiedad “deja de ser un derecho subjetivo del individuo y tiende a 
convertirse en función social.” (León, Manual de Derecho Constitucional, 1926, pág. 285) 
 
“La propiedad no es ya en el derecho moderno el derecho intangible, absoluto, que el hombre que posee 
riqueza tiene sobre ella. Ella es y debe ser; es la condición indispensable de la prosperidad y la grandeza 
de las sociedades y las doctrinas colectivistas son una vuelta a la barbarie. Pero la propiedad no es un 
derecho, es una función social. El propietario, es decir, el poseedor de una riqueza tiene, por el hecho de 
poseer esta riqueza, una función social que cumplir; mientras cumple esta misión sus actos de 
propietario están protegidos. Si no la cumple o la cumple mal, si por ejemplo no cultiva la tierra, o deja 
arruinarse su casa, la intervención de los gobernantes es legítima para obligarle a cumplir su función 
social de propietario, que consiste en asegurar el empleo de las riquezas que posee conforme a su 
destino.” (León, Las Transformaciones, pág. 179)  
 
De otra parte, y como consecuencia de lo anterior, el propietario se convierte en funcionario. Sí, 
como afirma DUGUIT, el propietario ha de cumplir una función social, y ésta tiene como 
objetivo un interés supraindividual, es decir, un interés general, resulta que la función social 
lleva necesariamente a una función pública, toda vez que el intérprete de ese interés general que 
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el propietario ha de cumplir es el Estado. Se convierte así el propietario en un “órgano de 
actuación del interés público”. 
 
Función social, la desempeñamos los individuos o grupos en el seno de una sociedad, en toda 
colectividad existe la división de funciones entre personas o grupos, de modo que cada cual 
realice una contribución específica al conjunto de la de la colectividad. 
 
La propiedad es una función social que implica obligaciones; la propiedad es un hecho 
ineherente a la sociedad, y el hombre como dice Rousseau “es un ser sociable por naturaleza, por 
lo tanto, el derecho de propiedad debe ser ejercido dentro de la actividad social; el fundamento del 
derecho de la propiedad se encuentra en la naturaleza del hombre, el derecho que tiene cada particular 
sobre su propio fundo, está subordinado al derecho que  el común tiene sobre todos, sin lo cual no habría 
ni solidez en vínculo social, ni fuerza real en el ejercicio de la soberanía.” (Rouseau, 1984, pág. 20) 
 
Doguit manifiesta sobre la función social que cumple la propiedad “El legislador puede introducir 
a la propiedad individual todas las restricciones que sean conformes con las necesidades sociales a las 
cuales aquella corresponde. La propiedad es un derecho cambiante que debe modelarse sobre las 
necesidades sociales a las cuales debe sujetarse. En un país en donde la propiedad individual esté 
reconocida por la legislación positiva, el propietario tiene, por el hecho de ser propietario, una cierta 
función social que realizar.” (Duguit, 1982, pág. 449)  
 
Se reconoce la existencia de la propiedad privada, pero limitada por la función social que debe 
cumplir, atendiendo, las exigencias del bien común, por cuanto el derecho de los particulares 
debe ceder ante el derecho de la comunidad. 
 
La función social de la propiedad no conduce a la socialización del sistema, porque solamente 
por cuanto es privada, es que cumple la función social asignada. 
 
3.1.1 Definición de la Función Social 
“Es la que cumple el Estado mediante el desarrollo de ciertas actividades económicas, sanitarias, 
sociales y políticas, específicamente determinadas, que contribuyen directa o indirectamente al bienestar 
de la población. El Estado no se concibe si no es actuando en esa forma, puesto que él está formado por 
la sociedad misma, a la cual representa. 
 
La función social afecta al orden privado de las relaciones y se caracteriza muy especialmente en la 
propiedad, en el capital y en el trabajo, cuyo ejercicio y disfrute pueden beneficiar a los particulares, 
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pero siempre que con ello no se perjudique al interés de la comunidad. En ese sentido, la función social 
de la propiedad ha sido definida por Ángel Ossorio como “el derecho de usar, disfrutar y disponer de las 
cosas con arreglo a su naturaleza, en servicio de la sociedad y para provecho del propietario”. Bien se 
comprende que este concepto del dominio es contrario al establecido en algunos códigos; conforme a él, 
el propietario puede usar y gozar de las cosas según su voluntad, pudiendo desnaturalizarlas, 
degradarlas o destruirlas.” (Cabanellas de la Torre, pág. 170)  
 
“La función social de la tierra es la prestación y/o prestaciones que la tierra otorga a poblaciones y/o 
individuos que les permite su reproducción económica, cultural y social. La tierra cumple con la función 
social cuando su utilización favorece a la soberanía alimentaria; la generación de empleo; la 
redistribución equitativa de ingresos, la utilización productiva y sustentable de la tierra.” (Red Agraria 
, 2012, pág. 19) 
 
En el art. 25 de la Ley de Desarrollo Agrario, manifiesta: “La tierra cumple su función social 
cuanto está en producción y explotación se conservan adecuadamente los recursos naturales renovables 
y se brinda protección al ecosistema, se garantiza la alimentación para todos los ecuatorianos y se 
generan excedentes para la exportación. La función social deberá traducirse en una elevación y 
redistribución de ingresos que permitan a toda la población compartir los beneficios de la riqueza y el 
desarrollo” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 6).  
 
La función social consiste en considerar a la propiedad como un derecho en el cual el sujeto es 
el hombre, el objeto es la tierra en cuanto produzca bienes al hombre. 
 
La tierra cumple la función social cuando son aptos para la actividad agraria, obligan al 
propietario a cultivar y producir la tierra de la forma más conveniente a fin de generar productos 
agroalimentarios y genere empleo y a su vez proteja el medio ambiente. 
 
Entonces entendemos que la función social va encaminada a la producción de la tierra, a la 
utilidad y productividad de la misma en beneficio de la sociedad, si bien la tierra es uno de los 
factores de la producción, ni siquiera ya constituye el principal; hoy la tierra se asocia a otros 
factores uno es el técnico que ha convertido a la tierra en industria es decir que trata de hacer 
producir al máximo la tierra mediante técnicas de irrigación, abonos, químicos implementación 
de semillas mejoradas, etc. Que si bien hacen producir más, también apresura su detrimento es 
decir provoca un desgaste de la tierra no es solo eso sino que muchas de estas empresas se han 
adueñado de tierras abusando de la ignorancia y buena fe de los oriundos del lugar quienes en su 
mayoría no cuentan con documentos que acrediten ser dueños de la misma. 
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Es por ello que muchas poblaciones aledañas a estas empresas han pedido al Estado intervenir 
en dichas tierras, que en su mayoría son tierras que no cumplen con una función social, sino que 
las alquilan a particulares o por último venden a extranjeros, en síntesis solución básica consiste 
en abolir la propiedad privada de la tierra y socializar los medios de producción o redistribución 
de la tierra. La tierra no debe pertenecer a nadie en particular, el Estado se convierte en dueño y 
señor de ella en representación de la comunidad y su deber es mantener el patrimonio de la 
colectividad para dar un usufructo a cuantos quieran dedicarse al cultivo o destinarlas a un plan 
que convenga a los intereses de la sociedad. 
 
Para ello hay que tomar en cuenta que cada individuo tiene derechos naturales indiscutibles, al 
nacer de manera involuntaria, los adquiere y le son propios por naturaleza hasta su muerte 
también natural e involuntaria, como alimentarse, consumir agua y permanecer en un lugar 
(comer, beber y dormir), de esta manera debemos comprender que es de la tierra de donde 
obtendremos la satisfacción de esas necesidades básicas, por lo tanto allí radica la función 
elemental de ella como productora de nuestros alimentos y lecho de todo ser viviente. Pacha, 
(La tierra como productora de alimentos): La expresión “Pacha” es tierra, relacionado con el 
tiempo y el espacio, de ello surge la expresión Pachamama que significa madre tierra y es 
claramente conocida como la divinidad de la tierra, productora de alimentos y en donde 
habitamos todos los seres vivos; la expansión de la agricultura por tierras menos idóneas acarrea 
mayores costos de inversión. (Valle Andrade, 2008)
5
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 Propiedad y función social.- Diario HOY Ciudad Quito Autor: Por Enrique Valle Andrade, Publicado 
el 11/Junio/2008.- La garantía del derecho a la propiedad mientras esta cumpla su función social no es 
algo nuevo; consta en las constituciones ecuatorianas desde 1929. La actual Carta, que en materia 
programática es de avanzada, así lo enuncia en su artículo 30. .- Puede entenderse que ella de alguna 
manera define lo que es la función social cuando, a continuación de estatuir esta garantía, expresa 
textualmente: "Deberá procurar el incremento y la redistribución del ingreso y permitir el acceso de la 
población a los beneficios de la riqueza y el desarrollo". Estos términos son concordantes con lo que, 
respecto a las obligaciones del propietario, expresa Rodrigo Borja en su enciclopedia: "No es permitido 
al propietario mantener ociosos los bienes que posee. Está moral y jurídicamente obligado a hacerlos 
producir. Debe cumplir la responsabilidad social de aumentar la riqueza común. Si no cumple esta tarea 
la sociedad debe intervenir en sus bienes para darles un destino socialmente útil".- La Ley de Desarrollo 
Agrario define lo que, en materia de predios rústicos, constituye la función social. "Artículo 20. Función 
Social. La tierra cumple su función social cuando está en producción y explotación, se conservan 
adecuadamente los recursos naturales renovables y se brinda protección al ecosistema, se garantiza la 
alimentación para todos los ecuatorianos y se generan excedentes para exportación. La función social 
deberá traducirse en una elevación y redistribución de ingresos que permita a toda la población 
compartir los beneficios de la riqueza y el desarrollo".- Queda demostrado, entonces, que el concepto de 
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La función social de las expropiaciones se establecen debido a que el objeto social por el cual se 
hicieron las adjudicaciones  no se cumplen como determina la ley, puesto que muchos 
adjudicatarios luego de obtener el justo título, no cumplen con el plan de manejo o explotación 
sustentable del área aprobado por el ex - INDA, más por el contrario transfieren el bien a 
terceras personas, buscando el lucro económico personal, apareciendo de esta manera traficantes 
de tierra que se aprovechan de las personas más necesitadas y desposeídas, que estando en 
posesión ancestral de algún inmueble se ven en la obligación y necesidad de ceder la posesión a 
esta clase de personas, que luego de obtener la Adjudicación sin cumplir las condiciones de la 
providencia venden sin haber hecho cumplir al predio la función social. 
 
3.1.2 Constitucionalización de la Función Social 
En la constitución de 1929 ya constaba como base teórica la función social, en la constitución 
de 1945 señalaba que el régimen de la vida económica debe responder a principios de justicia 
social para que todos los ecuatorianos tengan una vida digna. 
 
En la constitución de 1946, el concepto función social se incluirá en las sucesivas 
constituciones, como en la carta magna de 1967, igualmente se condiciona la garantía de la 
propiedad privada al cumplimiento de la función social; la constitución de 1978 garantizaba la 
propiedad de la tierra, a esto le agregaron  la redistribución de la riqueza y condenaba  la 
concentración de la tierra y el latifundio. 
 
La anterior Constitución de 1998, el artículo 267 establecía que: “El Estado garantizará la 
propiedad de la tierra en producción y estimulará a la empresa agrícola. El sector público deberá 
                                                                                                                                                           
la función social de le propiedad, que no es nuevo en nuestro derecho constitucional, está claramente 
definido por la norma fundamental, la ley y la doctrina, por lo que a estas alturas, resulta inoficioso 
pretender innovarlo ni elaborar, a partir de él equivocas especulaciones ideológicas. Por todo esto 
resulta preocupante que al tratar el tema al discutir el proyecto de constitución que se elabora en 
Montecristi no se empleen con claridad palabras y definiciones, y se deje a la interpretación de términos 
ambiguos y vagos lo que debe entenderse por función social y, cuándo y en qué circunstancias la 
propiedad puede ser afectada porque no ha cumplido con dicha función, decisión que no puede jamás 
depender de criterios subjetivos sobre el verdadero contenido y alcance de este principio.- El riesgo 
proveniente de incluir extravagantes innovaciones se acrecienta si se toma en consideración que una de 
las causas de afectación de la propiedad derivaría de que esta no cumpla con el arcaico principio del 
sumak kawsay o del "buen vivir", aporte conceptual de las etnias indígenas que, en definitiva, significa 
renunciar al progreso y regresar a una visión precolombina de la sociedad. 
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crear y mantener la infraestructura necesaria para el fomento de la producción agropecuaria”.  
 
El antes mencionado artículo de la constitución no está garantizada la propiedad de las tierras 
que no estén en producción, por lo que y en consecuencia, pueden ser afectadas, cuanto más si 
no cumplen lo que estipula el artículo 242, el que dispone iguales derechos y oportunidades para 
acceder, entre otros a la propiedad de los medios de producción, entre los cuales, como es 
conocido, se incluye la tierra.  
 
En la actual Constitución de la República del Ecuador, en algunos artículos se menciona en que 
la tierra debe cumplir con la función social. 
 
Art. 31 Ibídem.- Las personas tienen derecho al disfrute pleno de la ciudad y de sus espacios 
públicos, bajo los principios de sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes culturas 
urbanas y equilibrio entre lo urbano y lo rural. El ejercicio del derecho a la ciudad se basa en la 
gestión democrática de ésta, en la función social y ambiental de la propiedad y de la ciudad, y 
en el ejercicio pleno de la ciudadanía. 
 
Art. 282 Ibídem.- El Estado normará el uso y acceso a la tierra que deberá cumplir la función 
social y ambiental. Un fondo nacional de tierra, establecido por ley, regulará el acceso 
equitativo de campesinos y campesinas a la tierra. 
 
Se prohíbe el latifundio y la concentración de la tierra, así como el acaparamiento o 
privatización del agua y sus fuentes. 
 
El Estado regulará el uso y manejo del agua de riego para la producción de alimentos, bajo los 
principios de equidad, eficiencia y sostenibilidad ambiental. 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos en artículo 17 manifiesta. 
 
1.- Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
2.- Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos en el artículo 21 señala del derecho a la 
Propiedad Privada. 
 
1.- Toda Persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y 
goce al interés social. 
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2.- Ninguna persona puede ser privado de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en el caso y según las 
formas establecidas por la ley. 
 
Art. 321 Ibídem.- El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas 
pública, privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir su 
función social y ambiental. 
 
Art. 323 Ibídem.- Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del 
ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o 
interés social y nacional, podrán declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, 
indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de confiscación.  
 
Por lo tanto, “La función social significa que los distintos tipos de propiedad satisfagan necesidades de 
la sociedad, que respondan a una justicia redistributiva; que no vulnere derechos colectivos y promueva 
una convivencia intercultural. Que esté en producción sustentable, sostenible y con responsabilidad 
social; y, que su uso y aprovechamiento respeten el buen vivir en la sociedad.” (El Universo, 2008) 
 
La actual Constitución es de avanzada garantista de los derechos como de la propiedad. En 
cuanto a la función social, el espíritu de la disposición anterior se somete a la tendencia 
universal que las distintas formas de propiedad cumplan una función estrictamente social, 
incluyendo las últimas constituciones ecuatorianas. 
 
Para un entendimiento de la función social, la Constitución agrega los siguientes elementos: el 
respeto a los derechos humanos, a los derechos colectivos y la promoción de una sociedad 
intercultural; una implicación amigable del desarrollo con la naturaleza. Además, que se 
relacione con la actividad productiva y se enmarque con los objetivos del buen vivir. 
 
3.1.3 La Expropiación en materia Agrario 
La tierra es un recurso natural estratégico por su importancia económica, social y debiendo 
orientarse al pleno desarrollo de los derechos y al interés social;  el Estado es el responsable de 
promover  y dictar las políticas claras, es el que normar para el uso y acceso equitativo a la tierra  
de todas las personas. 
 
La tierra deberá cumplir la función social, esto implica que la tierra debe garantizar la soberanía 
alimentaria, generar empleo, la redistribución equitativa de los ingresos, la utilización 
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productiva y sustentable de la tierra, mismo que debe reflejar positivamente en indicadores. 
 
Se menciona que la tierra debe cumplir la función ambiental, esto es que al mismo tiempo debe 
promover la conservación de biodiversidad y el mantenimiento de las funciones ecológicas, para 
que exista un equilibrio entre la naturaleza y el hombre; se debe respetar los derechos de la 
naturaleza y del buen vivir. 
 
La Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de 
octubre del 2008, en su Art. 323 señala: "Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, 
manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por 
razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la expropiación de 
bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe 
toda forma de confiscación". 
 
La constitucionalización de estos requisitos esenciales de legitimidad, permite afirmar que en la 
expropiación se encuentran articulados el reconocimiento del derecho de propiedad y la función 
social de la misma; de la supremacía del interés general y de las necesidades colectivas.  
 
Entonces podemos decir los requisitos previos que se debe considerar, antes que se emita la 
resolución de declaratoria de utilidad pública o de interés social y nacional son los siguientes: 
  
a) Los informes técnicos:- Resulta obvio pensar que estos fines deben estar debidamente 
justificados, que deberá constar en los informes técnicos emitidos por las direcciones o 
departamentos de la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria. Así resultará 
imprescindible el informe de la Dirección de Planificación que contendrá el levantamiento 
planimétrico del bien inmueble a expropiarse, la descripción del proyecto a ejecutarse, 
entre otros aspectos técnicos. Por otra parte, es imprescindible que la Dirección de 
Avalúos y Catastros Agrario  de la STRA, emita su informe técnico sobre el avalúo del 
bien a expropiarse, a efectos de determinar el valor que debe pagarse y que servirá de base 
para buscar un acuerdo directo entre STRA y el dueño del predio. 
 
b) El Avaluó:- “Avaluó es la determinación del valor comercial de una cosa, referido a una fecha 
específica, tomando en cuenta las condiciones físicas del bien, su ubicación, los precios del 
mercado, la capitalización por renta y efectuado por un perito o técnico debidamente acreditado” 
(López Arévalo, El Juicio Ordinario Posterior al Juicio Ejecutivo, 2009, pág. 45)  
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De lo señalado se puede deducir que el avaluó es distinto al justo precio. El avaluó es la 
determinación del valor de una cosa que hace unilateralmente en este caso la entidad 
Estatal a través del respectivo departamento técnico o de un tercero especialista 
conforme a la Ley.  
 
El justo precio es el que se fija tomando como referencia el avalúo efectuado por el ente 
público, sea convencionalmente o judicialmente. Por tanto, el avalúo es simplemente 
referencial, no es obligatorio para el expropiado, y menos para el juez; 
consecuentemente, constituye un elemento básico que permite llegar a establecer el 
monto de la justa compensación a pagar al expropiado. 
 
Al hablar de justo precio, pago e indemnización, la misma Constitución de la República 
del Ecuador menciona, y por tanto la indemnización debe reflejar la efectiva e integra 
satisfacción del valor del bien que se transmite a la entidad pública, a lo cual se suma el 
pago de todo perjuicio que pueda sufrir el ciudadano, en aras de lograr el equilibrio 
patrimonial dispuesto por la Constitución, en virtud del reconocimiento del derecho de 
propiedad. 
 
De lo manifestado, resulta que la justa compensación no solamente se ciñe al valor 
comercial del bien o al avalúo catastral, como algunas leyes ecuatorianas disponen, sino 
también a las pérdidas actuales y reales que sufren los ciudadanos o las que devendrán 
efectivamente por el transcurso ordinario, normal y previsible de los acontecimientos. 
 
Así, no existirá justa indemnización si por un predio agrícola que está por producir 
cosecha, sólo se paga el valor del predio sin reconocer el valor de los frutos. De igual 
modo, los gastos que en relación directa con la expropiación o los inconvenientes 
económicos que ella produce, son objetos de indemnización. 
 
c) El presupuesto:- Como la expropiación, conlleva la obligación de la entidad pública de 
indemnizar o pagar el justo precio al expropiado, consecuentemente se deberá contar con 
la respectiva certificación sobre la disponibilidad de la partida presupuestaria, para cubrir 
las obligaciones derivadas del acto expropiatorio. Esta certificación será conferida por el 
Director Financiero del STRA. 
 
d) El Certificado del Registro de la Propiedad:- Este requisito es muy importante, porque nos 
permite determinar quién es el sujeto pasivo de la expropiación y posiblemente el legítimo 
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contradictor en caso de darse una controversia judicial. Además nos permitirá conocer el 
historial de dominio del bien y los posibles gravámenes que lo afectan. 
 
e) El expediente expropiatorio.- “Siendo la expropiación un acto administrativo, es muy 
importante, que todas las actuaciones relacionadas con la expropiación conformen el respectivo 
expediente que deberá estar debidamente ordenado y foliado” (López Arévalo, Tratado de 
Contratación Pública, 2011, págs. 280-281-282). 
 
En efecto, la exigencia de un "fin social" determina que la expropiación tiene un fundamento 
preciso (causa expropiandi), y mientras dicho fundamento no se constate o no exista, el derecho 
real del ciudadano permanecerá intacto, sin que sea legítimo intervenir en él o menoscabar su 
ejercicio. 
 
La causa expropiandi expresada en los términos "fin social" que emplea la Constitución debe ser 
precisada por un instrumento normativo con rango de ley, normado y legalizado a efecto que no 
existan abusos de poder por parte del Estado, es decir que el fin social sea el punto de partida 
para alcanzar un pleno desarrollo y mejorar el nivel de vida de los ciudadanos.    
 
Por eso es justamente la utilidad pública o el interés social, lo que legitima la actuación de la 
Administración; consecuentemente, todo proceso expropiatorio trae implícito la previa 
declaratoria de utilidad pública o de interés social del fin a que haya de afectarse el bien 
expropiado, que además deberá ser declarado expresa y singularmente por la autoridad 
competente. 
 
Por lo tanto la potestad expropiatoria del Estado, es simplemente un medio para lograr el 
bienestar público. La utilidad pública está íntimamente ligada con la obra pública, del servicio 
público y el dominio público. En cambio el interés social hace relación al beneficio colectivo o 
la satisfacción de una necesidad pública. (López Arévalo, Tratado de Contratación Pública, 
2011, págs. 278-279) 
 
Los sujetos que intervienen en la expropiación son los siguientes: el expropiante, expropiado y 
beneficiario. 
 
1.- Expropiante:- Es el titular de la potestad expropiatoria y que, según la Ley, sólo corresponde 
a la instancia del Estado, en este caso la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria. 
 
58 
López Arévalo William manifiesta: “El expropiante, que no puede ser otro que el Estado o sus 
instituciones, ya que es el Estado el titular de la potestad expropiatoria; por tanto, el Estado es el sujeto 
activo de la expropiación. Por tanto, la declaratoria de utilidad pública emana siempre de una autoridad 
estatal, que dependiendo de la normativa jurídica, puede ser el órgano legislativo, o también el órgano 
administrativo. Por ejemplo, en el caso de los gobiernos autónomos descentralizados, esa facultad, 
corresponde a las máximas autoridades administrativas del gobierno regional, provincial, metropolitano 
o municipal, según lo dispone el artículo 447 del COOTAD”  (López Arévalo, Tratado de 
Contratación Pública, 2011, págs. 278-279). 
 
2.- Expropiado:- Es el titular de las cosas, derechos o intereses objeto de la expropiación. La 
característica más importante es que el status de expropiado no lo adquiere en virtud de ninguna 
cualidad ni circunstancia personal, sino como consecuencia de su relación con las cosas objeto 
de la expropiación. 
 
“El expropiado, es el sujeto pasivo de la expropiación, que no puede ser otros que los titulares del 
derecho de dominio de los bienes o derechos a expropiarse”. (López Arévalo, Tratado de 
Contratación Pública, 2011, págs. 278-279) 
 
Los sujetos pasivos de la expropiación son los titulares del dominio del objeto de la 
expropiación. Pero no solo ellos sino también los llamados “titulares secundarios”, se deben 
considerar expropiados en los derechos que les corresponden. Se cita a los arrendatarios rústicos 
o urbanos e, incluso, “la jurisprudencia ha precisado que, a través de la mención legal de ‘titulares de 
intereses’ y no solo derechos, deben incluirse también a los meros precaristas” (García & Fernández, 
pág. 29).  
 
3.- Beneficiario:- Es el adquirente inmediato de la transmisión que se efectúa o el que dicho de 
otro modo, es el que se beneficia directamente del contenido del acto  expropiatorio cuando éste 
no se concreta en una transmisión de propiedad.  
 
 
El Reglamento lo define diciendo que es el sujeto que representa el interés público o social, para 
cuya realización está interesado a instar a la Administración expropiante el ejercicio de la 
potestad expropiatoria y que adquiere el bien o derecho expropiado. 
 
También se les considera como el sujeto o sujetos que representan la utilidad pública o el interés 
social, es decir, el que se beneficia directamente del acto expropiatorio. 
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Como acto administrativo que es, la expropiación deberá ser debidamente motivada, siendo 
especialmente importante la expresión de la causa de la expropiación, es decir el proyecto, 
actividad u obra a ejecutarse. En su calidad de acto administrativo, es impugnable en vía 
administrativa, conforme las reglas generales de la Administración Pública. 
 
No obstante, todas la resoluciones de expropiaciones que se den son impugnables en la vía 
judicial en la jurisdicción contencioso administrativo.  
Asimismo, siguiendo las reglas generales, la declaratoria de expropiación, puede revocarse 
discrecionalmente por la misma autoridad que la dictó, sin más trámite por tratarse de un acto 
gravoso para el ciudadano.  
 
Al ser la expropiación un acto formalmente riguroso, son varias las formalidades que debe 
cumplir, pues al no cumplir con dichas formalidades dejaríamos un vacío que devendrá en una 
causal para su nulidad.  
 
La INDEMNIZACIÓN "Los criterios genéricos de indemnización han de superar el criterio de 
proporcional equilibrio y estarán condicionados de manera que puedan ser ponderados, concretados y 
modulados por el juez". 
 
Habitualmente, el valor de la indemnización al propietario expropiado incluye el cálculo de 
tanto los daños emergentes como la pérdida de los posibles beneficios que dicho propietario 
experimente a raíz de la expropiación; aunque este no es una posesión absoluta sino que cada 
legislación determina la manera de cubrir el daño emergente sufrido por el propietario con 
menos suerte en lo referido al lucro cesante. 
 
Partimos del principio general de que la propiedad privada no puede ser tomada para una 
utilidad pública sin una justa compensación, ya que toda medida expropiatoria exige una 
indemnización como condición necesaria para su validez. 
 
El JUSTO PRECIO de no llegarse al acuerdo inicial entre Administración y expropiado, se 
sigue con el procedimiento de fijación del justo precio con expedientes para cada propietario.  
 
Durante un plazo preestablecido la administración le permite al expropiado presentar sus 
valoraciones, y tomando estas como base podrá: 
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 Aceptar la valoración de los propietarios, con ello queda fijado el justiprecio definitivo, 
y procederá a su pago. 
 
 No aceptarla, emitiendo su hoja de precio y notificándola al propietario, quien la 
aceptará o no, como último paso para que intervengan los órganos judiciales.  
 
El PAGO.- Para el pago de la expropiación es necesario el informe de la Dirección Financiera, 
para ver si existe la partida presupuestaria para realizar el pago de dicha expropiación.  
 
Una vez fijado el justiprecio se procederá al pago de la expropiación y el traslado de la 
titularidad (si no se ha hecho antes).  
 
De rehusar el propietario su cobro, se consignará en depósito a disposición del juzgado 
competente. 
 
El Destino del objeto de la expropiación.- El fin de la expropiación no es la mera privación de la 
cosa o derecho en que ésta consiste, sino el destino posterior a que tras la privación 
expropiatoria ha de afectarse el bien que se expropia.  
 
En este sentido, la expropiación es un instrumento y no un fin en sí misma, pues está siempre en 
función de una transformación, que deberá cumplir la función social. 
 
La Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario, establece como una atribución del Inda hoy 
SUBSECRETARIA DE TIERRAS Y REFORMA AGRARIA, la facultad de expropiar, como 
lo prescribe el Art. 37 literal c) “Declarar la expropiación de tierras que estén incursas en las 
causales establecidas en el artículo 43 de la presente ley”.   
 
De igual modo se instituye como una función del Director Ejecutivo el conocer y resolver sobre 
los trámites de expropiación que se eleven a él en apelación o consulta, así lo prescribe el 
numeral 2 del artículo 42.  
 
El Capítulo VII. Prescribe las Causales de Expropiación:- Articulo 43: Causales.- Las tierras 
rústicas de dominio privado sólo podrán ser expropiadas en los siguientes casos: 
 
a) Cuando sean explotadas mediante sistemas precarios de trabajo o formas no contempladas en 
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esta Ley como lícitas; 
 
b) Cuando para su explotación se empleen prácticas, incluyendo uso de tecnologías no aptas, 
que atenten gravemente contra la conservación de los recursos naturales renovables. En este 
caso, deberá ser el Director Ejecutivo del ex – INDA hoy STRA, quien declare la expropiación, 
luego de fenecido el plazo que debe conceder para que se rectifiquen dichas prácticas, el que 
será de hasta dos años calendario y, en ningún caso, menor a un año; 
 
c) Cuando las tierras aptas para la explotación agraria se hayan mantenido inexplotadas por más 
de dos años consecutivos y siempre que no estuvieren en áreas protegidas, de reserva ecológica, 
constituyan bosques protectores o sufran inundaciones u otros casos fortuitos que hicieren 
imposible su cultivo o aprovechamiento; y, 
 
d) Cuando el predio esté sujeto a gran presión demográfica.  
 
Existe gran presión demográfica cuando la población del área rural colindante al predio, 
dependiendo de la agricultura para su manutención, no puede lograr la satisfacción de sus 
necesidades básicas, sino mediante el acceso al mismo. 
 
Para la aplicación de esta causal el ex – INDA en la actualidad STRA, a petición de la 
organización interesada y previa la zonificación de las áreas en que esta causal es aplicable, le 
solicitará al MAGAP y a la ODEPLAN el estudio correspondiente para determinar si se 
cumplen las condiciones establecidas en el literal d) de este artículo. No podrán ejercer el 
derecho de petición para la aplicación de esta causal las personas naturales y jurídicas que no 
estén dedicadas a la agricultura. 
 
El Art. 44 de la Ley de Desarrollo Agrario se refiere a la Declaratoria de Expropiación.- 
Corresponde a los Directores Distritales Central, Occidental, Austral y Centro Oriental del ex – 
INDA en la actualidad STRA , con sedes en las ciudades de Quito, Guayaquil, Cuenca y 
Riobamba, respectivamente, declarar la expropiación de las tierras que estén incursas en las 
causales de expropiación establecidas en el artículo anterior. 
 
Las resoluciones de estos Directores Distritales podrán impugnarse ante el Director Ejecutivo 
del ex – INDA en la actualidad STRA, sin perjuicio de la acción contencioso administrativa. 
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El precio a pagarse será el del avalúo comercial actualizado practicado por el ex – INDA en la 
actualidad STRA, a menos que exista acuerdo entre el ex - INDA en la actualidad STRA y el 
afectado, de conformidad con lo que dispone el artículo 36 de la Ley de Contratación Pública. Si 
el afectado estuviese en desacuerdo respecto al precio, la controversia se ventilará ante los 
jueces comunes competentes, conforme a las normas establecidas en el Código de 
Procedimiento Civil. 
 
El precio antes mencionado deberá pagarse en dinero efectivo, sin cuyo pago el ex - INDA en la 
actualidad STRA no podrá tomar posesión de las tierras. 
 
El Estado, dentro del presupuesto anual del Instituto asignará los fondos necesarios para el pago 
de expropiaciones. 
 
De conformidad con el Derecho de Petición establecido en la Constitución, cualquier persona 
natural o jurídica podrá pedir al ex – INDA en la actualidad STRA que inicie un trámite de 
expropiación o denunciarle la existencia de un predio que esté incurso en alguna causal de las 
establecidas en el artículo anterior, adjuntando los presupuestos de hecho y las razones jurídicas 
que estime pertinentes. Sin embargo, el trámite administrativo para la expropiación no tendrá 
como parte sino a quienes tengan título de propiedad de dicho predio. Las resoluciones de los 
Directores Distritales subirán obligatoriamente en consulta al Director Ejecutivo del ex - INDA 
en la actualidad STRA. 
 
No podrá iniciarse nuevo trámite administrativo de expropiación sobre un predio sino después 
de cinco años de concluido el anterior. 
 
La Declaratoria de Expropiación.- "Es un acto administrativo por el cual la autoridad competente 
determina que un predio rural de propiedad privada deberá pasar al patrimonio del ex - INDA en la 
actualidad STRA por estar comprendida en alguna de las causales previstas en el art. 43 de la ley de 
desarrollo agrario". 
 
Sin embargo, el trámite administrativo para la expropiación no tendrá como parte sino a quienes 
tengan título de propiedad de dicho predio. Las resoluciones de los Directores Distritales 





Art. 46.- Transferencia.- La compra venta y transferencia de dominio de tierras rústicas de 
dominio privado es libre y no requiere de autorización alguna. 
 
Transferencia de dominio entre el ex – INDA en la actualidad STRA y el propietario cuando 
hay Acuerdo. 
 
Se debe formalizar de la siguiente manera: 
 
1.- Protocolizarse en una notaría tanto la resolución de expropiación como el acuerdo sobre el 
precio del inmueble. 
 
2.- Proceder a su inscripción en el Registrador de la Propiedad del Cantón al que pertenezca el 
inmueble expropiado. 
 
Formalizada la transferencia de dominio el ex – INDA en la actualidad STRA debe pagar el 
precio pactado, y luego, entrará en posesión del predio expropiado que pasara a formar parte de 
los planes y programas del ex – INDA en la actualidad STRA. 
 
El Reglamento de la ley de Desarrollo Agrario, prescribe en el Articulo 34 el carácter de la 
resolución de expropiación: “La resolución de expropiación de estar incurso un predio rústico en una 
causal de expropiación es un acto administrativo por el cual la autoridad competente determina que un 
predio rural de propiedad privada deberá pasar al patrimonio del ex – INDA en la actualidad STRA por 
estar comprendido en alguna de las causales prevista en el artículo 43 de la Ley de Desarrollo Agrario”.  
 
La resolución de encontrarse un predio incurso en una causal de expropiación se someterá al 
procedimiento administrativo determinado en este Reglamento.  
 
El trámite de la expropiación prescribe el Artículo 37 del Reglamento a la Ley de Desarrollo 
Agrario, “El trámite de expropiación tendrá como antecedentes la descripción, el contenido y análisis de 
los informes técnicos que se establecen en este capítulo. De haber precedido una petición o denuncia, los 
solicitantes adjuntarán los presupuestos de hecho y las razones jurídicas a que se refiere el artículo 44 de 
la Ley de Desarrollo Agrario. Los presupuestos de hechos se fundamentarán con la documentación que 
los peticionarios estimen convenientes. 
 
Las actuaciones que requieran de la intervención de funcionarios del ex – INDA en la actualidad STRA 
se efectuarán en un plazo improrrogable de noventa días”.      
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“La resolución de encontrarse un predio incurso en una de las causales del artículo 43 de la Ley de 
Desarrollo Agrario será motivada y contendrá por lo menos la enumeración, descripción, contenido y 
valoración de los informes correspondientes, incluyendo la evaluación, criterios y descargos del o los 
interesados, el certificado de haberse consignado el compromiso de pago correspondiente en el 
presupuesto institucional y la prueba de la notificación al interesado con todos los actos efectuados en el 
desarrollo del trámite”. (Ley de Desarrollo Agrario, 2008) Art. 39. 
 
Todo ello debemos tomar muy encuentra que las competencias del extinto INDA, pasaron a la 
SUBSECRETARIA DE TIERRAS, conforme al decreto presidencial N° 373 de 28-05-2010. 
Que dice: 
 
DECRETO 373 SUPRÍMASE EL INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO AGRARIO, 
INDA, CUYAS COMPETENCIAS Y ATRIBUCIONES SE TRANSFIEREN AL 
MINISTERIO DE AGRICULTURA, GANADERÍA, ACUACULTURA Y PESCA. 2010 -05-
28.-Decreto 373 de Presidente Rafael Correa Delgado.- Que el artículo 147, numerales 5 y 6 de 
la Constitución de la República del Ecuador otorga facultades al Presidente de la República para 
dirigir la Administración pública, y para crear, modificar y suprimir los ministerios, entidades e 
instancias de coordinación. Que el Consejo Superior del INDA, según se desprende del Acta de 
la Reunión de mayo 21 del 2010, resolvió que el INDA transfiera sus competencias al 
MINISTERIO DE AGRICULTURA, GANADERÍA, ACUACULTURA Y PESCA, con el fin 
de asegurar un desarrollo agrario con justicia y equidad; resolución que fue comunicada por el 
Presidente del Consejo Superior al Presidente de la República al Presidente de la República, 
mediante oficio número 0442/MAGAP/010 de mayo 21 de 2010.- Como no ha cumplido sus 
atribuciones para lo que fue creada, y enmarcada en el marco de la Política pública para 
alcanzar la soberanía alimentaria, tal como lo manda el artículo 281 de la Constitución.- Se 
suprime el INDA, se transfieren al MAGAP las competencias, atribuciones, funciones, 
administración, y en ejecución de las políticas agrarias, patrimonio, derechos y obligaciones del 
INDA.- Se cumplirán las formalidades legales, humanos lo previsto en la Ley Orgánica de 
Servicio Civil Carrera Administrativa y así como del Ministerio de Relaciones Laborales y 
materiales.- Disposición TRANSITORIA.- El INDA, mantendrá dentro de sus atribuciones la 
competencia, administración y resolución de las controversias, reclamos y demás causas 
litigiosas, que en sede administrativa, que en sede administrativa correspondieren en su 
jurisdicción, iniciadas antes de la expedición del Presente Decreto Ejecutivo, a efectos que estas 
sean resueltas en el plazo máximo de seis meses, cumplido cual se extinguirá. 
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3.2 Definición de Expropiación en Derecho Agrario  
El termino expropiar, etimológicamente, equivale a “salir de la propiedad”, convirtiéndose en 
propiedad pública. En el sentido natural el vocablo expropiación se compone de la partícula 
“ex” que implica exclusión y de “propietas, proplus, que equivale a pertenencia, por lo tanto 
expropiar significa “privar a alguien de su propiedad”. 
 
DROMI define la expropiación como: “…el instituto de derecho público mediante el cual el Estado, 
para el cumplimiento de un fin de utilidad pública, priva coactivamente de la propiedad de un bien a su 
titular, siguiendo determinado procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero, 
integralmente justa y única.” (Dromi, 2004, pág. 951) 
 
GARCÍA y FERNÁNDEZ califican la expropiación como “sacrificio de las situaciones patrimoniales 
de los administrados” (García de Enterría- Fernández G, pág. 210). 
 
COMADIRA, la define así: “La expropiación comprende todo ataque legitimo al derecho de 
propiedad” (Comadira, 2007.) 
 
GARRIDO FALLA dice que: “La expropiación, es un instrumento de Derecho Público que consiste 
en la transferencia coactiva de la propiedad de un particular a la Administración Pública, o a otro 
particular, por razón del interés público y previo pago de una indemnización”. 
 
En el Diccionario de la lengua española 2005 Espasa-Calpe, encontramos la definición: "La 
Expropiación consiste en la transferencia coactiva de la propiedad privada desde su titular al Estado, 
concretamente, a un ente de la Administración Pública dotado de patrimonio propio. Puede expropiarse 
un bien para que éste sea explotado por el Estado o por un tercero". 
 
Para COUTURE la expropiación "consiste en la acción y efecto de privar a sus propietarios, por 
causa de necesidad o utilidad pública, de bienes habitualmente inmuebles, mediante justa y previa 
compensación". 
 
La expropiación es el “Desposeimiento o privación de la propiedad, por causa de utilidad pública o 
interés social, a cambio de una indemnización previa. Es importante el estudio de la expropiación ya que 
constituye una de las potestades que utiliza el Estado para el cumplimiento de sus fines. La expropiación 
se diferencia de otras figuras jurídicas como la confiscación, en que está contemplada en la Constitución 
de la República del Ecuador y en otras leyes, lo que permite su efectiva aplicación, previo el 
cumplimiento de formalidades legales”. (Icaza Ortíz, 2010) 
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“La expropiación es el acto administrativo mediante el cual la autoridad competente en materia de 
tierras, separa del patrimonio privado las tierras para transferirlas al Estado, previo pago del precio de 
la tierra.” (Red Agraria , 2012, pág. 8) 
 
Carlos H. Pareja define la expropiación diciendo: “Es la enajenación forzosa que a su favor hace el 
estado de bienes de propiedad privada de los particulares, con destino a un servicio, obra o uso público, 
pagando generalmente una indemnización previa.” ( Sociedad Colombiana de Ingenieros, 1979, 
pág. 1) 
 
De las definiciones antes mencionadas se puede decir que la expropiación es un medio o acción 
por el cual el Estado, hace realidad el cumplimiento de fines de servicio a la sociedad, basado en 
razones de interés social, mediante el cual se transfiere unilateralmente la propiedad de un bien 
a su favor para brindar servicio a la colectividad. 
 
Para realizar la expropiación se debe seguir un procedimiento, hasta concluir con el 
reconocimiento de una indemnización o pago previo, que se fija de acuerdo al valor del bien 
expropiado, debiendo ser justa y equitativa para las partes involucrados en la expropiación. 
 
La expropiación es una figura legal diseñada por el legislador para tutelar al Estado y desarrollo 
de sus habitantes, caso contrario muchos proyectos pueden ser obstaculizados, por lo que es 
necesario que todos los procedimientos estén bien adecuada y eficientemente reglada y 
normada.  
 
De lo expresado, se puede concluir que la institución jurídica de la expropiación viene a ser 
aquel acto mediante el cual el Estado o una determinada entidad pública, por motivo de un 
interés superior es decir de la colectividad, transfiere la totalidad o ciertos bienes de 
particulares; a cambio de un pago justo al dueño de la propiedad. 
 
Actualmente la Constitución de la República del Ecuador, garantiza el derecho de la propiedad, 
sin distinción  entre propiedad mueble e inmueble, siempre que el bien cumpla con dos 
condiciones estos son: que respete el medio ambiente y que cumpla una función social. 
 
La expropiación fue creada con el fin de satisfacer el interés de la sociedad en general, 
utilizando medios legales para que a través de un acto administrativo emanado por autoridad 
competente, se realice  mediante un procedimiento de carácter administrativo establecido en la 
Ley, el traspaso o cesión del derecho de propiedad sobre un determinado bien perteneciente a un 
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particular y que se transfiere al Estado convirtiéndose en un bien público, no sin antes de 
indemnizar por el daño causado y realizar el pago del justo precio por la propiedad expropiada. 
 
3.3 Causales de expropiación  
Para realizar la expropiación en el ámbito agrario en el Ecuador, el marco legal que rige es la 
Constitución de la República del Ecuador, la Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario y su 
respectivo reglamento. 
 
En el artículo 43 de la Codificación Ley de Desarrollo Agrario, constan expresamente cuales 
son las causales de expropiación de predios rústicos de propiedad privada que a continuación 
señalo.  
 
3.3.1 Primera Causal de Expropiación 
a) “Cuando sea explotadas mediante un sistema precarios de trabajo o formas no contempladas en esta 
Ley como lícitas.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
 
De lo expuesto se pude concluir dos causales de expropiación en esta primera causales que son: 
la explotación mediante un sistema precario de trabajo y la explotación basadas en sistemas o 
medios ilícitos. 
 
La primera de estas causales que prohíbe  expresamente a los propietarios de tierras que 
fomente o impulsen el trabajo precario, para una mayor comprensión iniciare definiendo a 
quienes se llama precarista al respecto manifiesta el Dr. Luis Cueva Carrión “Es el campesino que 
posee, retiene o disfruta en precario cosa ajena. En lo forense significa que se tiene algo sin título por 
tolerancia del propietario o por inobservancia de este.” (Cueva Carrión, 2006, pág. 44) 
 
Se puede decir que el precarista es la persona del campo que trabaja en su propio beneficio una 
porción de tierra ajena, y que paga por su uso con productos, trabajo o servicios. 
 
El Art. 47 del Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario que expresa: “Se considera 
precario el trabajo en un predio rural sin contrato o estabilidad y sin plazo de duración, realizado por 
campesinos para su beneficio propio, cuando el pago por el aprovechamiento de la tierra se haga a 
través de productos o servicios no remunerados a favor del propietario…” (Reglamento General de la 
Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
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De las definiciones enunciadas se puede decir que el trabajo debe ser realizado en un predio que 
se encuentre ubicado en el sector rural del país, sin la existencia de contrato y sin estabilidad, lo 
que implica la inseguridad e inestabilidad que caracteriza al precarista en general, mismo que 
sea realizado por una persona campesina.  
 
El trabajo debe ser para beneficio propio del campesino, entonces, en el caso que el beneficio 
sea para terceras personas, éste dejaría de ser precarista más bien pasaría ser un trabajador 
dependiente de un patrono; que el pago por el uso de la tierra se lo realice a través de productos 
o servicios no remunerados a favor de propietario. 
 
En relación a la segunda causal que prohíbe la explotación de la tierra mediante el empleo de 
medios no establecidos como lícitos, se refiere a todas las formas ilícitas de trabajo que se 
encuentran descritas en el Código del Trabajo.  
 
El Art. 48 del Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario expresa “Se consideran no 
lícitas todas las formas de trabajo no contempladas en las leyes vigentes en el país o declaradas como 
ilícitas por la Constitución o la ley.” (Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario, 2008, 
pág. 10) 
 
Es decir actividades consideradas riesgosas o al cultivo de plantas prohibidos por la Ley de 
Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas entre otras. 
 
La transgresión de esta normas constituye causales de expropiación de las tierra rusticas de 
propiedad privada. 
 
Por lo tanto nadie en el Ecuador, puede explotar un predio rural utilizando sistemas precarios de 
trabajo, si lo hace, expone su propiedad a que sea objeto de expropiación. 
 
3.3.2 Segunda Causal de Expropiación 
b) Cuando para su explotación se empleen prácticas, incluyendo uso de tecnologías no aptas, que 
atenten gravemente contra la conservación de los recursos naturales renovables...” (Ley de Desarrollo 
Agrario, 2008, pág. 10) 
 
Por cultivar la tierra mediante el empleo de prácticas que atentan gravemente contra la 
conservación de los recursos naturales renovables, es la segunda causal de expropiación. 
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Esta es una causal que proteger los recursos naturales no renovables (agua, tierra, flora, y fauna) 
ante la irracional explotación que en los últimos tiempos han sufrido y que amenazan con 
extinguirlos. Como se aprecia del texto citado, se prohíbe la utilización de productos o 
tecnologías que afecten gravemente a los limitados recursos naturales que existen en el país. 
 
Atentar gravemente contra los recursos naturales renovables consta en el Art. 51 del 
Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario si en forma habitual se aplican las 
prácticas siguientes en el cultivo de la tierra: 
 
1) El uso de productos químicos agrícolas prohibidos por el MAGAP o en su país de origen; 
 
2) Técnicas o prácticas que ocasionen la erosión acelerada de la tierra; 
 
3) La tala indiscriminada de bosques que no sean de producción permanente; 
 
4) La quema indiscriminada de bosques o de vegetación natural o protectora.  
 
Debe tenerse presente que existe daño grave cuando cualquiera de estas formas son utilizadas o 
repetidas habitualmente. 
 
Una característica importante de esta causal es que no es aplicada en forma inmediata, luego de 
verificarse la existencia de los daños en el medio ambiente, sino que procede cuando el 
propietario del predio no rectificara dichas prácticas en el plazo que el Subsecretario o Delegado 
de la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria STRA le conceda, el mismo que no podrá ser 
mayor a dos años ni menor a un año.  
 
3.3.3 Tercera Causal de Expropiación 
c) Cuando las tierras aptas para la explotación agraria se hayan mantenido inexplotadas por más 
de dos años consecutivos y siempre que no estuvieran en áreas protegidas o de reserva 
ecológica constituyan bosques protectores, las que sufran inundaciones u otros casos fortuitos 
que hicieren imposible su cultivo o aprovechamiento.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, 
pág. 10) 
 
Esta causal se refiere a las denominadas tierras ociosas que son aquellas que no se encuentran en 
actual explotación ni producción y que, por lo tanto han dejado de cumplir su función social. 
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Para que proceda la expropiación de estas tierras deben verificarse los siguientes requisitos:  
 
Las tierras deben ser aptas para la producción agrícola, entonces al tratarse de suelos dañados, 
erosionados o no aptos por cualquier circunstancia, que se encuentren abandonados por dos años 
o más, resultaría imposible proponer dicho trámite expropiatorio. Deben encontrarse 
inexplotadas por más de dos años consecutivos, ello significa que la ociosidad de la tierra debe 
ser ininterrumpida, ya que si dicha explotación fuera periódica o por temporadas, esta causal es 
improcedente. 
 
Se excluyen a todas las tierras ubicadas en áreas protegidas, de reserva ecológica, bosques 
protectores y aquellas que sufran inundaciones u otros casos fortuitos que no permitan su 
explotación. 
 
En conclusión esta causal de expropiación pretende conseguir que todas las tierras aptas para la 
explotación agraria produzcan en forma permanente y no estén ociosas, porque esto ocasionaría 
un grave perjuicio social a la colectividad. 
 
3.3.4 Cuarta Causal de Expropiación. 
d) “Cuando el predio esté sujeto a gran presión demográfica...” (Ley de Desarrollo Agrario, 
2008, pág. 10). La expropiación por esta causal sólo podrá hacerse cuando existan 
informes previos favorables y concordantes del Ministerio de Agricultura Ganadería 
Acuacultura y Pesca y de la Oficina de Planificación de la Presidencia de la República 
(ODEPLAN). 
 
“Existe gran presión demográfica cuando la población del área rural colindante al predio, dependiendo 
de la agricultura para su manutención, no puede lograr la satisfacción de sus necesidades básicas, sino 
mediante el acceso al mismo…” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
 
Esta causal se refiere puntualmente a los casos en que exista gran presión demográfica. Al 
respecto el literal nos señala tres condiciones que deben concurrir para que proceda la 
expropiación:  
 
a) que la población colinde con un predio deficientemente explotado, pues de la transcripción se 
colige que en caso de que el predio colindante este explotado en forma eficiente de tal forma 
que cumpla su función social este no podrá ser expropiado;  
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b) que la población dependa de la agricultura como actividad predominante para su 
supervivencia; y,  
 
c) que dicha población se encuentre en una situación insostenible de no poder satisfacer sus 
necesidades básicas en el espacio que disponen.  
 
Además, para que inicien los trámites respectivos, deben exigir informes técnicos favorables 
emitidos por el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca y de la Oficina de 
















4 PROCEDIMIENTO DE LA EXPROPIACIÓN CONFORME A 
LA LEY DE DESARROLLO AGRARIO. 
4.1 El Procedimiento de la Expropiación 
Una de las atribuciones del ex INDA, hoy Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria conforme 
lo establece la Ley de Desarrollo Agrario en el art. 37, literal c) “ declarar la expropiación de 
tierras que estén incursas en las causales establecidas en el art.43.” (Ley de Desarrollo Agrario, 
2008, págs. 7,8) 
 
La STRA mediante acto administrativo declara la expropiación de un inmueble, previo la 
denuncia sobre un predio que esté incurso en alguna de las causales del art. 43 de la Ley de 
Desarrollo Agrario, en la práctica pueden solicitar la expropiación personas naturales o 
jurídicas, que luego son los beneficiarios de esas tierras por estar en posesión y solicitan que se 
les adjudique el predio expropiado. En el procedimiento intervienen peritos de la Dirección de 
Catastro Agrario, los mismos que realizan la inspección al predio para fijar el avalúo con la 
finalidad de establecer la indemnización al propietario. 
 
Las tierras expropiadas en aplicación de la presente Ley, pasan a formar parte del patrimonio de 
ex INDA, hoy Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria. 
 
El proceso de expropiación inicia y es de responsabilidad de las Direccione Distritales del ex - 
INDA hoy STRA, conforme consta en el primer inciso del Art. 44 de la Codificación de la Ley 
de Desarrollo Agrario, de acuerdo a su jurisdicción; y, las resoluciones de los Directores 
Distritales, se eleva en consulta al Subsecretario de Tierras y Reforma Agraria, a través de la 
Dirección de Saneamiento de Tierras, según lo establece el inciso sexto del mismo Art 44; sin 
perjuicios de la acción contencioso administrativo. 
 
No podrá iniciarse nuevo trámite administrativo de expropiación sobre un predio sino después 
de cinco años de concluido el anterior. 
Para realizar la demanda de expropiación el denunciante debe regirse en el artículo 67 del 
Código de Procedimiento Civil. 
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4.2 Demanda de Expropiación 
Para presentar la demandada de expropiación el denunciante debe invocar una de las causales 
del art.43 de la Ley de Desarrollo Agrario y además debe regirse por el artículo 67 del Código 
de Procedimiento Civil. 
 
Una vez receptado la demanda el Director Distrital de la STRA, procede a calificar la demanda 
de expropiación, en el caso de cumplir los requisitos de ley acepta a trámite; y ordena se le cite 
al presunto propietario del bien inmueble, en el domicilio señalado por el denunciante o de 
conformidad a lo establecido en el art.82 del C.P.C; en el caso del desconocimiento del 
domicilio, se cite mediante tres publicaciones en unos de los periódicos de amplia circulación 
del lugar, en caso de no haberlo, se realizará en un periódico de la capital de la provincia en 
donde se encuentre ubicado el predio; debe existir constancia del hecho y el medio utilizado 
para ello. El procedimiento no podrá continuar si no hubiere constancia expresa del 
cumplimiento de esta diligencia, ni tendrá validez sin este requisito.  
 
La citación se lo realiza con el fin de que el propietario del inmueble objeto del trámite ejerza su 
Derecho Constitucional, en el término de 20 días y la defensa proponga excepciones y presente 
en el término concedido los documentos solicitados: escritura pública con la que acredite que es 
propietario del inmueble y el certificado de gravámenes, conferido por el Registrador de la 
Propiedad. 
 
El propietario debe señale su domicilio judicial para futuras notificaciones; en esta primera 
providencia de conformidad al art.1000 del Código de Procedimiento Civil, el Director Distrital 
ordena que se inscriba la demanda y la providencia en el respectivo Registro de la Propiedad, en 
el lugar que se encuentra el bien inmueble. 
 
De igual forma en esta providencia se solicita al señor Registrador de la Propiedad del cantón 
correspondiente, el certificado con el historial de dominio de los últimos quince años del bien 
inmueble. 
 
La demanda  de expropiación contendrá: 
 
  Generales de ley, fundamentos de hecho y de derecho, debiendo estar auspiciada por un 
profesional en el derecho, constar el domicilio legal y adjuntar documentación de 
soporte. 
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 Especificaciones de identidad del propietario o propietarios. 
 
 Lugar donde se debe notificar al propietario o /os.  
 
 Domicilio legal del demandante. 
 
A esta demanda puede adjuntar además: la copia certificada de la escritura de propiedad del 
predio que será objeto de expropiación, el original del certificado de gravámenes actualizado del 
predio sujeto al trámite de expropiación. 
 
Para las personas jurídicas que solicitan la expropiación además de lo antes mencionado 
deberán adjuntar, la personería jurídica o copia certificada de la escritura de constitución de la 
compañía peticionaria o denunciante, nombramiento del representante legal. 
 
Si la petición no cumple con los requisitos, se solicitando complete en el término de 10 días, de 
ser el caso prepara el proyecto de abstención de tramitar la petición. 
 
En el art.44 de la Ley de Desarrollo Agrario señala en la parte pertinente “....Sin embargo, el 
trámite administrativo para la expropiación no tendrá como parte sino a quienes tengan título de 
propiedad de dicho predio....” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 11) 
 
4.3 Práctica de Diligencias 
Es la etapa en la cual se realizan todas aquellas acciones que permiten reunir los elementos que 
contribuyen para la sustanciación del proceso de expropiación. Se oficia al Registro de la 
Propiedad en la que se encuentra ubicado el predio que es objeto del acto administrativo de 
expropiación, para que inscriba el auto de calificación de la demanda 
 
Cumplido con el procedimiento antes señalado, una de las partes podrá solicitar inspección 
técnica al predio, para lo cual se designará un Abogado y un perito agrónomo de la Dirección de 
Titulación de Tierras, con la finalidad de establecer el estado de tenencia y explotación; un 
topógrafo de la Dirección de Catastro, a fin de que realice levantamiento planimétrico e informe 
de linderación del predio. 
 
El artículo 41 del Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario señala que el “Informe 
juramentado, de las inspecciones que se practiquen en los trámites de expropiación previstos en la Ley de 
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Desarrollo Agrario serán presentados bajo juramento.” (Reglamento General de la Ley de 
Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
 
Avaluó del Predio.-Es la acción y efecto de valorar o evaluar, de señalar a una cosa el valor 
correspondiente a su estimación, así como como ponerle un precio en este caso el valor de la 
tierra. 
 
El Director Distrital solicita, el informe técnico de avalúo comercial del predio y de la medición 
del predio, al Director de Catastro Agrario, actividad que se lo hace basado en la investigación 
de campo para determinar el avalúo comercial actualizado, conforme lo establece la Ley y los 
parámetros establecidos por la DINAC, con lo cual procederá a elaborar el informe de avalúo, 
que presenta al Director de Catastro en el término de cinco y días, y que contendrá lo siguiente: 
 
a. Fecha y número del acto o providencia que ordena la realización del avalúo. 
 
b. Ubicación geográfica, político-administrativa, real y comprobada.  
 
c. Ubicación del predio georeferenciado, con coordenadas UTM, ubicación en 
la carta IGM, y la aprobación del plano e informe de linde ración. 
 
d. Infraestructura existente, con el detalle de cantidad y tipo de material, 
dimensiones y estado. 
 
e. Infraestructura vial de acceso directo y detalle de vías internas al predio.  
 
f. Detalle de la topografía, características agronómicas y climáticas.  
g. Detalle de la clase de cultivos existentes durante la inspección, que inciden 
en el valor del avalúo comercial final. 
 
h.  Clasificación del tipo de suelos según las características indicadas. 
 
i. Cuadro de resumen del avalúo comercial, el mismo que contendrá: Clase de 
suelo, cantidad de hectáreas o metros cuadrados, valor unitario, subtotal en 




La Ley de Desarrollo Agrario en el tercer inciso manifiesta que “El precio a pagarse será el avalúo 
comercial actualizado practicado por el ex – INDA hoy Subsecretaria de tierras y Reforma Agraria, a 
menos que exista acuerdo entre el ex – INDA hoy STRA y el afectado, de conformidad con lo que dispone 
la Ley de Contratación Pública. Si el afectado estuviese en desacuerdo respecto al precio, la controversia 
se ventilará ante los jueces comunes competentes, conforme a las normas establecidas en el Código de 
Procedimiento Civil. 
 
El precio antes mencionado deberá pagarse en dinero efectivo, sin cuyo pago el ex – INDA en la 
actualidad STRA no podrá tomar posesión de la tierra.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 6) 
 
El Diccionario Jurídico Elemental de Guillermo Cabanellas de Torres, señala que el avalúo  es 
“Acción y efecto de valuar; esto es, fijar la estimación de una cosa en la moneda del país, o la indicada 
en el negocio de que se trate.” (Cabanellas de la Torre, pág. 43) 
4.3.1 Compromiso del Gasto 
Cumplida la diligencia, respecto al avalúo comercial, que no implica anticipación de 
criterio, este se remite al lugar de origen, para posteriormente poner en conocimiento de las 
partes, en el caso que las partes no estén conformes con el avalúo se procederá a una nueva 
inspección, y si no hay objeción por las mismas; se solicita a la Dirección Financiera de la 
Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria STRA la ubicación para del compromiso de 
gasto en el presupuesto institucional, conforme lo determinado en la Ley Orgánica de 
Administración Financiera y Control y la Ley de Presupuestos del Sector Publico; para lo 
cual se adjunta copia del avalúo del predio a expropiarse. 
El STRA realiza el  requerimiento al Ministerio Finanzas en cumplimiento al quinto inciso 
del Art. 44 de la Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario, en la que manifiesta “El 
Estado, dentro del presupuesto anual del ex – Instituto en la actualidad Subsecretaria de Tierras y 
Reforma Agraria asignará los fondos necesarios para el pago de expropiaciones.” (Ley de 
Desarrollo Agrario, 2008, pág. 11) 
El Director Distrital de la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria, con la confirmación de la 
ubicación de fondos por parte de la Dirección Financiera se procede con la resolución en la que 
acepta o rechaza la expropiación. 
4.3.2 Fallo de Primera Instancia 
El Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario señala que “la resolución de expropiación 
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de estar incurso un predio rústico en una causal de expropiación es un acto administrativo por el cual la 
autoridad competente determina que un predio rural de propiedad privada deberá pasar al patrimonio 
del ex INDA en la actualidad Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria por estar comprendido en 
algunas de las causales previstas en el art.43 de la Ley de Desarrollo agrario.” (Reglamento General 
de la Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 9) 
El art.39 Ibídem señala que “La resolución motivada, de encontrase un predio incurso en las causales 
del art.43 de la Ley de Desarrollo Agrario será motivada y contendrá por lo menos la enumeración, 
descripción, contenido y valoración de los informes correspondientes, incluyendo la evaluación, criterios 
y descargos del o los interesados, el certificado de haberse consignado el compromiso de gasto 
correspondiente en el presupuesto institucional y la prueba de la notificación al interesado con todo los 
actos efectuados en el desarrollo del trámite.” (Reglamento General de la Ley de Desarrollo 
Agrario, 2008, págs. 9-10) 
El acto administrativo de expropiación resuelto por el director Distrital subirán obligatoriamente 
en consulta al Subsecretario de  Tierras y Reforma Agraria, conforme consta en la parte final del 
inciso sexto del art. 44 de la Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario. 
La resolución emitida por el Director Distrital no causa ejecutoria, ya que este sube en consulta 
ante la autoridad inmediato superior que es el Subsecretario de Tierras y Reforma Agraria. 
4.3.3  Resolución de Expropiación en Segunda Instancia 
El trámite de expropiación, da inicio con el oficio del Director Distrital, que lleva adjunto el expediente 
con la resolución de expropiación, elevada a consulta o apelación al STRA. 
El cumplimiento de las disposiciones de la Ley de Desarrollo Agrario y su reglamento, obliga que el 
Director Distrital, una vez que resolvió el trámite de expropiación, eleve a Consulta o Apelación ante el 
Subsecretario de la STRA, quien a su vez avoca conocimiento del trámite de expropiación y será el 
responsable de resolver o rechazar la expropiación. 
El STRA en caso de cumplir con los requisitos de Ley, avocando conocimiento del trámite de 
expropiación y admite a trámite y disponiendo señales la casilla electrónica y el casillero judicial en la 
ciudad de Quito, para futuras notificaciones a las partes y a su vez incorpora el auto al expediente, con 
razón de notificación. 
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4.3.4 Autos para resolver 
Es la resolución administrativa, mediante el cual STRA, se pronuncia sobre las peticiones de las 
partes resolviendo los incidentes, decir las cuestiones diversas del asunto principal de la causa, 
que surgen en el proceso de tramitación de la expropiación. 
 El STRA dicta autos para resolver y es la instancia última que se le brinda al propietario para 
alegar, para lo cual se le concede 2 días término. 
4.3.5 Resolución 
Con la constancia de que conocen las partes la providencia anterior, procede a resolver en 
mérito de los autos. 
El Subsecretario de la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria resuelve el trámite de 
expropiación que puede ser: 
1) Resolución ratificando la expropiación;  
2) Resolución revocando la expropiación y desechando la demanda; o  
3) Resolución declarando la nulidad del proceso por incumplimiento del artículo  39  del 
Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario,  en cuyo  caso regresa el expediente al Director 
Distrital correspondiente, para el respectivo trámite. 
Con lo actuado se les notifica a las partes, estos de ser el caso las partes solicitan, ampliación o la 
aclaración de la resolución y recursos administrativos en el término de 15 antes de que cause 
estado. 
4.3.6 Pago de la Expropiación 
Convocatoria acuerdo directo en el precio.- Conforme lo establece el artículo 42 y del 
Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario, “declarada la expropiación de un predio mediante 
resolución, se buscará el acuerdo directo en el precio entre el ex - INDA hoy STRA y el propietario en 
un plazo máximo de noventa días, conforme las normas de la Ley de Contratación Pública." 
(Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
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El Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario en el art. 43 señala “fijación de precio. Para este 
acuerdo, el precio se fijará conforme el avalúo comercial actualizado en base de una nueva inspección 
de la Dirección de Catastro Agrario, que incluya las mejoras en el predio, siempre que hubiese 
transcurrido más de un año de haberse practicado el avalúo inicial. El precio que se convenga no 
podrá exceder de dicho avalúo en más del diez por ciento.” (Reglamento General de la Ley de 
Desarrollo Agrario, 2008, pág. 10) 
 Para la reunión se realiza mediante providencia la convocatoria al propietario, para buscar un 
acuerdo directo en el precio del predio expropiado. En la convocatoria debe constar día, hora y 
lugar en el que se llevará a cabo la reunión. Se les notificara en el respectivo casillero judicial a 
las partes y se incorpora al expediente la providencia con la razón de notificación. 
Es el cumplimiento de la prestación que constituya el objeto de la obligación, sea está una 
obligación de hacer o una obligación de dar. Constituye una forma típica de extinguir las 
obligaciones. 
La Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Publica en el art. 58.- Procedimiento de 
la adquisición de bienes inmuebles.- Cuando la máxima autoridad de la Institución Pública haya 
resuelto adquirir un determinado bien inmueble, necesario para la satisfacción de las 
necesidades públicas, procederá a la declaratoria de utilidad pública o de interés social de 
acuerdo con la Ley. 
Perfeccionada la declaratoria de utilidad pública o de interés social, se buscará un acuerdo 
directo entre las partes por el lapso de (90) días. 
Para este acuerdo el precio se fijará, tanto para bienes ubicados en el sector urbano como en el 
sector rural, en función del avalúo realizado por la Dirección o Jefatura de Avalúos y Catastros 
de la Municipalidad en que se encuentran dichos bienes, que considerará los precios de la zona. 
El precio que se convenga no podrá exceder del diez por ciento sobre dicho avalúo. 
Se podrá impugnar el precio más no el acto administrativo, en vía administrativa. 
El acuerdo y la correspondiente transferencia de dominio, se formalizarán en la correspondiente 
escritura pública que se Inscribirá en el Registro de la Propiedad. 
En el supuesto caso en que no sea posible un acuerdo directo se procederá a un juicio de 
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expropiación conforme al trámite previsto en el Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de 
recibir a cuenta el precio final que se disponga pagar el valor que preliminarmente ha propuesto 
la Institución Pública respectiva. El juez en su resolución no está obligado a sujetarse al avalúo 
establecido por la Dirección de Avalúos y Catastros de la Municipalidad. 
Para la transferencia de inmuebles adquiridos por declaratoria de utilidad pública, los dueños 
deberán tener cancelados todos los impuestos correspondientes a dicha propiedad, excepto el 
pago de la plusvalía y los que correspondan a la transferencia de dominio que no se generarán 
en este tipo de adquisiciones. Si los tributos se mantuvieran impagos del precio de venta se los 
deducirá. 
4.3.7 Audiencia de acuerdo entre propietario y  la STRA 
Conforme convocatoria se reúnen en día, hora y lugar señalado para acordar el precio del predio 
expropiado. Para el efecto asisten, Subsecretario, Secretario General de la STRA, analista 
sustanciador de la Dirección de Saneamiento de tierras que está a cargo el trámite y el 
propietario. Llegado al acuerdo se procede a redactar y suscribir el acta y que es firmado por los 
comparecientes al acto. 
De lo actuado corre traslado con el acta, disponiendo se proceda con la entrega recepción del 
predio y hecho que sea, la acreditación del justiprecio a favor del propietario, disponiendo a 
falta de acuerdo, remitir lo actuado a la Función Judicial para la determinación del precio de la 
expropiación. 
4.3.8 Reavalúo del Predio 
El reavalúo tiene lugar únicamente cuando ha  transcurrido más  de un año de realizado el 
avalúo original y que este impago el precio por concepto de la expropiación.  
4.3.9 Ejecución de Pago 
Registrada la transacción contable y presupuestaria, se ejecuta el pago y se remite copia de la 
resolución al Distrito donde se originó el trámite 
Cumplida la entrega recepción del predio, en la que participan un Delegado del Subsecretario de 
la STRA, que generalmente es la persona que ha venido llevando el trámite, un técnico en 
topografía para fines de verificación de los linderos, un secretario y el Delegado del Director 
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Financiero. 
Transferencia de dominio entre el ex – INDA en la actualidad STRA y el propietario cuando 
hay acuerdo. 
Se debe formalizar de la siguiente manera: 
1.- Protocolizarse en una notaría tanto la resolución de expropiación como el acuerdo sobre el 
precio del inmueble. 
2.- proceder a su inscripción en el Registrador de la Propiedad del Cantón al que pertenezca el 
inmueble expropiado. 
Formalizada la transferencia de dominio el Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria debe 
pagar el precio pactado, y luego, entrará en posesión del predio expropiado que pasara a formar 
parte de los planes y programas del STRA. 
Mientras no realice el pago no podrá entrar en posesión del predio 
4.3.10 Acta  de entrega recepción del predio expropiado 
Debe aplicarse el Reglamento de Bienes del Sector Público, después de haber pagado debe 
haber la entrega recepción con la suscripción de una acta respectiva entre todos los 
intervinientes. 
4.4 Estatuto del régimen jurídico administrativo de la función ejecutiva 
En la administración pública rige el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva; por lo que las partes pueden interponer los Recurso de Reposición, Apelación y 
Revisión. 
4.4.1 Recurso de Reposición (art. 174.Ibidem) 
El acto administrativo de expropiación puede ser sujeto de Recurso de Reposición, interpuesto por 
cualquiera de las partes ante la misma STRA, conforme lo establece el  Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva. 
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1.- Los actos administrativos que no ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 
posteriormente, a elección del recurrente, en reposición ante el mismo órgano de la 
administración que los hubiera dictado o de ser impugnados directamente en apelación ante los 
ministros de Estado o ante el máximo órgano de dicha administración. 
2.- Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos subjetivos 
directo del administrado.  
Art. 175.- Plazos. 
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de 15 días, si el acto fuera 
expreso. Si no lo fuera, el plazo será de dos meses y se contará, para otros posibles interesados, 
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el 
acto presunto. Transcurridos dichos plazos, únicamente podrá interponerse recurso contencioso 
- administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de 
revisión. 
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de dos meses. 
3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho 
recurso. Contra la resolución de un recurso de reposición podrá interponerse el recurso de 
apelación, o la acción contencioso - administrativa, a elección del recurrente. 
4.4.2 Recurso de Apelación (art. 176 Ibídem) 
El Recurso de Apelación se puede interponer ante el MAGAP 
1. Las resoluciones y actos administrativos, cuando no pongan fin a la vía administrativa, 
podrán ser recurridos en apelación ante los ministros de Estado o ante el máximo órgano de 
dicha administración. El recurso de apelación podrá interponerse directamente sin que medie 
reposición o también podrá interponerse contra la resolución que niegue la reposición. De la 
negativa de la apelación no cabe recurso ulterior alguno en la vía administrativa. 
2. Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos subjetivos 
directos del administrado. 
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Art. 177.- Plazos. 
1. El plazo para la interposición del recurso de apelación será de 15 días contados a partir del 
día siguiente al de su notificación. 
Si el acto no fuere expreso, el plazo será de dos meses y se contará, para otros posibles 
interesados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzcan los efectos del silencio administrativo. 
Transcurridos dichos plazos sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos 
los efectos. 
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de dos meses. Transcurrido este 
plazo sin que recaiga resolución, se entenderá favorable el recurso. 
3. Contra la resolución de un recurso de apelación no habrá ningún otro recurso en vía 
administrativa, salvo el recurso extraordinario de revisión en los casos aquí establecidos. 
4.4.3 Recurso Extraordinario de Revisión (art.178 Ibídem) 
Las partes o uno de ellos pueden interponer el Recurso Extraordinario de Revisión ante el 
MAGAP 
En la vía administrativa también se pude proponer de conformidad a lo señalado por el art. 178 
del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, el Recurso 
extraordinario de revisión. Los administrados o los ministros de Estado o las máximas 
autoridades de la Administración Pública Central autónoma, en el caso de resoluciones 
expedidas por dichos órganos, por sus subordinados o por entidades adscritas, podrán interponer 
ante los ministros de Estado o las máximas autoridades de la Administración Pública Central 
autónoma la revisión de actos o resoluciones firmes cuando concurran alguna de las causas 
siguientes: 
 
a) Que hubieren sido dictados con evidente error de hecho o de derecho que aparezca de los 
documentos que figuren en el mismo expediente o de disposiciones legales expresas; 
 
b) Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental ignorados al 
expedirse el acto o resolución que se trate; 
84 
c) Cuando en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios falsos 
declarados en sentencia judicial, anterior o posterior a aquella resolución; y, 
 
d) Cuando la resolución se hubiere expedido como consecuencia de uno o varios actos 
cometidos por funcionarios o empleados públicos tipificados como delito y así declarados en 
sentencia judicial firme. 
 
El recurso de revisión se podrá interponer en el plazo de tres años a partir del inicio de su 
vigencia en los casos de los literales a) y b), y de tres meses a partir de la ejecutoria de la 
sentencia condenatoria, siempre que no hayan transcurrido cinco años desde el inicio de la 
vigencia del acto de que se trate en los otros casos. 
 
El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión 
a trámite, cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en este artículo. 
 
El órgano competente para conocer el recurso de revisión deberá pronunciarse no sólo sobre la 
procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el 
acto recurrido. 
 
Art. 179.- Fin de la vía administrativa. 
 
Ponen fin a la vía administrativa: 
 
a. Las resoluciones de los recursos de apelación y revisión; 
 
b. Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo 
que una ley establezca lo contrario; 
 
c. Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o 
reglamentaria así lo establezca; y, 
 
d. Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del 
procedimiento. 
 
Para interponer el recurso se debe regirse a lo establecido en el art.180 Ibídem. 
a. El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo; 
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b. El acto que se recurre y la razón de su impugnación; 
 
c. Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del lugar o medio que se señale a 
efectos de notificaciones; 
 
d. Órgano de la Administración Pública Central o unidad administrativa al que se dirige; 
 
e. La pretensión concreta que se formula; 
 
f. La firma del compareciente, de su representante o procurador y la del abogado que lo 
patrocina; y, 
 
g. Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas. 
 
2. El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para 
su tramitación, siempre que se deduzca su verdadera intención y carácter. 
 
3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes 
los hubieren causado. 
 
4.5 Caso Práctico 
 VOTO CONJUNTO PARCIALMENTE DISIDENTE DE LA JUEZA CECILIA MEDINA 
QUIROGA Y  EL JUEZ AD-HOC DIEGO RODRÍGUEZ PINZÓN.- EN EL CASO 
SALVADOR CHIRIBOGA VS. ECUADOR.-SENTENCIA DE MARZO 3 DE 2011:-  
Estamos de acuerdo con la decisión de la Corte, y en particular con lo dispuesto por este 
Tribunal en cuanto a los pagos diferidos a cinco años en los párrafos 102, 103 y 104, pero 
discrepamos en lo relacionado con la falta de asignación de intereses sobre el monto pendiente 
de pago durante esos cinco años en esos mismos párrafos. Consideramos que la Corte ha debido 
establecer el derecho de la víctima a percibir intereses anuales sobre los montos pendientes de 
pago durante cada uno de los cinco años establecidos como modalidad diferida de pago (párrs. 
102-104). La Corte ha debido reconocer dichos intereses tomando en cuenta que la víctima no 
ha recibido efectivamente la totalidad del pago debido a que se han diferido en cinco tractos 
equivalentes para facilitar al Estado el poder descargar esa obligación. La víctima ha tenido que 
esperar más de 14 años para que se le indemnice por la expropiación, y la sentencia de la Corte 
posterga el cumplimiento total de esa obligación hasta el 30 de marzo de 2016. Desde el 2011 
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hasta el 2016 la víctima no habrá recibido la totalidad de la indemnización a que tiene derecho, 
con la carga adicional de que a partir de la fecha de la sentencia de reparaciones dejarán de 
percibir los intereses sobre la indemnización, intereses que si les fueron reconocidos por la 
Corte desde julio de 1997 hasta febrero de 2011. De esta forma la Corte efectivamente ha 
menoscabado el monto de la justa indemnización y los intereses correspondientes que le había 
reconocido a la víctima en primer término.- La sentencia de mayoría no invoca razón alguna 
para haber tomado esta decisión de no conceder intereses por un pago en cuotas de una 
indemnización y una reparación, como es la invariable jurisprudencia de este Tribunal. Nosotros 
no advertimos ninguna razón para una desviación de esta naturaleza y estimamos que la 
sentencia debió proporcionarla si quería innovar respecto de la jurisprudencia establecida.- 
Cecilia Medina Quiroga Diego Rodríguez Pinzón.- Jueza Juez ad-hoc.- Pablo Saavedra 
Alessandri.-Secretario.- VOTO PARCIALMENTE DISIDENTE DEL JUEZ SERGIO 
GARCÍA RAMÍREZ CON RESPECTO A LA SENTENCIA DE LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN EL CASO SALVADOR 
CHIRIBOGA VS. ECUADOR, DEL 3 DE MARZO DE 2011.- 1. He concurrido con la 
mayoría de los integrantes de la Corte en la adopción de todos los puntos que abarca la 
sentencia de excepción preliminar y fondo del Caso Salvador Chiriboga, del 6 de mayo de 2008. 
Ahora coincido en varios puntos de la condena a reparaciones aprobada el 3 de marzo de 2011 y 
difiero en algunos. En este mismo sentido se han pronunciado otros colegas que intervinieron en 
esta resolución.-2. Quiero subrayar, como lo he hecho en otros casos, que mis reservas o 
discrepancias no implican desatención o rechazo para las buenas razones esgrimidas por quienes 
sustentan puntos de vista diferentes. Dejo a salvo --lo he hecho siempre, a lo largo de muchos 
años-- la decisión mayoritaria del Tribunal y las reflexiones de sus integrantes, que siempre me 
han merecido aprecio y respeto.- 3. No abrigo duda alguna (como se desprende de mi 
participación en la sentencia de excepción preliminar y fondo) sobre la violación del derecho a 
la propiedad, consagrado por el artículo 21 de la Convención Americana, en agravio de quien 
figura como víctima en el presente caso. Hubo violación. Es evidente. Es reprobable. Por ello 
fue objeto de declaración por el Tribunal y debe ser motivo de condena en la sentencia sobre 
reparaciones.- 4. Tampoco tengo duda alguna acerca de la procedencia de reparar esa violación 
a través de una indemnización justa --entre otras medidas-- como se deduce del artículo 21.2, en 
relación con los artículos 63.1 y 1.1, de la misma Convención, y como lo dispuso la Corte 
Interamericana en la citada sentencia del 6 de mayo de 2008.- 5. La reparación patrimonial, bajo 
la forma de indemnización justa que compense a la víctima, sin generar enriquecimiento o 
empobrecimiento de ésta --así lo ha establecido la jurisprudencia constante de la Corte 
Interamericana--, constituye la forma natural y acostumbrada de responder a la violación del 
derecho a la propiedad privada, referente al uso y goce de bienes, que en esta hipótesis son 
bienes materiales, inmobiliarios, afectados por medidas de expropiación por causa de interés 
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social.- 6. El monto de esa reparación indemnizatoria suele resultar de una apreciación fundada 
sobre el valor del bien material en cuestión, establecida con apoyo en factores objetivos que 
brinden razonable certeza. A ese monto es pertinente agregar otras cargas, como las relativas a 
intereses por el transcurso del tiempo sin satisfacción del derecho afectado. En este sentido, la 
apreciación sobre el valor de un objeto suele presentar problemas menores que los inherentes a 
la valoración para fines indemnizatorios de bienes de otra naturaleza, como la vida, la 
integridad, la libertad.- 7. Es altamente deseable que un litigio de estas características 
desemboque en una solución pactada, de buena fe y con equidad, entre la víctima y el Estado al 
que se imputa la violación y que efectivamente la ha cometido. Se trata, ciertamente, del espacio 
regular para la solución compositiva, tanto en lo que respecta al reconocimiento mismo de la 
violación cometida como en lo que atañe a la reparación debida. En otros casos es inoperante el 
acuerdo entre las partes. En éstos, en cambio, constituye la opción deseable y razonable.- 8. En 
la hipótesis de referencia, el acuerdo debía precisar el monto de la indemnización a cargo del 
Estado --que indudablemente se halla obligado a proveerla-- y a favor de la víctima --que 
incuestionablemente es acreedora a esta prestación.- 9. La Corte Interamericana procuró alentar 
ese acuerdo, como se observa en los puntos decisorios 4 y 5 de la sentencia del 6 de mayo de 
2008. En este sentido, propició la valoración del inmueble por un tercero competente para este 
fin, que mereciera la conformidad de las partes y tomara en cuenta los extremos a considerar 
con ese propósito, establecidos en la sentencia de fondo de la Corte. La búsqueda de una 
solución compositiva adecuada ha llevado más tiempo del inicialmente previsto.- 10. Los 
avalúos practicados antes del proceso ante la Corte Interamericana --inclusive los presentados a 
instancias nacionales-- y en el curso de aquel proceso muestran profundas diferencias. Éstas se 
refieren tanto a la calificación sobre la naturaleza y uso del inmueble (que incide en su valor 
para efectos de indemnización) como a las cifras que resultan del examen practicado por los 
diversos peritos que intervinieron. Al respecto, es particularmente ilustrativo el párrafo 63 de la 
sentencia a la que se refiere este voto.- 11. En consecuencia, la Corte no ha contado con 
elementos de análisis claros, suficientes y aceptados por los litigantes. Por lo demás, la 
determinación última atañe en definitiva a la responsabilidad y misión del Tribunal, "perito de 
peritos", y no se descarga en el parecer de los expertos o en la adopción más o menos 
automática de una especie de "promedio" entre cifras muy distantes entre sí, en lo que respecta a 
sus fundamentos y a su cuantía.- 12. El Tribunal, que ya había manifestado disponer de la 
"facultad de verificar si (el) acuerdo (al que eventualmente llegaran el Estado y los 
representantes de la víctima) es conforme con la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos", se vio finalmente ante un desacuerdo que le obligaba a tomar íntegramente la 
controversia sobre reparación y adoptar una decisión sin el apoyo que ofrecerían la decisión de 
las partes y la coincidencia (así fuese relativa) en el parecer de los peritos.- 13. Así las cosas, se 
presentó la necesidad de resolver en equidad, según se menciona en el párrafo 84 de la sentencia 
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del 3 de marzo de 2011. Ahora bien, las consecuencias de esta aplicación de la equidad a un 
problema que idealmente debió resolverse con otras referencias, cualitativas y cuantitativas --
que no fue posible alcanzar, como ya se dijo-- dividió la opinión de los juzgadores y ahora 
explica la emisión de consideraciones y sufragios separados.- 14. En mi concepto, la equidad --
justicia del caso concreto, atenta a las características de éste-- supone, en el litigio sub judice, 
una ponderación más penetrante sobre el conjunto de conceptos que explícita o implícitamente 
encierran los artículos 21.1, 21.2, 32.2 y 63.1 de la Convención Americana, dado que existe --
siempre al abrigo de la equidad-- la necesidad de moverse en un amplio espacio entre cifras muy 
distintas y muy distantes entre sí. Es preciso encontrar, en ese amplio espacio, alguna cifra que 
resulte razonable para el alcance de los fines a los que debe atender la Corte en esta 
oportunidad.- 15. Debo poner énfasis, para acotar la lectura de este voto particular, en que no 
estoy regresando, en modo alguno, a la materia de la sentencia de fondo, ni reconsiderando o 
releyendo sus términos. Esta sentencia dijo lo que había que decir acerca de la legalidad 
material de la expropiación, la legalidad formal del procedimiento, la presencia de una causa de 
utilidad pública o de interés social y otros extremos de su incumbencia. Lo que procuro --a mi 
leal saber y entender-- es deducir de la Convención y de la sentencia de fondo el sustento para la 
identificación de una cuantía razonable en concepto de indemnización.- 16. La Corte ha 
resuelto, por mayoría, cuál es esa cifra. No plantearé ninguna otra, pero sí manifestaré que en mi 
concepto la cantidad fijada en la sentencia del 3 de marzo pudo ser más moderada y de esta 
forma servir con mayor equidad a la solución del indudable problema que se presenta en la 
tensión entre el derecho de una persona a la propiedad privada y la expectativa social de la 
comunidad en cuyo beneficio se ha realizado la expropiación. Ambos objetivos son plausibles. 
Es preciso atenderlos, sobre todo cuando se trata de operar con equidad a falta de datos 
concluyentes de otro carácter.- 17. Me parece que la propia Corte ha considerado algunas 
implicaciones de la decisión adoptada, que deberá ser cumplida por el Estado ecuatoriano, y 
quizás más específicamente --en términos prácticos-- por la comunidad de Quito, que ahora 
enfrenta dos atenciones insoslayables: llevar adelante el proyecto ecológico que beneficiará la 
salud de esa comunidad y cubrir la indemnización que se debe --con plena justificación, porque 
deriva de la infracción a un derecho individual-- a la víctima en este asunto.- 18. Digo que la 
Corte ha considerado de alguna manera --implícitamente-- las circunstancias en las que opera y 
las consecuencias que tiene su sentencia, en tanto permitió que el Estado cubra la indemnización 
en un plazo de cinco años, sin que este diferimiento en el pago completo traiga consigo nuevas 
cargas por concepto de intereses. Creo que no se habría resuelto en esta forma si no se hubiese 
advertido y apreciado la tensión existente entre derechos respetables y la dificultad en pagar de 
una vez, o en un corto plazo, o con intereses por el transcurso del tiempo, una suma tan elevada 
(en las circunstancias que aquí se presentan), que acaso gravita muy severamente sobre las 
finanzas de la comunidad de Quito y en este sentido probablemente pesa sobre el alcance de un 
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objetivo de interés social.- 19. No omitiré mencionar –recurriendo más bien a mi memoria que a 
información puntual sobre toda la jurisprudencia de la Corte Interamericana-- que esta condena 
por violación del derecho a la propiedad particular es la más elevada en la historia de aquélla a 
lo largo de treinta años. Nunca antes se ha dictado condena que se aproxime siquiera a ese 
monto en casos de ejecuciones extrajudiciales (de alguna o algunas personas, o masacres que 
privan de la vida a decenas o centenares de seres humanos), ni en supuestos de torturas o 
desapariciones forzadas.- 20. Por supuesto, la consideración que menciono en el párrafo anterior 
--que impulsó alguna de mis preocupaciones al estudiar el caso y meditar sobre la sentencia-- no 
pretende cuestionar en modo alguno ni la existencia evidente de una violación a un derecho no 
menos respetable y amparable que cualquier otro contenido en la Convención, ni hacer de lado 
datos objetivos para valorar el daño causado (que no los hubo suficientemente en este caso, 
como no los hay --ni podría haberlos-- a la hora de examinar para efectos de indemnización la 
pérdida de la vida, la lesión a la integridad, la supresión injusta de la libertad), ni reconsiderar el 
texto del artículo 21 y la decisión acogida en la sentencia de fondo, que yo suscribí.- Sergio 
García Ramírez.- Juez.- Pablo Saavedra Alessandri.- Secretario.- VOTO PARCIALMENTE 
DISIDENTE DEL JUEZ LEONARDO A. FRANCO CON RESPECTO A LA SENTENCIA 
DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN EL CASO 
SALVADOR CHIRIBOGA VS. ECUADOR, DEL 3 DE MARZO DE 2011.-1. En la Sentencia 
de excepción preliminar y fondo dictada en el Caso Salvador Chiriboga vs. Ecuador, del 6 de 
mayo de 2008, la Corte declaró la violación del derecho a la propiedad privada consagrado en el 
artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los derechos 
a las garantías y protección judiciales consagrados en los artículos 8.1 y 25.1, todo ello en 
relación con el artículo 1.1 de ese instrumento, en perjuicio de María Salvador Chiriboga.- 2. En 
dicha Sentencia, la Corte resolvió que la determinación del monto y la forma de pago de la 
reparación indemnizatoria por la expropiación de los bienes, así como cualquier otra medida 
tendiente a reparar las violaciones declaradas, se hicieran de común acuerdo entre el Estado y 
los representantes de las víctimas, reservándose la facultad de verificar si el acuerdo al que 
arribaran las partes resultaba conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos.- 
3. Los representantes de las víctimas y el Estado no arribaron a un acuerdo dentro del plazo 
fijado por la Corte, por lo que, conforme surgía del párrafo resolutivo 5 de la Sentencia de 
fondo, la Corte debió resolver íntegramente la controversia sobre reparaciones y adoptar una 
decisión sin el apoyo que eventualmente hubiera ofrecido la voluntad consensuada de las 
partes.- 4. En la Sentencia de fondo se fijaron, básicamente, dos criterios para orientar la 
valorización de la reparación indemnizatoria: a) el valor comercial del bien "anterior a la 
declaratoria de utilidad pública de éste"; y b) "el justo equilibrio entre el interés general y el interés 
particular".- 5. Si bien he concurrido con la mayoría de los integrantes de la Corte en la decisión 
vertida en la Sentencia de excepciones y fondo, soy de la opinión de que la utilización de los 
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criterios sentados para la reparación indemnizatoria, podría haber conducido a establecer un 
monto inferior al decidido en el párrafo 84 de la presente. En tal sentido, adhiero y comparto los 
criterios que con mayor experticia y experiencia desarrollan el Dr. García Sayán y el Dr. García 
Ramírez en los votos parcialmente disidentes que acompañan esta Sentencia.- 6. Por un lado, 
cabe considerar que los diferentes avalúos practicados a fin de determinar el "valor comercial" 
del bien expropiado, rendidos tanto en las instancias nacionales como ante esta Corte, muestran 
profundas diferencias. El preciado "justo equilibrio" no puede resultar en la adopción más o 
menos automática de una especie de "promedio" entre cifras muy distantes entre sí.- 7. Si bien 
el mentado "valor comercial" debe constituir una referencia a la hora de establecer el monto 
indemnizatorio en casos de expropiaciones por causa de utilidad pública o interés social, para 
concretar el propósito del "justo equilibrio" deben ponderarse especialmente los intereses 
contrapuestos en juego en el caso concreto y con especial foco en el interés general. La 
necesidad de armonizar y equilibrar los derechos en tensión, impiden asimilar absolutamente el 
concepto de "indemnización justa" a que se refiere el artículo 21.2 de la Convención Americana 
con el de "valorización comercial", por la influencia que el interés general puede ejercer en el 
caso particular. En tal sentido se ha expresado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
cuando afirmó que objetivos legítimos de interés público como los que se persiguen en las 
medidas de reformas económicas o las que están destinadas a una mayor justicia social pueden 
requerir menos que el reintegro de un valor de mercado.- 8. En el presente caso, la Corte se vio 
en la necesidad de ponderar, por un lado, que el Estado acreditó "un interés legítimo o general 
basado en la protección del medio ambiente" del que se beneficiaron todos los habitantes del 
Municipio de Quito con el establecimiento del Parque Metropolitano. Por otro lado, la Corte 
consideró que el Estado había incumplido con sus obligaciones en el respeto a las garantías 
judiciales, ya que los recursos interpuestos habían excedido para su resolución el plazo 
razonable y, por tanto, habían carecido de efectividad, privando indefinidamente a la víctima de 
su bien, así como del pago de una justa indemnización, convirtiendo a dicha expropiación en 
arbitraria.- 9. Sin embargo, considero que no se ha tenido debidamente en cuenta dentro del 
factor del interés general, la capacidad presupuestal del Municipio de Quito, si se pretendía 
valorar de manera adecuada el potencial impacto que tendrá en la comunidad la erogación fiscal 
necesaria para asumir el pago de la indemnización fijada por la Corte. Un criterio de equidad 
que considerara las características propias del caso concreto, hubiera exigido una especial 
ponderación del interés general que se verá potencialmente afectado en las consecuencias del 
pago de la Sentencia de reparaciones dispuesta por la Corte.-Leonardo A. Franco.- Juez.- 
 
4.6 Adjudicación de tierras  
El Diccionario Jurídico Elemental de Guillermo Cabanellas de Torres, la define a la 
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adjudicación señalando que es “Declaración de que algo concreto pertenece a una persona.” 
(Cabanellas de Torres, 2006, pág. 25) 
 
“Etimológicamente proviene del latín “adjudicare” y significa atribuir a alguien la propiedad o autoría 
de una cosa o hecho.” (http:www.de conceptos. com/ciencia-jurídicas/adjudicación.) 
 
Es la acción y efecto de conceder a uno la propiedad de alguna cosa, la adjudicación se lo 
realiza por autoridad administrativa competente. 
 
La adjudicación consiste en el acto administrativo público de disposición o enajenación, a través 
del cual el Estado por intermedio del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca 
y este a su vez por intermedio de la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria, legaliza la 
tenencia de un predio de su patrimonio a favor de quienes cumplan los requisitos señalados en la 
Ley y su Reglamento. 
 
Para realizar la adjudicación de tierras existen normas expresas que garantiza la tenencia de la 
tierra, mismos que a  continuación las citare.  
 
En el numeral 5 y 11 del art. 57 de la Constitución de la República del Ecuador respectivamente 
señala “mantener la posesión de las tierras y territorios ancestrales y obtener su adjudicación gratuita.” 
(Constitución de la República del Ecuador, 2011, pág. 16) 
 
“No ser desplazados de sus tierras ancestrales (Constitución de la República del Ecuador, 2011, pág. 16) 
 
En el numeral 4 del art.281 Ibídem, manifiesta “promover políticas redistributivas que permitan el 
acceso del campesinado a la tierra.....” (Constitución de la República del Ecuador, 2011, pág. 16) 
 
 En la Ley de Desarrollo Agrario, el respectivo reglamento y consta las atribuciones, el 
procedimiento y los requisitos para solicitar la adjudicación de tierras, ya sean por personas 
naturales o jurídicas. 
 
El art.37 de la Ley de Desarrollo Agrario, señala las atribuciones del ex-INDA hoy STRA en el 
literal a) “Otorgar títulos de propiedad a las personas naturales o jurídicas que estando en posesión de 
tierras rústicas y teniendo derecho a ellas, carecen de título de propiedad; b) Adjudicar las tierras que 
son de su propiedad.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 7) 
 
La ley de Desarrollo Agrario en el art. 38 señala que “Patrimonio del ex-INDA hoy STRA.- Forman 
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parte del patrimonio del ex-INDA: 
 
1.- Todas las tierras rústicas que formando parte del territorio nacional carecen de otros dueños; 
 
2.- Las que mediante resolución que cause estado al amparo de las Leyes de Reforma Agraria y de 
Tierras Baldías y Colonización, entraron al patrimonio del Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y 
Colonización y aún no han sido adjudicadas; y,  
 
3.- Las que sean expropiadas en aplicación de la presente Ley.  
 
Se exceptúan expresamente del patrimonio del ex-INDA las tierras que, son administradas por el 
Ministerio del Ambiente.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, págs. 7-8) 
 
El art. 49 Ibídem señala de “Legalización.- El Estado protegerá las tierras del ex – INDA hoy STRA 
que se destinen al desarrollo de las poblaciones montubias, indígenas y afroecuatorianas y las legalizará 
mediante adjudicación en forma gratuita a las comunidades o etnias que han estado en su posesión 
ancestral, bajo la condición de que se respeten tradiciones, vida cultural y organización social propias, 
incorporando, bajo responsabilidad del ex – INDA hoy STRA....” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, 
pág. 12) 
 
La adjudicación es un acto administrativo mediante el cual la autoridad competente transfiere la 
propiedad de la tierra al posesionario que reúne todos los requisitos establecidos en la Ley y el 
Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario. 
 
Los posesionarios deben acudir a las Direcciones Distritales o delegaciones provinciales de la 
Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria, del lugar en donde se encuentra el inmueble objeto 
de la solicitud de adjudicación para su legalización. 
 
El art. 50 Ibídem “Adjudicación.- Ex – INDA hoy STRA legalizará mediante adjudicación en favor de 
los posesionarios, las tierras rústicas de su propiedad, cuando se compruebe una tenencia 
ininterrumpida mínima de cinco años, previo su pago de acuerdo al avalúo practicado por el ex – INDA 
hoy STRA. 
 
El avalúo se realizará con sujeción a la clasificación y valoración de los terrenos elaborados con 
anterioridad por la DINAC, a través del organismo competente del ex – INDA hoy STRA. Para el 
establecimiento de los precios a pagarse, se tomarán en consideración los siguientes factores:  
a) clase de suelo y ubicación geográfica del predio;  
b) destino económico;  
c) infraestructura; y,  
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d) situación socioeconómica del adjudicatario.  
 
El valor de la tierra será pagado al contado y en dinero de curso legal. 
 
La explotación de la tierra adjudicada deberá hacerse de conformidad con el plan de manejo sustentable 
del área...” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 12) 
 
El Art. 51 Ibídem “Adjudicación de otras tierras.- Las demás tierras que forman o lleguen a formar 
parte del patrimonio del INDA serán adjudicadas a personas naturales, cooperativas, empresas, 
comunidades indígenas, asociaciones u organizaciones para que las hagan producir eficientemente y 
cuyos planes de manejo no atenten al medio ambiente y al ecosistema.  
 
El precio de las mismas será establecido por el Instituto Nacional de Desarrollo Agrario hoy STRA, y se 
pagará al contado. Los valores ingresarán al Banco Nacional de Fomento para la creación de un fondo 
destinado a la compra de tierras o crédito de capacitación para pequeños productores. Si los adquirentes 
de la tierra son campesinos, indígenas, montubios o afroecuatorianos, o entidades asociativas de los 
mismos, se les concederá un plazo de hasta diez años para pagar, con dos años de gracia, sobre tasas de 
interés iguales a las preferenciales del Banco Nacional de Fomento.” (Ley de Desarrollo Agrario, 
2008, pág. 12) 
 
Con la adjudicación que realiza la STRA a favor del posesionario de la tierra, brinda seguridad 
al dueño de la propiedad y este con el título de propiedad puede acceder a créditos y asistencia 
técnica, para desarrollar proyectos productivos que mejoren el buen vivir y hacer efectivo el 
derecho a la soberanía y seguridad alimentaria. 
 
El art. 52 Ibídem “Titulación.- La titulación de las tierras se hará mediante resolución expedida por el 
Subsecretario de la STRA. Esta resolución será luego protocolizada en una Notaría e inscrita en el 
Registro Cantonal de la Propiedad que corresponda.” (Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 12) 
 
La adjudicación de tierras a personas que están en posesión se realiza mediante un 
procedimiento conforme lo señala el art.62 de la Reglamento General  de la Ley de Desarrollo 
Agrario “En las adjudicaciones de tierras del STRA se utilizarán en lo aplicable los procedimientos 
previstos en la Ley de Desarrollo Agrario, y demás normas aplicables.” (Reglamento General de la 
Ley de Desarrollo Agrario, 2008, pág. 13) 
 
La adjudicación de tierras a favor del posesionario de la tierra se realizara mediante providencia 
de adjudicación, cuya copia auténtica se inscribirá en el Registro de la Propiedad del respectivo 
cantón y se anotará luego en el Registro General de Tierras. Por su parte, el artículo quinto 
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señala que la copia con las razones de inscripción y anotación deberá protocolizarse en una 
notaría. 
 
 El ex - INDA (actualmente de la Subsecretaría de Tierras y Reforma Agraria) podrá acordar 
que el precio de la adjudicación de las tierras sea pagado en un plazo de hasta veinticinco años. 
Al concederse plazos, según establece el art. 6 de la Ley de Tierras Baldías, el precio se pagará 
con un interés que no podrá exceder del 4% anual.  
 
Por el saldo del precio pagadero a plazos, el predio adjudicado quedará hipotecado a favor del 
ex – INDA hoy STRA,  y el Registrador de la Propiedad inscribirá  el gravamen, conforme 
manda el art.7 Ibídem.   
 
Los requisitos o condiciones generales que se requiere para ser beneficiario de la adjudicación  
de conformidad al art. 65 del Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario: 
a) Solicitud de tierras, es un documento que entrega la STRA, en la cual se detalla 
la identidad, el estado civil, cuantos años está en posesión el solicitante de la 
adjudicación, la superficie, la ubicación geográfica el predio; 
 
b) Ser mayor de edad; 
 
c) Justificar que su actividad principal es la agraria;  
 
d) No tener en propiedad otras tierras agrícolas. Se exceptúan de estas 
disposiciones los minifundistas. 
Además de los requisitos antes señalado deben reunir los siguientes documentos: 
 No haber sido adjudicatario de otros predios por parte del estado ecuatoriano. 
 Que las tierras no se encuentren bajo competencia del MAE. 
 En la región Costa, que las tierras no se encuentren en zonas de playa o bahía. 
 Certificado de estado de la propiedad del inmueble, emitido por el Municipio en el cual 
manifieste que la tierra no se encuentren en zona urbana. 
  Para extranjeros, estar legalmente radicados en el país. 
  Copia de la cédula de ciudadanía actualizada, y certificado de votación del último 
sufragio electoral.  
 Declaración juramentada notariada, en la que conste sobre el modo de adquisición y 
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tiempo de posesión, que no exista escritura sobre las tierras en trámite de adjudicación, 
que no sea adjudicatario de otras tierras por par te del estado ecuatoriano, y que no 
exista de conflicto de tierras y que existe conformidad de lindero y colindantes. 
 Levantamiento planimétrico debidamente georeferenciado, e informe de linderación 
aprobado por la STRA. 
 Acta notariada de Mutuo acuerdo de linderos, suscrita entre el posesionario y 
colindantes, para predios mayores a 50 has. 
 Si el predio pasa de 10 hectáreas en la sierra, 30 en la costa y 50 en la Amazonia, se 
incluirá un plan de manejo, elaborado por un profesional particular (Ing. Agrónomo) 
 Certificado del Ministerio de defensa nacional, de que el predio no se encuentra en 
zonas de seguridad nacional, cuando son zonas de frontera. 
 Antecedente legal de dominio, de ser el caso (ref. resolución administrativa No.1 del 14 
de septiembre de 2010) 
Para las Personas Jurídicas a más de los requisitos antes mencionados deberán adjuntar: 
 Copia de cedula de ciudadanía y papeleta de votación de la última elección del 
representante legal. 
 Personería Jurídica y el estatuto emitido por la institución competente. 
 Copia certificada del nombramiento del representante legal. 
Los requisitos para las comunidades ancestrales además de los requisitos señalados para las 
personas jurídicas en general, en este caso se exceptúan el pago de tierras de conformidad a lo 
que establece la constitución, ya que la adjudicación es gratuita. 
 Acta de mutuo acuerdo de linderos suscrita con los colindantes, aprobados por los 
pueblos y nacionalidades respectivas. 
 Censo familiar. 
 Estudio socio histórico con el aval del respectivo pueblo o nacionalidad. 
Con los documentos antes mencionados el solicitante de la adjudicación deberá  acudir a la 
delegación o distrito de la Subsecretaria de Tierra y Reforma Agraria en la que además de los 
documentos señalados según sea el caso, en primera instancia llenara la solicitud de tierras que 
es llenado en la Delegación o en el Distrito Provincial del STRA, el funcionario organizará un 
expedientillo de adjudicación, luego revisara toda la documentación presentada, para continuar 
con el proceso de adjudicación, una vez que esté completo los documentos el funcionario 
emitirá a la dirección de Catastro Agraria para la respectiva aprobación del plano, 
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posteriormente el técnico realizara la inspección al predio para verificar el estado de tenencia, 
explotación y posesión del predio mismo que debe presentar un informe de la inspección 
manifestando si es procedente o no la adjudicación a favor del solicitante de la adjudicación. 
Este informe es bajo juramento que presenta el técnico que realizo la inspección del predio. 
 
Luego de estas diligencias el técnico respectivo procede realizar el avalúo del predio, mismo 
que debe ser cancelado por concepto del valor de la tierra, para lo cual el interesado debe 
demostrar, el comprobante de pago de tierras y de seguidamente el analista de Titulación de 
tierras de la STRA procede a realizar la providencia de adjudicación, misma que es firmado por 
el Subsecretario de la STRA, a favor del peticionario de la adjudicación. 
 
La providencia de adjudicación una vez anotada en el tomo y el folio del Registro Catastral 
General de tierras de la STRA, será suscrita por el secretario General; quien elaborará los 
oficios para los señores registradores de la propiedad de los respectivos cantones, y se enviarán 
por secretaría a la delegación para su entrega al adjudicatario. 
 
Se protocolizará la providencia de adjudicación conjuntamente con el plan de explotación en 
una notaría pública pagando las tasas notariales previstas por el Consejo Nacional de la 
Judicatura. 
 
Finalmente, se inscribirá la providencia de adjudicación en el Registro de la Propiedad del 
cantón donde se encuentren ubicadas las tierras y luego de esto el adjudicatario deberá entregar 
una copia autentica de la adjudicación a la STRA en el plazo estipulado por la Ley. 
4.7 Cláusula resolutiva de la providencia de adjudicación 
Las adjudicaciones que obtienen ya sean las personas naturales o jurídicas deben cumplir con lo 
señalado en la Ley y en la providencia de adjudicación caso de incumplimiento pueden ser 
objeto de resolución a la adjudicación por las siguientes razones: 
 
 
1.- Cultivar el predio dentro de los plazos y de acuerdo con las normas que fije el STRA; 
 
2.- Pagar el precio en los plazos y forma estipulados; 
 
3.- Explotar directamente el predio y radicarse en él; y, 
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4.- Cumplir las demás obligaciones constantes en la providencia de adjudicación que son las 
siguientes: 
 
a) Que el adjudicatario impida el libre acceso o tránsito por las servidumbres que hubiere o que 
estableciere la STRA u otra entidad competente. 
 
b) Que el adjudicatario no cumpla el plan de explotación sustentable del área aprobado por la 
STRA o el Ministerio del Ambiente (MAE), según el caso. 
 
c) Por dolo es decir por engaño, fraude o trampa que distorsione o provoque equivocación a los 
servidores públicos que deben informar o decir sobre la adjudicación. Se entenderá la misma 
causal cuando el dolo provenga de los servidores públicos que intervienen en el trámite. La 
apreciación del dolo será probado dentro del trámite de reversión a la adjudicación, sin perjuicio 
de la acción ante el tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
 
d) Mientras el adjudicatario no cumpla el plan de explotación en el plazo establecido, no podrá 
enajenar el predio. 
 
e) El adjudicatario o quien lo subrogue en el derecho de dominio no podrá alegar plazo total 
pendiente en caso de incumplimiento del plan de explotación aprobado para la adjudicación, que 
haya considerado plazos parciales. 
 
f) El adjudicatario deberá, entregar a la Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria en un 
plazo de 120 días, después  de la fecha de entrega de la providencia de adjudicación, una 
copia autentica debidamente protocolizada e inscrita en el respectivo Registro de la 
Propiedad del cantón correspondiente. De no hacerlo, se podrá dejar sin efecto o se 
resolverá la misma, según sea el caso. 
Varias de estas cláusulas resolutivas de la providencia de adjudicación no se dan cumplimiento, 
ya sea por parte del adjudicatario de la tierra o de la STRA,   
4.8 Resolución a la adjudicación 
Constituye  el acto o declaración de voluntad de la autoridad administrativa competente, a través 
del cual se deja sin efecto una adjudicación, porque no ha cumplido con las obligaciones o 
clausulas resolutivas. 
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La resolución a la adjudicación procede cuando una persona natural o jurídica perjudicada por el 
acto administrativo de adjudicación, interpone ante la misma autoridad una demanda para que se 
deje sin efecto la adjudicación. 
 
Para presentar la demanda al Subsecretario de Tierras y Reforma Agraria se debe fundamentar 
en el art. 67 del C.P.C.  y en concordancia a la Disposición Tercera de la Ley de Desarrollo 
Agrario en la que señala que “ El Director Distrital que conociere que un adjudicatario no ha 
cumplido con las obligaciones establecidas en la providencia de adjudicación de sus tierras, notificará al 
adjudicatario para que, dentro de diez días, conteste a los cargos formulados en su contra.  
 
Transcurrido dicho término, se ordenará la inspección ocular del predio, diligencia en que los 
interesados podrán pedir la práctica de las pruebas que estimen necesarias. Con el informe del perito 
único nombrado por ex – INDA en la actualidad Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria, se remitirá 
lo actuado al Subsecretario para que dicte su resolución, la cual causará estado, sin perjuicio de la 
acción contenciosa administrativa. 
 
Si se declarare la resolución de la adjudicación, el adjudicatario sólo podrá reclamar el valor de las 
mejoras y cultivos introducidos en el predio y responderá de las peorías causadas.” (Ley de Desarrollo 
Agrario, 2008, pág. 13) 
 
Para presentar la demanda de resolución a la adjudicación el peticionario deberá señalar en la 
demanda los siguientes requisitos ante STRA: 
 La designación de la autoridad ante quien se la propone. 
 
 Los nombres completos, estado civil, edad, profesión del/ la demandante, la calidad en 
la que comparece con la debida justificación, así como los nombres completo del 
demandado. 
 
 Fundamento de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión, de conformidad 
con las leyes agrarias vigentes y demás normativas aplicables. 
 
 La identificación clara del acto administrativo que se impugna. 
 
 La pretensión concreta. 
 
 La designación del lugar en que debe citarse al demandado, la autoridad ante quien debe 
comisionarse dicha diligencia y el lugar donde se debe notificar al actor. 
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 Adjuntar el certificado de Gravámenes en original, actualizado y en el cual deberá 
constar los linderos del predio del cual pretende justificar la propiedad y del predio 
adjudicado, emitido por el Registro de la Propiedad respectivo en el cual se encuentra el 
predio. 
 
 Adjuntar original o copia debidamente certificada del título de propiedad del predio en 
controversia. 
Los trámites administrativos de resolución a la adjudicación pueden ser objeto de Recurso de 
Reposición, interpuesto por cualquiera de las partes, ante el mismo Subsecretario de la STRA de 
conformidad a los arti.174 y 175 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva. 
 
En segunda instancia pueden proponer cualquiera de las partes ante el Ministro de Agricultura y 
Ganadería, Acuacultura y Pesca, recurso de apelación o de revisión extraordinaria de 
conformidad a lo previsto en los art.176, 177 y 178 Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva. 
 
Las Resoluciones a la adjudicación se ejecutorían por el Ministerio de la Ley, una vez que se 
encuentre firme, debiendo ser ejecutado por el Subsecretario del STRA, según lo que se ha 
ordenado en su parte resolutiva, ya sea aceptando o rechazando, en caso que sea aceptado la 
resolución a la adjudicación, se debe ordenar al Registrador de la Propiedad levantar la 
prohibición de enajenar y posteriormente adjudicar previo el cumplimiento de los requisitos de 




1.- La expropiación es la institución jurídica mediante la cual el Estado adquiere la propiedad de 
los bienes inmuebles de dominio privado que no cumple la función social; previo el pago 
de una indemnización, conforme las formalidades legales establecidas. 
 
2.- La expropiación es una potestad del Estado para la consecución de sus fines, y se contrapone 
con la Confiscación. 
 
3.- La expropiación priva a las persona del dominio de un bien legalmente propio, no puede ser 
considerado como un atentado a la propiedad, pues esta no procede por simple arbitrio de 
la autoridad, sino que tiene como principal fundamento la función social, destinada a 
satisfacer las necesidades emergentes de la colectividad. 
 
4.- La función sociales es cuando satisface necesidades de la sociedad, responde a una justicia 
redistributiva; no vulnere derechos colectivos y promueva una convivencia efectiva y una 
producción sustentable, sostenible, respete el buen vivir en la sociedad. 
 
5.- La propiedad es un derecho reconocido y garantizado constitucionalmente por el Estado, 
siempre que ésta impulse el desarrollo y la redistribución equitativa de la riqueza, genere 
empleo, la utilización productiva y sustentable de la tierra y que permita a las personas 
acceder a los beneficios del desarrollo; es decir, cuando cumpla la función social. 
 
6.- La función social es el elemento, a través de todos los medios trata de lograr que las 
propuestas cumplan la función social, por tal razón los adjudicatarios también están 
obligados, so pena de resolver la adjudicación. 
 
7.-  El procedimiento para realizar la expropiación, al no ser claro o debidamente señalado en la 
Ley y el Reglamento, dificulta la sustanciación  de los procesos agrarios. 
 
8.- Se ha concluido que conforme a LA FUNCIÓN SOCIAL o el INTERÉS SOCIAL, el Estado 
aplicará los ordenamientos legales para proceder con la expropiación, la misma que deberá 
reconocer los derechos ajenos mediante el pago del justiprecio que estará acorde con la 
fluctuación de valores en el mercado. 
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9.- Las tierras  rusticas,  que han sido adjudicadas por el ex – INDA en la actualidad 
Subsecretaria de Tierras y Reforma Agraria a un particular deben cumplir con el plan de 
explotación, haciéndolas producir para que constituyan  aporte económico al país y 
desarrollo para la sociedad. 
 
10.- El trámite de Resolución a la Adjudicación es muy sumario, pero efectivo, debería 
mantenerse en la nueva ley de tierras, que reposa en la Asamblea Nacional. 
 
11.- El justiprecio constituye un derecho inherente y sustancial que permitirá a las personas 
solicitar el reconocimiento del valor de su propiedad, o exigir él un valor real aplicando las 
leyes que rigen estos procesos. 
 
12.- La adjudicación de tierras es un procedimiento lento, lo que dificulta al beneficiario realizar 















1.- Fomentar a través de un organismo público, que se realicen investigaciones y control de las 
tierras adjudicadas para que cumplan con el plan de explotación, para que estas tierras no 
pasen ociosas o sean destinadas a otros fines. 
 
2.- Es de carácter primordial, que se cumplan con todas las formalidades requeridas para la 
expropiación, respetando los derechos privados y que el justo precio sea calculado en 
referencia a los valores comerciales, producción, beneficio y afectación. 
 
3.- Se debe establecer los parámetros legales, de la FUNCIÓN SOCIAL para que sea bien 
encaminada y genere los beneficios que se esperan para los sectores sociales, y generen una 
mejor situación económica del país. 
 
4.- Proporcionar seguridad jurídica para fomentar la explotación y productividad de la tierra, 
proporcionando capacitación técnica, financiamiento, infraestructura agropecuaria; y 
garantizar la comercialización, que encaminarán a un desarrollo sostenible del agro, de esta 
forma se estará dando un importante paso para reducir los altos niveles de tierras ociosas 
existentes, que no cumplen la función social. 
 
5.- Realizar un catastro nacional para identificar las tierras que se encuentren improductivas y 
mediante un proceso administrativo expropiar e incorporar esas tierras a la producción. 
 
6.- Crear un verdadero marco legal sobre la expropiación, abarcando todos los campos legales y 
que conste otras causales de expropiación de acuerdo a la realidad actual, de tal forma que 
tengamos una ley, de fácil  e eficiente aplicación.  
 
7.- Las expropiaciones deben estar encaminadas a buscar el desarrollo del país, para procurar 
una verdadera soberanía alimentaria. 
 
8.-  Emplear y dotar a los organismos encargados del control de los predios rurales, de 
mecanismos legales, técnicos y recursos económicos, a efecto que se establezca el régimen 




9.- En base a la Constitución de la República del Ecuador, los asambleístas deben dictar una 
nueva ley agraria que requiere urgente el país, para activar la producción agropecuaria. 
 
10.-  La nueva ley agraria debe señalar nuevas causales de expropiación especialmente para 
proteger a los posesionarios que trabajen tierras ajenas sin vínculo contractual de trabajo. 
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Anexo 2. CASO PRACTICO DE ADJUDICACIÓN 
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